
Revista Mexicana
de Ciencias Penales

ISSN 0187-0416

• Un concepto comunicativo de la 
desaparición de personas y dos notas 
jurídicas al respecto 

 Javier Yankelevich Winocur
• Desaparición de personas en México: 

las organizaciones de familiares y la 
estructura de oportunidades políticas

 Libertad Argüello Cabrera

• El uso legítimo de la fuerza, violencia, 
inseguridad y política

 Virgilio Tanús Namnum
• Instituciones periféricas. La política 

sobre desaparición en el paisaje  
del Estado mexicano

 Karina M. Ansolabehere

Año 2       •        Número 8       •       abr i l - jun io  de  2019      •       $100.00

Desaparición
forzada







REVISTA MEXICANA DE CIENCIAS PENALES es 
una publicación del INACIPE, cuyo objetivo es dar a 
conocer investigaciones, análisis, reflexiones y opiniones 
acerca de las ciencias penales en México y en el mundo. 
En esta revista se dan cita los autores más reconocidos en 

estas disciplinas.

Año 2 • Número 8 • abril-junio de 2019
ISSN 0187-0416



DIRECTORIO
H. JUNTA DE GOBIERNO

Alejandro Gertz Manero
Fiscal General de la República y Presidente de la H. Junta  
de Gobierno del Instituto Nacional de Ciencias Penales
Olga Sánchez Cordero
Secretaria de Gobernación
Arturo Herrera Gutiérrez
Secretario de Hacienda y Crédito Público
Esteban Moctezuma Barragán
Secretario de Educación Pública
Manuel Peralta García 
Delegado y Comisario Público Propietario del Sector 
Seguridad Nacional de la Secretaría de la Función Pública
Ernestina Godoy Ramos
Procuradora General de Justicia de la Ciudad de México
Enrique Luis Graue Wiechers
Rector de la Universidad Nacional Autónoma de México
Eduardo Abel Peñalosa Castro
Rector General de la Universidad Autónoma Metropolitana
Victoria Adato Green
Presidenta de la Academia Mexicana de Ciencias Penales
Luis Rafael Moreno González
Representante de la Academia Mexicana de Ciencias Penales, 
Miembro Suplente de la H. Junta de Gobierno del  
Instituto Nacional de Ciencias Penales
María Elena Álvarez Buylla
Directora General del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología

INSTITUTO NACIONAL DE CIENCIAS PENALES
Gerardo Laveaga
Director General
Rafael Ruiz Mena
Secretario General Académico
Iván Colmenares Álvarez
Secretario General de Extensión 
Julio Téllez del Río
Director de Publicaciones y Biblioteca

COMITÉ EDITORIAL
Luis de la Barreda Solórzano
Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM
Marta Lamas Encabo
Universidad Nacional Autónoma de México e  
Instituto Autónomo de México
Gerardo Laveaga
Instituto Nacional de Ciencias Penales
Sergio López Ayllón
Centro de Investigación y Docencia Económicas
Elisa Speckman Guerra
Academia Mexicana de Ciencias Penales
Pedro Salazar Ugarte
Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM

DIRECTORA DE LA REVISTA MEXICANA  
DE CIENCIAS PENALES
Alejandra Silva Carreras
Instituto Nacional de Ciencias Penales

Diseño editorial
Lizeth Violeta Méndez Guadarrama
Jesús Quintero Aguirre
Daniel Leyte Muñiz

Cuidado editorial
Leticia Escobar Lucrecio
Irene Bárcenas Jara
María Eugenia Rocha Zamora
Víctor Fernando Gálvez García
Patricio Alonso Ávila Cárdenas

Traductor
Roberto Rivera Romero

Diseño de portada
Israel Eliseo Martínez Sánchez

REVISTA MEXICANA DE CIENCIAS 
PENALES, año 2, No. 8, abril-junio 2019. 
Es una publicación trimestral editada por 
el Instituto Nacional de Ciencias Penales, a 
través de la Dirección de Publicaciones. Calle 
Magisterio Nacional núm. 113, Col. Tlalpan, 
Alcaldía Tlalpan, C. P. 14000, Ciudad de 
México, México. Tel. 5487 1571; www.inacipe.
gob.mx; e-mail: publicaciones@inacipe.gob.mx. 
Reservas de Derechos al Uso Exclusivo No. 04-
2017-080214584200-102, ISSN: 0187-0416, 
ambos otorgados por el Instituto Nacional del 
Derecho de Autor, Licitud de Título y contenido: 
17106. Expediente: CCPRI/3/TC/18/21019 
otorgado por la Comisión Calificadora de Publi-
caciones y Revistas Ilustradas de la Secretaría de 
Gobernación.

Impresa por Guimark Total Quality S.A. de C.V., 
Carolina 98, Despacho 101, Col. Ciudad de los 
Deportes, Alcaldía Benito Juárez, C.P. 03710, 
Ciudad de México. Este número se terminó de 
imprimir en julio de 2019, con un tiraje de 1,000 
ejemplares.

Las opiniones expresadas por los autores no 
necesariamente reflejan la postura del editor de 
la publicación.

Queda estrictamente prohibida la reproducción 
total o parcial de los contenidos e imágenes de la 
publicación, sin previa autorización del Instituto 
Nacional de Ciencias Penales.

Instituto Nacional de Ciencias Penales

www.inacipe.gob.mx

@ INACIPE



Carta editorial    VII

TENDENCIAS Y PERSPECTIVAS ACTUALES

Libertad Argüello Cabrera
  Desaparición de personas en México: las organizaciones de familiares  
y la estructura de oportunidades políticas   3

Javier Yankelevich Winocur
  Un concepto comunicativo de la desaparición de personas  
y dos notas jurídicas al respecto   37 

Daniel Omar Mata Lugo
  Aproximaciones al estudio de las desapariciones forzadas e involuntarias:  
contextos sociales, enfoques teóricos, metodológicos y miradas disciplinarias  57 

RETOS EN LA PROCURACIÓN 
Y ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA

Karina M. Ansolabehere
  Instituciones periféricas. La política sobre desaparición en el paisaje  
del Estado mexicano  83 

Michel Retama Domínguez 
y María Soledad Rojas Rajs

 La desaparición de personas como forma de violencia y sus efectos  111 

María de Lourdes Velasco Domínguez
  Decisiones judiciales innovadoras sobre desaparición forzada en México:  
confluencia entre el entorno político y la agencia legal   127 

CONTENIDO



VISIONES PARA EL FUTURO

Virgilio Tanús Namnum
 El uso legítimo de la fuerza, violencia, inseguridad y política   149

Alejandra Silva Carreras
  De la detención arbitraria a la desaparición forzada.  
Límites y realidades del Estado mexicano   161



IN
A

C
IP

E 
 • 

 2
01

9 
• R

EV
IS

TA
 M

ex
ic

an
a 

de
 C

ie
nc

ia
s 

Pe
na

le
s 

• N
úm

. 8

VII

CARTA 
EDITORIAL

México enfrenta un grave proble-
ma en materia de desapariciones. 
Actualmente, se calcula que existen 
alrededor de 40 mil personas no lo-
calizadas. Esto significa una incer-
tidumbre para sus familiares, seres 
queridos y, en general, para la socie-
dad mexicana.

Esta situación es síntoma de un 
grave problema de seguridad y es 
también el drama de los familiares 
que viven la ausencia de un ser que-
rido y la incapacidad de acceder a 
la verdad de los hechos que moti-
varon la desaparición, así como las 
circunstancias en las que se dio este 
hecho, sin mencionar una duda que 
corroe: si la persona desaparecida 
está viva o no. 

También es un gran reto para el 
Estado, que además de requerir re-
cursos para buscar a las personas no 
localizadas, debe ser capaz de iden-
tificar cuerpos que, lamentablemen-
te, se encuentran diariamente. 

Para poner en perspectiva la 
situación, tan solo en el primer 
trimestre del 2019, el gobierno loca-
lizó 81 sitios en donde hallaron 222 
fosas clandestinas y los gobiernos 
locales no cuentan con los meca-
nismos suficientes para identificar a 

aquellas personas que se presumían 
desaparecidas. 

Además, los familiares se enfren-
tan a una constante victimización, 
inician un proceso de búsqueda y 
recurren a las instancias guberna-
mentales, quienes no siempre brin-
dan el apoyo requerido. 

La situación no es sencilla, de ahí 
que el Instituto Nacional de Ciencias 
Penales (inacipe), en conjunto con la 
Comisión Nacional de Búsqueda de 
Personas (cnbp), realizara un foro 
con el objetivo de plantear los retos 
y mecanismos que deben atenderse 
con respecto al delito de desapari-
ción forzada y desaparición cometi-
da por particulares. 

El presente número de la Revista 
Mexicana de Ciencias Penales (rmcp) 
es resultado de lo anterior. En la 
presente publicación se recogen 
algunos de los planteamientos pre-
sentados por los expertos, quienes 
nos dan a conocer los avances del 
Estado mexicano en la búsqueda de 
personas, la situación de los fami-
liares y, por supuesto, la historia de 
desapariciones en nuestro país, tan-
to en el periodo de la Guerra Sucia, 
como en la llamada guerra contra el 
crimen organizado. 
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En este número se buscarán res-
ponder preguntas como: ¿a qué se 
debe este fenómeno?, ¿qué relacio-
nes hay entre el  crimen organizado 
y la desaparición?, ¿cuál es la distin-
ción entre la desaparición forzada y 
aquella cometida por particulares?

Así, María de Lourdes Velasco 
Domínguez analiza dos sentencias 
de amparo concedidas entre 2015  
y 2018 con el objetivo de advertir 
los cambios en los avances en favor 
de las víctimas en el marco de las 
decisiones judiciales. Ello, a par-
tir del reconocimiento de la exis-
tencia del delito de desaparición 
forzada. 

Por su parte, Michel Retama 
Domínguez y María Soledad Rojas 
advierten la necesidad de reconocer  
la desaparición de personas como 
un tipo de violencia que genera gra-
ves efectos en la vida y la salud de 

los familiares que se transforman en 
víctimas de la ausencia. 

Javier Yankelevich incide en el 
fenómeno a través de la creación 
de una red comunicativa y de apo-
yo que construyen los familiares de 
las víctimas, problematiza la situa-
ción del sujeto que carece de infor-
mación sobre el paradero de una 
persona y centra su análisis en los 
fenómenos y efectos de las familias. 

Por lo anterior, el presente nú-
mero conforma una perspectiva 
general de una situación crítica en 
México. Esto, con el objetivo de 
plantear problemas sobre el fenó-
meno y buscar nuevas vías para 
afrontarlo. 

Alejandra Silva Carreras
Directora de la Revista Mexicana de 

Ciencias Penales
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Enforced disappearance

State and social movements

Mexico

Right and political power

Abstract. This paper analyzes from 
a sociological and historical perspec-
tive, the importance of  family orga-
nizations and their ability to adapt 
to —and transform— the political 
opportunities structure in the stru- 
ggle for their demands, despite their 
difficult sociopolitical contexts: 1) 
the Cold War, anti-communism and 
a closed political system, and 2) the 
war on drug trafficking, neolibera-
lism and the restructuring of  the 
political system. Its role is highligh-
ted in epistemological transforma-
tions that have consequences in the 
juridical plane, such as the coining 
of  the concept of  “forced disappea-
rance” and “disappearance commi-
tted by individuals”. 

Desaparición forzada

Estado y movimientos sociales

México

Derecho y poder político

Resumen. En este trabajo se ana-
liza, desde un enfoque sociológico 
e histórico, la importancia de las 
organizaciones de familiares y de 
su capacidad para adaptarse a —y 
transformar— la estructura de 
oportunidades políticas en la lucha 
por sus demandas, a pesar de sus di-
fíciles contextos sociopolíticos: 1) la 
Guerra Fría, el anticomunismo y un 
sistema político cerrado, y 2) la gue-
rra contra el narcotráfico, el neoli-
beralismo y la reestructuración del 
sistema político. Se resalta su pa-
pel en transformaciones epistemo-
lógicas que tienen consecuencias 
en el plano jurídico, como lo son: 
la acuñación del concepto de “de- 
s aparición forzada” y “desaparición 
cometida por particulares”. 

PALABRAS CLAVE KEYWORDS
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SUMARIO:

I. Introducción. II. La dimensión 
sociopolítica de conceptos jurí-
dicos: un planteamiento teóri-
co-empírico. III. Las luchas por 
conceptualizar la “desaparición 
forzada” en México (1977-1994). 
IV. La generalización de la vio-
lencia en México. V. La “desapa-
rición cometida por particulares” 
y las luchas de los familiares hoy. 
VI. Apuntes finales. VII. Fuentes 
de consulta.

I. INTRODUCCIÓN 

La desaparición de personas en 
México tiene una historia de cin-
co décadas, en las cuales podemos 
distinguir dos grandes etapas: 1) su 
uso como mecanismo selectivo de 
represión —eminentemente polí-
tica— en un régimen autoritario 
presidencialista y de partido hege-
mónico, inmerso en una realidad 
internacional regida por el antico-
munismo y la Doctrina de Seguri-
dad Nacional estadounidense (1968 
a 1986), y 2) su masificación en un 
proceso de desestructuración de las 
relaciones entre agentes estatales y 
agentes criminales, de trasnacio-
nalización de las redes delictivas y 
múltiples movilizaciones sociales 
contra la violencia (2002-2018).

A partir de estos dos grandes es-
quemas, el presente trabajo busca 
analizar —desde un punto de vis-
ta sociológico e histórico— la im-
portancia de las organizaciones de 
familiares y de su capacidad para 
adaptarse y transformar la estruc-
tura de oportunidades políticas en la lu-
cha por sus de mandas; con ello, se 
han logrado transformaciones epis-
temológicas que tienen consecuen-
cias en el plano jurídico, como lo 
son: la acuñación del concepto de 
desaparición forzada y desaparición co-
metida por particulares.

El trabajo se divide en cuatro 
partes: la primera aborda teórica-
mente la relación entre las luchas 
sociales y la conceptualización de 
actos atroces como delitos de lesa 
humanidad, a partir del enfoque 
de la estructura de oportunidades 
políticas, así como una revisión del 
concepto de desaparición forzada e 
involuntaria de personas a nivel in-
ternacional. En la segunda parte se 
aborda el proceso de conceptualizar 
la desaparición forzada en México, 
a través de las luchas de organiza-
ciones de familiares y su interacción 
con la estructura de oportunida-
des políticas (1975-1988). La ter-
cera parte da cuenta del proceso 
de transformación sociopolítica de 
México al iniciar el siglo xxi y la 
configuración de la aguda crisis de 
derechos humanos actual; donde se 
comprende la masificación de las 
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desapariciones y los límites que el 
concepto —acuñado en la década 
de 1980— tenía para aprehender 
los fenómenos actuales. 

Por último, el cuarto apartado 
presenta ejemplos de la diversidad 
de motivaciones y agentes implica-
dos en las desapariciones actuales, y 
los esfuerzos organizativos de los fa-
miliares, de cara a la cambiante es-
tructura de oportunidades políticas 
que se configuró entre 2011 y 2015, y 
permitió la creación del Movimiento 
por Nuestros Desaparecidos en Mé- 
xico, así como la promulgación de 
una ley general en materia de desa-
pariciones, en 2017.

II. LA DIMENSIÓN 
SOCIOPOLÍTICA DE 
CONCEPTOS JURÍDICOS: UN 
PLANTEAMIENTO TEÓRICO-
EMPÍRICO 

La denuncia de actos atroces con-
tra las personas y la transformación 
de los marcos jurídicos que buscan 
sancionarlos poseen una dimensión 
sociopolítica. La premisa central es 
que los conceptos jurídicos se trans-
forman a la par que lo hacen las 
sociedades en que son vigentes; mu-
chos de esos cambios también tie-
nen como trasfondo diversos niveles 
de conflictividad sociopolítica. Si la 
justicia implica “dar a cada quien 
lo suyo” —como plantea Ricoeur 

(1997)— ello nos lleva a cuestionar 
lo siguiente: ¿qué criterios subyacen 
a la atribución de responsabilidades, 
derechos y obligaciones? A su vez, 
esto nos conduce al poder simbólico 
del Estado para definir lo que cons-
tituye un delito, pues en él radica 
la capacidad de trazar las fronteras 
entre lo legal y lo ilegal, así como la 
ejecución de las sanciones o penas 
que hacen efectivas esas categoriza-
ciones (Míguez, Misse e Isla, 2014).

No obstante, ello no ocurre en 
el plano teórico de la normativi-
dad, sino que está fuertemente de-
terminado por relaciones de fuerza 
(Bourdieu, 2000). Son particular-
mente importantes aquellas que se 
desenvuelven en el campo políti-
co, definido como un espacio social 
relativamente especializado, cuyo 
centro de disputa es “la imposición 
legítima de criterios de visión y di-
visión del mundo social” (Bourdieu, 
2000a), mediante el control de los 
órganos e instituciones del Estado. 
Y ello, porque el mundo social es 
un complejo entramado de sig-
nificaciones —social, histórica y 
culturalmente construidas— que 
configuran el “orden” de las cosas, 
de las relaciones; todo lo cual consti-
tuye saber, conocimiento (Foucault, 
1968, 1985). No obstante, el saber 
también está ligado al poder: las 
normas y discursos jurídicos consti-
tuyen saberes poderosos porque dan 
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pie a actos que, por vía del derecho, 
obligan a quienes son sujetos.  

Ciertamente, los saberes tampo-
co son perennes y absolutos, pues 
al entrañar relaciones de poder, 
también están sujetos a disputas 
que pueden dar lugar a verdade-
ras transformaciones epistemológi-
cas; es decir, validar la ocurrencia 
de fenómenos mediante su concep-
tualización y posterior legitimación 
institucional, lo cual entraña una 
interpelación e interacción con el 
campo político y, posteriormente, 
con el jurídico. 

En este caso, nos interesa ana-
lizar la dimensión sociopolítica de 
la conceptualización jurídica de la 
desaparición forzada y la desapari-
ción por particulares, como se verá 
adelante; lo cual dirige nuestra mi-
rada hacia las disposiciones de las 
relaciones de fuerza y las luchas so-
ciopolíticas que han contribuido a 
estas transformaciones epistemoló-
gicas en México. De ello deriva otra 
de las premisas centrales de este tra-
bajo: la acción colectiva contencio-
sa (Tilly y Tarrow, 2006) permite 
analizar los procesos e interaccio-
nes que posibilitan a agentes no ins-
titucionales adquirir visibilidad y 
acumular fuerzas para validar sus 
demandas ante la opinión pública 
y los agentes políticos dominantes. 

En el caso de los delitos de lesa 
humanidad, como los aquí expues-
tos, resulta crucial el paso de la 

ruptura del sentido común como 
un efecto de la desaparición de una 
persona, porque trastoca cualquier 
referente convencional, al ocultar el 
cuerpo del delito y a sus responsa-
bles (Gatti, 2011), a la conceptuali-
zación jurídica de ese delito como 
desaparición forzada o desaparición 
cometida por particulares. Pero ello 
entraña la conjunción de diver-
sas condiciones y su interrelación 
con una multiplicidad de agentes 
sociopolíticos. 

En este sentido, la acción colecti-
va contenciosa de las agrupaciones 
de familiares en México ha podido 
incidir en la transformación episte-
mológica arriba señalada, debido 
a la interacción entre sus procesos 
organizativos y otros elementos que 
forman parte del “ambiente” so-
ciopolítico en que se desarrolla su 
actuar.

Dicho ambiente sociopolítico es 
concebido por los teóricos de la ac-
ción colectiva como la estructura de 
oportunidades políticas; y comprende di-
mensiones tanto estructurales como 
coyunturales. Las primeras nos remi-
ten a ámbitos de la organización del 
Estado, como el sistema de partidos 
políticos y la pluralidad, así como el 
mayor o menor ejercicio de liberta-
des ciudadanas (Tarrow, 1999) —
con el correlativo menor o mayor 
riesgo de ser objeto de represión po-
lítica o ser objeto de ataques crimina-
les—. Las segundas pueden referirse 
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a aspectos más contextuales, como: 
a) la existencia de potenciales alia-
dos dentro del sistema político; b) 
la posibilidad de adquirir visibili-
dad a través de alianzas estratégicas 
con agentes que pueden ejercer pre-
sión sobre las instituciones, y c) la 
existencia de medios de comunica-
ción dispuestos a darles seguimien-
to a las denuncias (Tilly, Tarrow y 
McAdam, 2001). 

Baste señalar que la desaparición 
forzada de personas tuvo sus prime-
ros registros como mecanismo de 
represión y control sociopolítico en 
la Alemania nazi, con el lema de la 
“Noche y Niebla” (Nacht und Nebel), 
acaso como una metáfora del des-
vanecimiento de las personas. Estas 
tecnologías de control fueron de-
sarrolladas de forma sistemática y 
masificada en la década de los 70, 
principalmente en América Latina, 
derivadas de la aplicación de la 
Doctrina de Seguridad Nacional 
estadounidense en la región (Leal, 
2003). Sin embargo, no sobra decir 
que la desaparición forzada hubo de 
conceptualizarse como un conjunto 
de violaciones a derechos humanos, 
tras convertirse en un fenómeno 
producido por una lógica de con-
trainsurgencia fuertemente antico-
munista promovida por los Estados 
Unidos y sus aliados en América 
Latina, sobre todo (pero no exclu-
sivamente) en regímenes militares 
(Sluka, 2004) en el Cono Sur, bajo 

la Operación Cóndor (McSherry, 
2005). Dos casos en América Latina 
son paradigmáticos de este fenóme-
no: 1) Argentina, donde se presu-
me que ocurrieron alrededor de 30 
mil casos, entre 1976 y 1982, y 2) 
Guatemala, donde se sospecha que 
acontecieron cerca de 40 mil casos, 
entre 1959 y 1996.

Por su parte, entre 1968 y 1996 
en México, se registraron alrededor 
de 700 casos de desaparición forza-
da; durante tal periodo hubo con-
vocatorias regulares a elecciones, 
es decir, sin tratarse formalmente 
de una dictadura militar. Ello ocu-
rría en medio de una política de 
recepción de exiliados políticos la-
tinoamericanos, lo cual contribuyó 
a restar visibilidad al caso mexica-
no. Sin embargo, fue hasta 1992 
cuando la Asamblea General de la 
Organización de Naciones Unidas 
aprobó la Declaración sobre la 
Protección de Todas las Personas 
contra las Desapariciones Forzadas; 
un importante antecedente para la 
firma, en 1994, de la Convención 
Interamericana sobre Desaparición 
Forzada de Personas (Castillo, 
2003),1 que definió este delito como:

La privación de la libertad de una o más 
personas, cualquiera que fuere su for-
ma, cometida por agentes del Estado o 
por personas o grupo de personas que 
actúen con la autorización, el apoyo o la 

1 México firmó dicha convención en 1996, y la ratificó 
hasta el año 2002. 



IN
A

C
IP

E 
 • 

 2
01

9 
• R

EV
IS

TA
 M

ex
ic

an
a 

de
 C

ie
nc

ia
s 

Pe
na

le
s 

• N
úm

. 8

9

Desaparición de personas en México: las organizaciones de familiares • 
Libertad Argüello Cabrera

aquiescencia del Estado, seguido de la fal-
ta de información, o de la negativa a re-
conocer dicha privación de libertad o de 
informar sobre el paradero de la persona, 
con lo cual se impide el ejercicio de sus 
recursos legales y de las garantías proce-
sales pertinentes (oea, 1994). 

Por su parte, la Convención 
Internacional para la Protección de 
todas las Personas de la Desaparición 
Forzada, de la onu,2 estableció que 
nadie puede ser sujeto a desapari-
ción y no existe justificación alguna 
para realizar tal delito (art. 1). Por 
otro lado, para que haya desapari-
ción, debe haber participación de 
agentes del Estado o personas que 
actúen con su autorización, apoyo 
o aquiescencia (art. 2); para el caso 
de quienes hayan sido víctimas de 
desaparición de personas que no 
contasen con el apoyo o aquiescen-
cia estatales, el Estado tiene la obli-
gación de investigar su paradero y 
procesar a los responsables (art. 3). 
Particularmente, el artículo 6, en su 
fracción 1, inciso 3, señala que los 
Estados signatarios deberán proce-
der penalmente contra cualquier 
autoridad que no solo tenga conoci-
miento o participe en la comisión de 
ese delito, sino que no proceda a in-
vestigar y juzgar a quien lo haya co-
metido (Convención Internacional 

2 Dicha convención fue firmada por México, en 2007, y 
ratificada, en 2008 (ver: http://treaties.un.org/ Pages/ 
ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=IV-16& 
chapter=4&lang=en). 

para  la Protección de todas las Per- 
sonas de la Desaparición Forzada 
2010).

Estos instrumentos jurídicos in-
ternacionales revelan que la desa-
parición de personas es un acto que 
entraña múltiples consecuencias: su-
pone secrecía e irregularidad, puesto 
que la detención ocurre clandestina-
mente y sin que medie ningún tipo 
de proceso jurídico (Calveiro, 2002). 
De ello se derivan múltiples viola-
ciones a los derechos humanos y 
una anulación jurídica del detenido 
(Sánchez, 2006). Ello, porque en los 
regímenes liberales republicanos la 
conceptualización de la ciudadanía 
supone la pertenencia a un cuerpo 
superior, que es la comunidad polí-
tica (Agamben, 1998); así, se deriva 
que estos cuerpos individuales están 
también dotados de derechos y obli-
gaciones. Uno de esos derechos es el 
de la vida, pero también el del debi-
do proceso: de esto deriva el habeas 
corpus, como la obligación del Estado 
para salvaguardarlo. Al no mediar 
debido proceso, los desaparecidos 
sufren una doble anulación: la físi-
ca y la jurídica (y simbólica); por lo 
cual, el restituirles su personalidad 
jurídica y simbólica ha sido una ar-
dua labor de sus familiares.

Actualmente, México está muy 
lejos de las cifras registradas has-
ta fines del siglo xx: existen más 
de 40 mil denuncias por desapari-
ción o no localización, sin contar 
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los 26 mil cadáveres no identifica-
dos (López, 2019). Hoy, el problema 
es de tal magnitud que revela la ca-
rencia de recursos humanos, admi-
nistrativos, institucionales y sociales 
para procesar una tragedia de estas 
dimensiones. Y es que la problemá-
tica de la desaparición de personas 
se ha ramificado hacia otras formas 
no contempladas en la original con-
cepción de la desaparición forzada, 
pues estuvo profundamente anclada 
en el carácter opositor político de 
sus víctimas —du rante las décadas 
de 1970 a 1990— como un fenó-
meno derivado de la Guerra Fría 
(Gatti, 2017). 

Por ello, es clave el papel que las 
organizaciones de familiares, y  
las movilizaciones producidas a su 
alrededor, han jugado para lograr 
las transformaciones epistemológi-
cas que permitieron conceptualizar, 
primero, la desaparición forzada, y 
después, la desaparición por parti-
culares (décadas después).

III. LAS LUCHAS POR 
CONCEPTUALIZAR LA 
“DESAPARICIÓN FORZADA” 
EN MÉXICO (1977-1994)

Si bien la primera desaparición for-
zada en México data de 1968, en 
Guerrero, su práctica más sistemá-
tica como táctica de contrainsur-
gencia empleada contra opositores 

políticos presuntamente pertene-
cientes a grupos guerrilleros —tanto 
rurales como urbanos, presentes en 
prácticamente toda la geografía na-
cional (Oikión et al., 2007)— ocu-
rrió entre 1971 y 1983, a cargo de 
diversas corporaciones de seguri-
dad: Dirección Federal de Segu-
ridad, Ejército Mexicano, policías 
judiciales (federales y estatales) y po-
licías municipales coordinadas por 
la denominada Brigada Especial o 
Brigada Blanca (Sierra, 2007).

Los primeros intentos por orga-
nizarse por parte de familiares da-
tan de 1975, en Guerrero; pero 
no fue sino hasta 1976 cuando las 
gestiones de familiares de desapa-
recidos procedentes de entornos al-
tamente urbanizados y no rurales 
comenzaron a rendir frutos, a nivel 
de una coordinación de mayor al-
cance y visibilidad, a medida que 
ocurrían con más fuerza las desa-
pariciones en importantes ciudades, 
como Culiacán, Monterrey, Distrito 
Federal o Guadalajara. 

Innegable es la importancia de 
mujeres, madres en su mayo-
ría (Maier, 2001). No puede esca-
timarse que el esfuerzo realizado 
por Rosario Ibarra de Piedra (cuyo 
hijo, Jesús Piedra Ibarra, desapa-
reció en abril de 1975) fue funda-
mental para la conformación del 
Comité Nacional Pro Defensa de 
Presos, Perseguidos, Desaparecidos 
y Exiliados Políticos de México. 
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También lo fue la existencia de al-
gunos medios de comunicación que 
dieron cobertura a sus denuncias.3 

El comité se formó en abril de 
1977, tras una reunión entre repre-
sentantes de familiares y el entonces 
presidente, José López Portillo (Ar- 
güello, 2010). Dicha reunión produ-
jo la liberación de más de 100 pre-
sos y el desistimiento de la acción 
penal contra diversos detenidos. El 
comité recibió apoyo de Amnistía 
Internacional (ai) y la Fédération 
Internationale des Droits de l’Hom-
me (fidh), ello colocó la denuncia de 
los familiares mexicanos en el pla-
no internacional. Es preciso señalar 
que la organización de los familia-
res se fue dificultando por la repre-
sión que estaba en curso, a la par 
de diversos brotes de efervescencia 
popular en distintas regiones del 
país (Haber, 2006) y por una divi-
sión que se suscitó cuando familia-
res de Oaxaca y Guerrero fundaron 
el Comité Nacional Independiente 
Pro Defensa de Presos, Perseguidos, 
Desaparecidos y Exiliados Políticos 
de México.4

Por su parte, el primer comité 
realizó el 28 de agosto de 1978 una 
acción política crucial, a escasos 

3 Durante una entrevista telefónica sostenida con la au-
tora, el 8 de septiembre de 2008, doña Rosario Ibarra 
corroboró que, a raíz de la entrevista que José Reveles 
le hizo, en 1977, y apareció en la revista Proceso, muchos 
familiares la buscaron.  
4 Esta división se produjo por factores externos a la pro-
blemática de los familiares, pero concomitantes: por un 
lado, la alianza con el prt no fue bien vista por quienes 

días del informe presidencial: una 
huelga de hambre encabezada por 
madres de desaparecidos, quienes 
se encadenaron a las puertas de la 
Catedral Metropolitana y exigie-
ron liberar a todos los presos políti-
cos y presentar a los desaparecidos; 
(Poniatowska, 1982). Una acción 
de tal impacto obtuvo una respues-
ta presidencial: el 1º de septiembre, 
López Portillo anunció el envío de 
un proyecto de Ley de Amnistía, 
que tuvo diversos efectos en el país 
(Cámara de Diputados, 1978a; 
Cámara de Diputados 1978b); aun-
que la postura oficial siempre negó 
la existencia de desaparecidos, e in-
cluso criticó la presencia de organis-
mos como Amnistía Internacional 
(La Redacción, 1977). Por ello, las 
madres agrupadas en el Comité 
Nacional Pro Defensa de Presos, 
Perseguidos, Desaparecidos y Exi- 
liados Políticos realizaron una 
huelga de hambre, a fines de no-
viembre de 1978, en varios esta-
dos del país (La Redacción, 2018a; 
2018b). Para el 24 de enero de 
1979, la Procuraduría General de 
la República (pgr) presentó un in-
forme que arrojaba varios datos 
sobre 301 casos denunciados por 

se separaron; y, por otro, estos últimos eran tachados de 
defender a miembros del Partido Revolucionario Obrero 
Campesino-Unión del Pueblo, acusado de sectarismo y 
de asesinar exguerrilleros, amnistiados en 1978. El enco-
no entre ambas organizaciones también se expresó con 
la creación del Frente Nacional Democrático Popular 
(fndp) como contraparte del fncr (Argüello, 2010).   
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familiares y ai: 154 personas habían 
muerto en enfrentamientos con la 
policía y el ejército, 89 estaban es-
condidas y 58 habían sido asesina-
das por sus propios compañeros. No 
se mencionó alguna desaparición y 
ai denunció que no había cadáveres 
que probaran lo señalado en el in-
forme (ai, 1980).

A pesar de la amnistía presi-
dencial, continuó la persecución 
de opositores, el asesinato de be-
neficiaros de dicha disposición, así 
como el hostigamiento de los presos 
por motivos políticos en diversos 
penales del país. Por ello, las orga-
nizaciones de familiares persistie-
ron en la realización de acciones 
de protesta: el Comité Nacional 
Independiente se manifestó ante 
la sede de la Organización de las 
Naciones Unidas (onu) en México, 
a fines de julio de 1979; y, posterior-
mente, tomó la embajada de Suiza, 
a principios de agosto de ese año, de 
donde fueron desalojados violenta-
mente tras siete días de permanecer 
ahí como medio de llamar la aten-
ción de la comunidad internacional 
(Galarza, 1979; Zuñiga y Galarza, 
1979). 

De cara a esta situación, a fines 
de ese año, se creó el Frente Nacio- 
nal Contra la Represión, por la 
Solidaridad y las Libertades Demo- 
cráticas (fncr), convocado por el 
Comité Nacional Pro Defensa de 
Presos, Perseguidos, Desaparecidos 

y Exiliados Políticos de México, el 
Centro de Comunicación Social 
(cencos), la Coalición Obrero Cam- 
pesina Estudiantil del Istmo (cocei), 
agrupaciones del Movimiento Ur- 
bano Popular (mup), además de 
partidos políticos de izquierda 
(Foweraker y Craig, 1990; Levy y 
Bruhn, 2006) que salieron de la 
clandestinidad al aprobarse la re-
forma a la Ley Federal de Procesos 
y Procedimientos Electorales, en 
1977 (Méndez, 2006).

La conceptualización jurídica de 
la desaparición forzada de perso-
nas tuvo un avance crucial a princi-
pios de la década de 1980, cuando 
la onu formó el Grupo de Trabajo 
sobre Desapariciones Forzadas o 
Involuntarias (1980);5 posteriormen-
te, se creó —en marzo de 1981— 
la Federación Latinoamericana de 
Familiares de Desaparecidos (fe-
defam), con la participación de los 
familiares mexicanos, que realizó 
manifestaciones en la sede de la onu 
y logró que el Grupo de Trabajo ini-
ciara indagaciones sobre denuncias 
procedentes de países latinoameri-
canos (Reveles, 1981). En febrero 
de 1982, el Grupo de Trabajo de la 
onu llevó a cabo su primera visita a 

5 El 28 de agosto de 1980, el Comité volvió a realizar 
otra huelga de hambre, con el apoyo de otras organi-
zaciones; con ello, lograron que el recién creado Grupo 
de Trabajo de la onu recibiera copias de los expedientes 
sobre desapariciones, encarcelamientos y ejecuciones ex-
trajudiciales y comenzara una indagación sobre México 
(Gómez Maza, 1980). 
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México gracias a la movilización de 
los familiares y sus aliados (onudh, 
2011).

A medida que la presión interna-
cional crecía, la disposición oficial 
al diálogo con familiares disminuía; 
en parte, debido a la alianza tejida 
entre el Comité de familiares —di-
rigido por Rosario Ibarra— y el 
recientemente legalizado Partido 
Revolucionario de los Trabajadores 
(prt), cuyo acceso a medios de co-
municación durante campañas elec-
torales fue clave para esparcir las 
denuncias sobre desapariciones ante 
el cierre de los medios electrónicos 
masivos de comunicación; tal como 
ocurrió cuando Rosario Ibarra fue 
candidata presidencial, por primera 
vez, en 1982 (Román, 1982).

El proceso de apertura política, 
que permitió a la oposición de iz-
quierda partidaria obtener escaños 
en la Cámara de Diputados, dotó a 
un sector de familiares de una tribu-
na; desde ella se amplificó la denun-
cia sobre la desaparición forzada. 
Ese fue el papel que jugó Rosario 
Ibarra al acceder a la Cámara de 
Diputados en 1985, posición des-
de la cual impulsó, infructuosa-
mente, una nueva Ley de Amnistía 
(Cámara de Diputados, 1985), y 
cuestionó la iniciativa de Ley para 
Prevenir y Sancionar la Tortura, 
que fue aprobada hasta abril de 
1986, pues su artículo 4º obligaba a 
las víctimas a probar lo denunciado 

(Chávez, 1986). De esta forma, la 
voz de los familiares organizados 
ha vigorizado y dado contenido a la 
discusión legislativa sobre derechos 
humanos.

Por otro lado, la creciente vigi-
lancia internacional de los derechos 
humanos y los escándalos por co-
rrupción y protección a narcotrafi-
cantes —que se destaparon en torno 
a la Dirección Federal de Seguridad 
(Aguayo, 2001)— desencadenaron 
el desmantelamiento de esas cor-
poraciones represivas, dando lu-
gar a la creación de la Dirección de 
Inteligencia y Seguridad Nacional 
(disen) en 1985 (Cabildo, 1985). No 
obstante, la respuesta más “con-
tundente” de la administración 
de Miguel de la Madrid fue crear  
locatel como un servicio de re-
porte de personas “no localizadas”, 
negando su posible condición de 
desaparecidas (Reveles, 1983).

La segunda mitad de la década 
de 1980 se caracterizó por el sur-
gimiento de más organizaciones 
defensoras de derechos humanos 
en México, de cara a más brotes 
de organización popular opositora 
al partido gobernante; en mucho, 
propiciada por la deficiente actua-
ción gubernamental frente a los 
desastres producidos por el terre-
moto del 19 de septiembre de 1985 
en la capital del país (Woldenberg, 
2012). En tal agotamiento del régi-
men priísta, es posible comprender 
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la importancia de las elecciones 
de 1988 en el panorama político, 
pues una fuerte ruptura entre sec-
tores del Partido Revolucionario 
Institucional (pri) dio paso a la can-
didatura de Cuauhtémoc Cárdenas, 
hijo del general Lázaro Cárdenas, 
apoyado por el Frente Democrático 
Nacional (fdn). En este proceso 
electoral, el prt postuló nuevamente 
a Rosario Ibarra como su candida-
ta presidencial, quien aprovechó la 
publicidad electoral para continuar 
denunciando las violaciones de de-
rechos humanos y dinámicas anti-
democráticas del régimen político 
mexicano. Las primeras elecciones 
fuertemente competidas en México 
profundizaron algunos cambios ins-
titucionales, como la creación de la 
Dirección de Derechos Humanos, 
en 1992, dependiente de la Secre- 
taría de Gobernación (segob).  

La primera transformación epis-
temológica en materia de desapari-
ción se cristalizó con la creación de la 
Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos, en paralelo a la firma 
de la Convención Interamericana 
contra la Desaparición Forzada o 
Involuntaria de Personas —celebra-
da en Belém Do Pará en 1994—, a 
pesar de la nula acción de búsque-
da o indagatorias (Cilia, 1996). La 
ratificación de dicha convención 
ocurrió hasta 2002, en medio de 
un cambio de partido en el poder 
ejecutivo que prometía judicializar 

las demandas de los familiares, con 
reservas impuestas por el Senado, 
que pretendían evitar la indagato-
ria de los delitos del pasado; tales 
reservas resultaron revocadas por 
la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación (scj) hasta 2004, bajo la pre-
misa de la no imprescriptibilidad de 
un delito continuado. 

Ello permitió iniciar infructuo- 
sos procesos judiciales contra exfun-
cionarios acusados de desaparición 
de personas, emprendidos por la 
Fiscalía Especializada para la Aten- 
ción de Posibles Delitos Cometidos 
por Servidores públicos en Contra 
de Movimientos Sociales y Políticos 
del Pasado (femospp), cuyas labores 
estuvieron vigentes entre 2002 y 
2006 (Dutrénit y Argüello, 2011; 
Aguayo y Treviño, 2007).

En suma, el camino para lograr 
el reconocimiento de la existencia 
de la desaparición forzada de per-
sonas en México ha sido muy com-
plejo y accidentado, donde el papel 
de las organizaciones de familia-
res y sus alianzas con actores polí-
ticos y la sociedad civil fue crucial 
para legitimar a cada desapareci-
do como víctima, frente a un dis-
curso oficial que inicialmente negó 
su existencia, al tiempo que los ta-
chaba de terroristas y responsables 
de su desaparición, presuntamente 
por su condición de clandestinidad 
asociada a actividades guerrilleras 
(Argüello, 2010).
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IV. LA GENERALIZACIÓN DE 
LA VIOLENCIA EN MÉXICO  

La apertura política y la creciente 
presión internacional para observar 
los derechos humanos no garantiza-
ron una verdadera transformación 
de un régimen político profunda-
mente autoritario (Basáñez, 1990). 
Por el contrario, el aparente des-
mantelamiento de los aparatos re-
presivos del Estado no quebró los 
vasos comunicantes entre agen-
cias institucionales y sus antiguos 
miembros, que se coludieron con 
organizaciones criminales mientras 
realizaban el trabajo sucio y goza-
ban de impunidad (Ramírez, 1997), 
como lo prueba el encumbramien-
to de personajes como Juan José Es-
parragoza Martínez (el Azul), en el 
cartel de Sinaloa (Padgett, 2013), 
cuya relación inició mientras él era 
comandante de la dfs en Jalisco. Es-
tos procesos supusieron una transfe-
rencia de recursos, conocimientos y 
prácticas adquiridos al amparo de 
la función pública hacia sectores 
privados, acaso como un síntoma 
de la oleada de privatizaciones que 
comenzaron durante el sexenio de 
Miguel de la Madrid y continuaron 
durante los siguientes periodos pre-
sidenciales (Medina, 1995).

A medida que los actores inter-
nacionales pugnaban por la obser-
vancia de los derechos humanos y 
surgieron organizaciones locales 

que los defendían, las dinámicas 
represivas se paramilitarizaron, 
volviéndose menos frecuentes las 
desapariciones ante un fuerte incre-
mento de los homicidios a manos 
de presuntos militares y “descono-
cidos”, como se denunciaba desde 
principios de la década los 80 (ai, 
1982). Esta tendencia se expresó 
con nitidez durante el conflicto en 
Chiapas, a raíz de la emergencia 
del Ejército Zapatista de Liberación 
Nacional (ezln); particularmente, 
entre 1996 y 1998, cuando las po-
blaciones compuestas por bases de 
apoyo zapatistas sufrieron graves 
ataques de grupos paramilitares 
(Fernández, 2003; Ochoa, 2011).  

Otro proceso de transferencia de 
capacidades represivas ocurrió con 
la deserción de miembros de élite de 
las fuerzas armadas que han pasado 
a nutrir las filas de diferentes organi-
zaciones delictivas; particularmen-
te, destacan los casos de miembros 
del Grupo Aeromóvil de Fuerzas 
Especiales (gafe), que se sumaron 
al cartel del Golfo, para posterior-
mente formar los Zetas (Piñeyro, 
2010). De esta forma, la rampante 
impunidad y la silenciosa, pero cada 
vez más estrecha, alianza entre cri-
minales y sectores de la po lítica en 
el plano económico, que se tejió en-
tre 1960 y 1990, fueron  sentando 
las bases de la actual violencia, en 
la que el país lleva sumido más de 
una década. 
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Se ha sugerido que el cambio 
de partido en el gobierno federal 
supuso la desestructuración de los 
pactos entre organizaciones crimi-
nales y actores político-económi-
cos (Pansters, 2015), y una creciente 
disputa por territorios entre gru-
pos como los Zetas, La Familia 
Michoacana o el cartel de Sinaloa 
(Rosen y Zepeda, 2016). Lo cierto 
es que hacia finales del primer se-
xenio a cargo del Partido Acción 
Nacional (pan), múltiples fuentes de 
conflicto y violencia confluyeron, 
amén de un debilitamiento institu-
cional, frente a la cuestionada vic-
toria electoral de Felipe Calderón, 
quien inauguró su sexenio (2006-
2012) con una serie de medidas 
tendientes a militarizar la seguri-
dad pública, apoyadas por el go-
bierno estadounidense a través de 
la Iniciativa Mérida (2008), la cual 
contemplaba dos mil quinientos mi-
llones de dólares de “apoyo”. Hacia 
2015 se entregaron mil quinientos 
millones, destinados a equipamien-
to y entrenamiento militar y policial 
en materia de combate anti-drogas 
(Ribando y Finlae, 2016). Durante 
ese sexenio, la seguridad pública en 
múltiples municipios quedó en ma-
nos de militares; y, en muchos casos, 
se dio la destitución de práctica-
mente todo el personal, por su pre-
sunta colaboración con el crimen 
organizado (Moloeznik y Suárez de 
Garay, 2012). 

La denominada guerra contra el 
narcotráfico exacerbó la violencia 
y agudizó la crisis en derechos hu-
manos en México (Pereyra, 2012); 
lo que ha supuesto el homicidio de 
más de 200 mil personas entre 2006 
y 2017, y el hallazgo de un núme-
ro indeterminado de restos de víc-
timas mortales en las más de 1 588 
fosas clandestinas, ubicadas en todo 
el país (hasta noviembre de 2017) 
(García y Keller, 2017).6 A princi-
pios de 2019, representantes de la 
actual administración federal reco-
nocieron la existencia de más de 40 
mil casos denunciados por desapari-
ción o no localización de personas 
(Redacción, 2019). Las entidades 
con mayor incidencia de desapa-
rición son: Jalisco, Tamaulipas, 
Chihuahua, Coahuila, Colima, 
Guerrero, Michoacán, Nuevo León, 
Puebla, Sinaloa y Veracruz, sin que 
su enumeración signifique un or-
den de tipo cuantitativo, puesto que 
el descabezamiento de los diversos 
grupos criminales ha estimulado su 
fragmentación e incursión en otras 
actividades como el secuestro, ex-
torsión, etcétera (Piñeyro, 2012). 
Así, las cifras son inestables, como 
lo es la propia dinámica delictiva. 

Además, el actual contexto so-
ciopolítico y económico es muy 

6 Es necesario señalar que en los últimos seis meses se 
registraron 222 nuevas fosas, halladas principalmente en 
Colima, Sinaloa, Sonora, Veracruz, Guerrero y Nayarit 
(Muñoz y Urrutia, 2019). 
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distinto al de las décadas de los 70 
y 80. El desmantelamiento del in-
cipiente Estado de bienestar y sus 
organismos represivos se combinó 
con el desarrollo de redes de ne-
gocios trasnacionales, tanto legales 
como ilegales (Friman y Andreas, 
1999), en muchas de las cuales los 
agentes de la represión que per-
manecen impunes se insertaron.7 
La globalización “neoliberal” de la 
economía mundial tiene un impac-
to en la desaparición de personas, 
pues ha diversificado los motivos y 
actores implicados en su comisión. 
Si la desaparición forzada pretendía 
encubrir la participación de agen-
tes estatales en la detención ilegal, 
tortura y potencial ejecución de 
personas opositoras al régimen po-
lítico, actualmente las desaparicio-
nes pueden, también, tener fines 
de apropiación de los cuerpos vi-
vos despojados de cualquier huma-
nidad —y, por ende, despojados de 
personalidad jurídica—; es decir, su 
sustracción con fines de esclavitud: 
sea para trabajo agrícola, profesio-
nal o sexual.  

7 En México, hubo al menos dos casos muy sonados: uno, 
en la década de los 80, cuando el extitular de la dfs (Mi-
guel Nazar Haro) fue acusado, en Estados Unidos, de 
pertenecer a una red de traficantes de automóviles ro-
bados en ese país y comercializados en México (véase 
Rodríguez, 1982). Varias décadas después, el exmarino 
argentino Miguel Ángel Cavallo, fue detenido por milita-
res en Cancún, luego de ser reconocido como torturador 
en la esma; se supo, también, que pertenecía a una red in-
ternacional de tráfico de vehículos robados, y había sido 
puesto a cargo del fallido Registro Nacional de Vehícu los. 
(véase (Aranda y Castillo, 2003) Drüssel, 2003).

Esta diversidad de motivaciones, 
igualmente, está regionalizada y se 
vincula con antiguas prácticas de-
lictivas; desde la década de los 70, 
en Sinaloa, ya se registraban de-
nuncias periodísticas por desapari-
ción con fines de trabajo agrícola 
(esclavo) en campos de producción 
de estupefacientes; y esto es, ac-
tualmente, denunciado como una 
de las razones por las que desapa-
recen hom bres en edad producti-
va (15-40 años) en Sinaloa. Por su 
parte, Puebla y Tlaxcala se han 
constituido, a lo largo de décadas, 
en corredores de “enganche” y se-
cuestro de mujeres, con fines de ex-
plotación sexual. Puebla es un caso 
atípico donde hasta 2018 era más 
alta la proporción de mujeres re-
portadas como desaparecidas que 
hombres.8 Otro ejemplo, vinculado 
con el perfil de los desaparecidos, 
está documentado por las denun-
cias de desaparición de profesionis-
tas en zonas geográficas controladas 
por los Zetas, particularmente inge-
nieros que, quizás, son obligados a 
construir redes de telecomunicacio-
nes clandestinas que han sido ha-
lladas en Coahuila, Nuevo León, 
Tamaulipas y Veracruz (Redacción, 
2011a; Redacción 2012). 

8 El caso poblano guarda, además, fuertes similitudes con 
el de Ciudad Juárez, en cuanto a la relación entre el es-
tablecimiento de fábricas maquiladoras de textiles y los 
municipios donde más desaparecen mujeres, tal como 
ocurre en Tehuacán (Argüello, 2018a).



IN
A

C
IP

E 
 • 

 2
01

9 
• R

EV
IS

TA
 M

ex
ic

an
a 

de
 C

ie
nc

ia
s 

Pe
na

le
s 

• N
úm

. 8

18

• Desaparición de personas en México: las organizaciones de familiares
Libertad Argüello Cabrera

Desde los enfoques más críti-
cos de la globalización se consi-
dera que a partir del Consenso de 
Washington asistimos a un paula-
tino desmantelamiento del Estado, 
y una creciente acumulación de 
poder supranacional por parte de 
grandes corporaciones trasnacio-
nales (Martínez y Reyes, 2013), que 
organizan nuevos procesos de ex-
tracción de riquezas, combatiendo 
las expresiones de resistencia social 
(Lemus, 2018; Salazar, 2009). La 
trasnacionalización de los intere-
ses económicos también ha com-
plejizado las redes delictivas; de 
modo que los sujetos de la desapa-
rición dejaron de ser exclusivamen-
te “opositores políticos”, para ser 
opositores económicos; o de pla-
no, sujetos-mercancía (para trabajo 
como esclavo). Por ejemplo, la ofen-
siva contra defensores de la tierra y 
el medio ambiente involucra tanto 
a agentes estatales como a agentes 
empresariales no estatales; donde la 
violencia tiende a ejercerse de forma 
directa (asesinando o desaparecien-
do a líderes sociales) e indirecta (por 
la vía de una creciente criminalidad 
común y la inacción de las instan-
cias gubernamentales) para desalo-
jar los territorios de donde se quiere 
extraer recursos (Mastrogiovanni, 
2014). Tal es el modelo de despo-
jo que diversas organizaciones han 
denunciado en Colombia (Celis y 
Aierdi, 2015). 

A ello debe sumarse la continua 
desaparición de personajes vincu-
lados con la defensa y el ejercicio 
de derechos humanos: periodistas, 
defensores del medio ambiente y 
miembros de organizaciones socia-
les que, a lo largo y ancho del país, 
están permanentemente amena-
zados por criminales —algunos, al 
servicio de empresarios, y otros co-
ludidos con autoridades de los tres 
niveles de gobierno—. En este sen-
tido, las problemáticas y dinámicas 
de las violencias en México implican 
la participación de una diversidad 
de agentes con intereses igualmente 
diversos, y tienen lugar en el mar-
co de una nueva oleada de políti-
cas extractivas, promovidas por las 
reformas estructurales, impulsadas 
durante la administración de Felipe 
Calderón Hinojosa y Enrique Peña 
Nieto (Cárdenas, 2016).  

V. LA “DESAPARICIÓN 
COMETIDA POR 
PARTICULARES” Y 
LAS LUCHAS DE LOS 
FAMILIARES HOY 

Las dinámicas de violencia criminal 
son inestables y se conjugan con las 
estrategias gubernamentales para, 
presuntamente, combatirlas; de esta 
forma, aunque las tasas de homi-
cidios se hayan ido modificando, 
la constante es que los momentos 
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de mayor algidez coinciden con la 
realización de “operativos conjun-
tos” entre el gobierno federal y los 
gobiernos estatales (Atuesta y Pon-
ce, 2016). La zozobra producida 
por virtuales estados de guerra, re-
gistrados en múltiples regiones del 
país, constituyen condiciones de 
seguridad notoriamente precarias 
para quienes buscan a sus familia-
res desaparecidos. También, existe 
una crisis muy profunda en mate-
ria forense: el déficit en la identi-
ficación de más de 26 mil cuerpos 
en todo el país da cuenta de la in-
certidumbre que los familiares de 
estos nuevos desaparecidos enfren-
tan. A diferencia de la década de 
1970, las dinámicas actuales de vio-
lencia constantemente transforman 
los entornos sociales. Y aunque en 
apariencia haya más atención me-
diática, la calidad de su cobertura 
es cuestionable (Comaroff y Coma- 
roff, 2006). Por ejemplo, durante el 
sexenio de Felipe Calderón, tendió 
a centrarse en episodios de violen-
cia y a encubrir que las víctimas di-
rectas tenían una gran diversidad 
de orígenes, actividades socioeconó-
micas y ubicación geográfica, pero 
compartían rangos de edad (que os-
cilan entre los 14 y 45 años). 

Entre 2006 y 2019, en México, 
se han vivido dinámicas de vio-
lencia poco vistas anteriormente: 
hasta 2011, la cobertura mediá-
tica de los excesos cometidos por 

organizaciones criminales, como 
el hallazgo de cuerpos colgados en 
puentes peatonales en Tijuana, o de 
cuerpos descuartizados en distintos 
hechos de violencia en Acapulco, 
o de los 72 cuerpos amontonados 
en San Fernando, Tamaulipas, así 
como los constantes ataques arma-
dos contra bares y jóvenes (Reguillo, 
2012), produjo un estado de zozobra 
y terror en diversos puntos de la geo-
grafía nacional. La gran tendencia a 
criminalizar a las víctimas era adu-
cida por las autoridades como razón 
para no investigar ni sancionar los 
delitos (Shirk y Wallman, 2015). 

Desde Tijuana, pasando por Ciu-
dad Juárez, Cuernavaca, Acapulco, 
la Ciudad de México, Tampico, 
Jalapa, hasta Cancún, los mexica-
nos atestiguaron —y continúan pa-
deciendo— el curso de una guerra 
no convencional, en la cual no hay 
fronteras claras entre delincuentes y 
representantes del Estado; máxime, 
porque el tráfico ilegal de armas ali-
menta las disputas entre agentes de-
lictivos, cada vez más atomizados.9

Fue en tal contexto que la 
Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (coidh) emitió, en 2009, 

9 Existe una correlación entre la regulación de armas en 
diversos estados fronterizos de la Unión Americana y un 
aumento exponencial de los homicidios por arma de fue-
go en los estados fronterizos mexicanos; al desregularse 
la venta de rifles de asalto en 2004 en Texas, Arizona y 
Nuevo México, el porcentaje de homicidios con armas 
de fuego se incrementaron en 60% en estados como 
Tamaulipas, Nuevo León y Chihuahua (Dube, Dube y 
García-ponce, 2013). (Ver también Oramas, 2018).  
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una sentencia condenatoria al 
Estado mexicano por el caso 
Rosendo Radilla Pacheco, un cam-
pesino guerrerense desaparecido 
en 1974, en Atoyac de Álvarez 
(Dutrénit y Varela, 2015), cuyos fa-
miliares —apoyados por la Comisión 
Mexicana de Defensa y Promoción 
de los Derechos Humanos (cm-
dpdh)— interpusieron quejas ante 
la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos (cidh) debi-
do a la inacción, lentitud y franco 
desinterés de las autoridades mexi-
canas para indagar la denuncia por 
su desaparición, presentada y rati-
ficada ante la femospp (Argüello, 
2018). Este caso se vincula con 
la Asociación de Familiares de 
Detenidos Desaparecidos Políticos 
de México (afadem), con una pre-
sencia histórica en Guerrero, cuya 
acción fue crucial para que la coidh 
sentenciara al Estado mexicano 
a reparar a las víctimas, así como 
a establecer una legislación real-
mente armónica con estándares 
internacionales en materia de desa- 
parición forzada (coidh, 2009; 
Gómez-Robledo, 2011). Esto últi-
mo, revela fuertes resistencias ins-
titucionales para enfrentar una 
problemática que tenía décadas 
ocurriendo en el país, pero que ha 
mutado vertiginosamente.  

La mutación de este fenómeno 
solo se expresó en términos cuan-
titativos, pues cualitativamente 

hablando, la categoría de levan-
tón entraña una zona gris mucho 
más ambigua que la de desapare-
cido; precisamente, por la aparente 
apoliticidad de las víctimas de le-
vantones,10 y su consecuente deslo-
calización del interés represivo del 
Estado. Ello ha obstaculizado la or-
ganización de los familiares de de- 
saparecidos porque, primeramen-
te, han tenido que emprender otro 
proceso de transformación episte-
mológica: dotar a los levantados de 
un estatuto de víctimas de desapari-
ción. Así como los familiares —en la 
década de los 70— tuvieron, prime-
ro, que concebir la posibilidad de la 
desaparición forzada y enfrentar a 
los servidores públicos que negaban 
su existencia o abiertamente los in-
timidaban para evitar dar curso a 
las denuncias, los familiares de hoy, 
han enfrentado innumerables tra-
bas institucionales (Villarreal, 2014), 
sociales y criminales.11

De cara esta situación, en 2011 
comenzó una oleada de protestas 
ciudadanas en contra de la violencia 

10 Está bastante bien documentada la forma en cómo 
los medios de comunicación legitiman guerras, median-
te alusiones a la seguridad nacional, la configuración de 
enemigos internos —narcotraficantes, delincuentes, se-
cuestradores, asaltantes, etc.—, con lo cual se busca justi-
ficar la política anti-drogas de Estados Unidos y México 
(Mercille, 2014).
11 Un caso muy sonado de atentados contra familiares 
que buscaban desaparecidos fue el de don Nepomuceno 
Moreno, quien localizó a los responsables de la desapa-
rición de su hijo Jorge Mario Moreno, sin que las auto-
ridades dieran seguimiento al caso, y fue asesinado, en 
noviembre de 2011, en Sonora (Redacción, 2011b).  
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en México, producida por la gue-
rra contra el narcotráfico; lo cual 
dio pie al Movimiento por la Paz 
con Justicia y Dignidad en México, 
convocado por el poeta Javier 
Sicilia tras el asesinato de su hijo en 
Cuernavaca (Morelos). Múltiples 
familiares —que actualmente par-
ticipan en colectivos— reconocen 
que, gracias a esta convocatoria, fue 
como entraron en contacto y pudie-
ron reconocerse como semejantes, 
como víctimas (Ceccon, Argüello y 
Salas, 2019); y así emprendieron el 
tejido de redes de vínculos informa-
les fuertes (McAdam,1993), que son 
la base para construir significados 
colectivamente construidos, sobre 
las problemáticas comunes, dando 
paso a reconocer la necesidad de 
organizarse (Melucci, 1999). Ello 
es una condición necesaria para 
diseñar estrategias de acción —y 
comunicación— orientadas a cons-
tituirlas en demandas y protestas 
para su resolución (Tilly y Tarrow, 
2006).

No obstante, como ya se vio arri-
ba, los procesos organizativos no 
ocurren en el vacío, sino con rela-
ción a su ‟ambiente” específico. 
Señalaré cuatro aspectos que resul-
tan relevantes porque son factores 
que se han transformado sustancial-
mente con relación a las décadas 
de los 70 y 80, pues influyen en sus 
procesos organizativos y su capaci-
dad de incidencia. En primer lugar, 

la apertura política-partidaria con-
solidada configuró un sistema de 
partidos más plural, que garantiza 
la no existencia de bloques monolí-
ticos de las élites políticas y abre la 
posibilidad de hallar aliados en esos 
sectores (Favela, 2002). En segunda 
instancia, hay una paulatina apertu-
ra de los medios de comunicación 
que no existía en la década de los 
70, pues el Estado mexicano usaba 
su monopolio sobre la distribución 
de insumos como medio para cen-
surar a la prensa (Rodríguez, 2007). 
Ello imposibilitó ocultar la grave-
dad de esta problemática y otras 
que le son concomitantes, como lo 
es la debilidad institucional en ma-
teria forense.12

Un tercer aspecto sobresaliente 
es la progresiva actualización y ar-
monización de las leyes en materia 
de derechos humanos, acordes con 
los estándares internacionales, don-
de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación ha jugado un papel cen-
tral (Dutrénit y Varela, 2015), al ad-
quirir relativa autonomía del Poder 
Ejecutivo y comenzar a romper 
inercias de la impunidad. Sin em-
bargo, ello es parte de la paulati-
na transformación de un régimen 
profundamente presidencialista ha-
cia una mayor división de poderes 

12 No sobra recordar el escándalo que provocó, en Ja-
lisco, la circulación de tráileres con contenedores refri-
gerados que transportaban cadáveres que no podían 
almacenarse en la morgue por falta de infraestructura. 
(Véase Marcial, 2018).
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(Favela, 2002; Woldenberg, 2012). 
Por último, existe otro aspecto: la 
consolidación de organizaciones de 
la sociedad civil, orientadas a la de-
fensa de derechos humanos y el for-
talecimiento de la ciudadanía, han 
sido un factor muy relevante, por el 
acompañamiento y visibilidad que 
han logrado aportar a las nuevas or-
ganizaciones de familiares en toda 
la geografía nacional. Esta situación 
era muy incipiente en la década de 
los 70 y 80.  

La articulación de estos factores, 
y la fuerte atención internacional 
que sobre México acentuó la desa-
parición de los 43 estudiantes de la 
Escuela Normal Rural “Raúl Isidro 
Burgos” de Ayotzinapa (26 de sep-
tiembre de 2014), permite com-
prender cómo es que, entre 2012 y 
2015, se conformaron las Redes de 
Enlaces Nacionales. Dichas redes se 
conformaron a través de diversos 
foros celebrados en estados como 
Coahuila, Veracruz, Ciudad de 
México, Sinaloa, Chihuahua, 
Michoacán, Jalisco, Nuevo León y 
Guerrero. Tales foros fueron orga-
nizados por colectivos de familia-
res y organizaciones de la sociedad 
civil (osc) con larga trayectoria de 
acompañamiento a organizaciones 
sociales, como serapaz o el Centro 
Diocesano para los Derechos 
Humanos Fray Juan de Larios, 
A.C. (Coahuila). Ello ocurrió mien-
tras otros colectivos de familiares 

comenzaban a encabezar el rastreo 
de fosas clandestinas en diversos es-
tados,13 estimulados por la gran pu-
blicidad que se dio a los hallazgos en 
Iguala, sucedidos a raíz de la bús-
queda de los normalistas desapare-
cidos (Sánchez y Rangel, 2017). 

El caso de los 43 normalistas mo-
dificó la estructura de oportunida-
des políticas en su vertiente más 
coyuntural porque, además de la 
atracción de la atención internacio-
nal, las múltiples y nutridas mues-
tras de solidaridad (en México y 
otros países) facilitaron la organiza-
ción de otros colectivos de búsque-
da. Ciertamente, este caso tuvo gran 
resonancia por tratarse de una des-
aparición masiva a manos de agen-
tes del Estado, en la que confluyó 
el carácter político de las acciones 
de los normalistas frente a un ope-
rativo policial inusitado e inexpli-
cable en términos políticos; lo cual 
evidenció los vasos comunicantes 
entre los agentes institucionales y 
los diversos grupos criminales (giei, 
2015 y 2016). Todo ello facilitó que 
varias organizaciones de la socie-
dad civil obtuviesen financiamiento 
para realizar proyectos de fortaleci-
miento organizacional de los fami-
liares de desaparecidos de la última 

13 Comisión Nacional de Derechos Humanos (2017). El 
Informe Especial de la Comisión Nacional de Derechos Humanos 
sobre Desaparición de Personas y Fosas Clandestinas en México da 
cuenta de un alto número de fosas clandestinas en todo el 
país. (Ver http://www.cndh.org.mx/sites/all/ doc/Infor 
mes/Especiales/InformeEspecial_20170406. pdf).
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década. Esto era necesario, pues al 
diversificarse las fuentes de la desa-
parición, quedaron  fuera de la ori-
ginal sedimentación discursiva de 
la desaparición forzada (Robledo, 
2016) y, simultáneamente, deslegiti-
mados como víctimas.14

A la conmoción nacional e inter-
nacional —producida por la desa- 
parición de los normalistas— le su-
cedió una serie de cuestionamientos 
y exigencias para atender a las vícti-
mas de diversas formas de violencia; 
de lo cual se derivó la creación de 
la Comisión Ejecutiva de Atención 
a Víctimas (2015) y la promulga-
ción de la Ley General de Víctimas 
(2017).15 El año 2015 marcó un par-
teaguas en materia de desaparicio-
nes en México, porque emergió a 
la luz pública el Movimiento por 
Nuestros Desaparecidos en México 
(mndm) como una plataforma com-
puesta por 35 colectivos de fami-
liares y más de 70 organizaciones 
de la sociedad civil de todo el país; 
misma que está orientada a impul-
sar transformaciones instituciona-
les y jurídicas que encauzaran la 
búsqueda de los desaparecidos y 

14 Miembros de ccc, fundar y serapaz comentaron —en 
un Grupo de Enfoque, realizado el 22 de no viembre de 
2018, en la Ciudad de México, por la autora y otras in-
vestigadoras— que, gracias a ese caso, se abrieron puer-
tas para obtener financiamiento internacional, que antes 
estaban cerradas, debido al fuerte estigma que pe saba en 
torno a los desaparecidos, ligados al crimen organizado.
15 La ceav tuvo su antecedente con la creación de pro-
victima (Procuraduría Social de Atención a las Víctimas 

frenaran la impunidad (Centro de 
Colaboración Cívica, 2018).

Entre 2015 y 2016, las familias 
participantes fueron construyen-
do, junto con las organizaciones 
defensoras de derechos humanos, 
una iniciativa de ley a partir de sus 
experiencias en la búsqueda y los 
obstáculos institucionales enfrenta-
dos cotidianamente; siempre, con 
asesoría de expertos en materia 
de derechos humanos y sus diver-
sos instrumentos internacionales. 
Dicho proyecto fue cabildeado con 
legisladores federales entre 2016 y 
2017; ello resultó en la Ley General 
en Materia de Desapariciones For- 
zadas y Desapariciones Cometidas 
por Particulares, que fue publicada 
en noviembre de 2017 (dof, 2017).

Tal ley general se plantea como 
un medio para organizar los proce-
sos de búsqueda, esclarecimiento y 
sanción de desapariciones forzadas 
y cometidas por particulares (Art. 
2). Ello implica que se disponga la 
creación de la Comisión Nacional 
de Búsqueda, las comisiones locales, 
el Sistema Nacional de Búsqueda, 
el Registro Nacional de Personas 
Desaparecidas o No Localizadas, el 
Banco Nacional de Datos Forenses 
y el Registro Nacional de Fosas 
Comunes y Clandestinas.

de Delitos) en 2012, pero fue hasta 2015 cuando se de-
nominó como actualmente lo hace e incluyó a víctimas 
de delitos del pasado. Por su parte, la Ley General de 
Víctimas se publicó en 2013, pero fue reformada en ene-
ro de 2017.  
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El proceso de implementación 
sigue en curso y revela las comple-
jidades de implementar una mis-
ma ley en contextos tan específicos. 
En cada entidad las correlaciones 
de fuerzas y las estructuras locales 
de oportunidades políticas son muy 
distintas entre sí: Coahuila es el es-
tado en donde más avance se regis-
tra en materia institucional; pero, 
también, donde la organización de 
colectivos de familiares está más 
estructurada. Un logro del mndm 
ha sido la capacitación de familia-
res en materia forense, y una co-
laboración mutua más horizontal 
mediante la Brigada Nacional de 
Búsqueda de Desaparecidos, que 
inició en Veracruz en abril de 2016 
(Redacción, 2016); la cual, has-
ta abril de 2019, ha tenido cinco 
convocatorias en distintos estados: 
Sinaloa, Guerrero, Michoacán (Pa- 
redes, 2019).

No obstante, el gran logro del 
mndm es el reconocimiento de la fi-
gura de la desaparición cometida 
por particulares (Robledo, 2016). 
Si bien esto fue objeto de disputas 
con algunos colectivos que adver-
tían el riesgo de diluir la responsabi-
lidad del Estado mexicano a través 
de ese concepto, esta figura dotó a 
los levantados de un estatuto de víc-
timas de desaparición y, al hacerlo, 
contribuyó a una nueva transfor-
mación epistemológica en torno a 
este fenómeno: legitimó a quienes, 

al ser levantados eran automática-
mente señalados como crimina-
les (Valdés, 2012; Reveles, 2011). 
Este proceso ha sido fundamental 
para desmantelar el discurso oficial 
que intentaba justificar la renuncia 
del Estado a buscarlos y castigar a 
los responsables, bajo la lógica de 
que eran “ajus tes de cuentas en-
tre criminales”. La ley general y el 
proceso de transformación episte-
mológica obligan a las autoridades 
a aceptar la activa participación 
de los familiares en los procesos de 
búsqueda e investigación: el lema 
#SinLasFamiliasNo refleja la so-
fisticación del instrumento jurídico 
logrado, que es reconocido por ex-
pertos nacionales e internacionales 
como poderoso, innovador y como 
modelo para otros contextos, por-
que recoge las voces y demandas de 
las víctimas.16

VI. APUNTES FINALES 

El enfoque de la estructura de 
oportunidades políticas permite 
ponderar la importancia de la re-
lación entre las organizaciones de 
familiares y las estructuras políti-
cas como medio de visibilizar deli-
tos de lesa humanidad y su enorme 

16 Entrevista telefónica sostenida por la autora con Alán 
García Campos, representante de la Oficina de la Alta 
Comisionada para los Derechos Humanos de la onu en 
México, celebrada el 21 de enero de 2019.
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contribución para denominarlos y, 
por ende, hacerlos existir como ta-
les. En esta ponderación es posible 
aprehender las dinámicas y condi-
ciones en que agentes sociopolíticos, 
muy asimétricos, se interrelacionan 
y diseñan estrategias de acción en 
relación con las condiciones políti-
cas existentes; pero, al hacerlo, tam-
bién llegan a modificarlas. El arco 
temporal facilita la comprensión de 
la diversidad de procesos de escala 
mundial, nacional, estatal y micro-
social que confluyen en la confi-
guración de las desapariciones en 
México, y trascender las visiones 
normativas del derecho para dar 
cuenta de cómo los conceptos ju-
rídicos relativos a estos delitos tie-
nen siempre una dimensión socio y 
geopolítica.  

Por ejemplo, si la desaparición 
forzada es un concepto tan fuerte-
mente asociado con el concep to de 
oposición política es porque, en su 
dimensión fenomenológica,  se con-
virtió en una práctica represiva de 
control político en un entorno inter-
nacional marcado por el anticomu-
nismo y la intervención de Estados 
Unidos en América Latina, me-
diante la Operación Cóndor; esta 
fue tipificada como tal gracias a la 
persistente denuncia de las organi-
zaciones de familiares y sus aliados 
en América Latina ante la deno-
minada comunidad internacional. 
Si, inicialmente, la agrupación de 

familiares más visible en México se 
alió con un partido político recién 
legalizado fue porque el acceso a 
medios de comunicación —que los 
partidos políticos tenían— era una 
vía eficaz de romper el silencio me-
diático. En ese sentido, se abrieron 
oportunidades políticas, a pesar de 
la represión en curso. Ello se debió, 
también, a coyunturas internacio-
nales que dieron gran relevancia a 
la promoción de los derechos hu-
manos a nivel mundial, pues gene-
raron presiones políticas hacia el 
Estado mexicano, en torno a la des-
aparición de personas.  

Por otro lado, el concepto de 
desaparición forzada —con toda 
su carga político-ideológica relati-
va a la Guerra Fría— no alcanza-
ba a describir o tipificar lo que se ha 
masificado durante la última déca-
da, puesto que no contemplaba la 
acción con fines aparentemente no 
“políticos” de agentes no vincula-
dos, supuestamente, con el Estado.  
Ello se debe a que las economías 
(internacional y nacional) se globa-
lizaron bajo una lógica de libre mer-
cado y un sostenido adelgazamiento 
del Estado como rector de la eco-
nomía y la sociedad. Este cambio 
de paradigma económico-político e 
ideológico ha producido fenómenos 
que, al conjuntarse, han dado paso a 
la desaparición cometida por parti-
culares: 1) mediante la transferencia 
de prácticas y “recursos” humanos 
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empleados en el ámbito público 
para cometer actos ilegales, con fi-
nes represivos al sector privado del 
llamado crimen organizado; 2) la 
mayor complejidad de las redes cri-
minales, en su dimensión trasnacio-
nal, ha supuesto la adición de nuevos 
motivos para la desa parición —en 
algunos casos, como mano de obra 
esclava—, además de los abierta-
mente políticos; 3) frente a una nue-
va oleada extractivista, por parte de 
empresas trasnacionales, resulta sig-
nificativa la confluencia de múltiples 
formas de violencia como mecanis-
mo de terror y control social y la ma-
sificación de las desapariciones; 4) 
la acción colectiva de los familiares 
y osc, en el mndm, han sido deter-
minantes para la nueva transfor-
mación epistemológica que permite 
concebir a las víctimas de desapari-
ción por particulares como desapare-
cidos; por lo cual, el Estado también 
tiene una responsabilidad en térmi-
nos de omisión o impunidad.  

Sin embargo, la justicia no es 
solo un problema de las leyes o de su 
aplicación, sino también de la fuer-
za y legitimidad de quienes la de-
mandan. En este sentido, resulta 
necesario fortalecer los procesos 
organizativos de los familiares a 
nivel local-estatal: no solo porque 
en cada entidad hay problemáti-
cas específicas, sino porque en la 
medida en que los familiares ten-
gan más presencia local, pueden 

tener más fuerza para legitimar a 
sus desaparecidos, así como lograr 
la consolidación de sus vínculos per 
sonales-organizativos; lo cual permi-
tirá trascender las coyunturas y con-
solidar relaciones de apoyo mutuo. 
Pero eso pasa por legitimar la ac-
ción punitiva del Estado contra los 
perpetradores, con todo el proceso 
de indagación que implica, puesto 
que ello suele ser un punto de dis-
puta: obtener los restos se ha llega-
do a concebir como algo opuesto a 
buscar castigo a responsables. Para 
ello, la acción de las instituciones y 
agentes que apoyan no puede se-
guir siendo generalizadora, sino 
que debe contemplar necesidades, 
dificultades, potencialidades y ca-
pacidades específicas que las or-
ganizaciones tienen en su entorno 
cotidiano.
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Enforced disappearance

Communicative network

Lack of information

Abstract. By understanding the di-
sappearance of  people as the ampu-
tation of  a communicative network, 
it is possible to better understand 
the damages of  the victims and the 
principles of  solidarity of  the move-
ment of  missing relatives in Mexico, 
as well as the obligations of  the Sta-
te. Thus, this article problematizes 
the situation of  the subject who lac-
ks information on the whereabouts 
of  a person and places family mem-
bers at the conceptual core.

Desaparición forzada

Red comunicativa

Falta de información

Resumen. Cuando entendemos la 
desaparición de personas como el 
cercenamiento de una red comuni-
cativa es posible comprender me-
jor las afectaciones de las víctimas 
y los principios de solidaridad del 
movimiento de familiares desapare-
cidos en México, así como las obli-
gaciones del Estado. Es así que el 
presente artículo problematiza la si-
tuación del sujeto que carece de in-
formación sobre el paradero de una 
persona y pone en el centro del es-
fuerzo conceptual los familiares.
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SUMARIO:

I. Introducción. II. La desaparición 
es violencia encaminada a cerce-
nar la comunicación de una red 
humana, y el derecho internacio-
nal de los tratados es insuficien-
te para entender la problemática 
mexicana. III. La desaparición vio-
la muchos derechos de muchas 
personas. IV. La desaparición es 
un delito permanen te que se sigue 
consumando mientras el desapa-
recido no aparezca, para lo cual no 
obsta que los perpetradores hayan 
sido condenados y purguen penas.
V. Conclusiones. VI. Fuentes de 
consulta.

I. INTRODUCCIÓN

La desaparición de personas pre-
senta un reto dramático para las 
instituciones del Estado mexicano 
y las normas jurídicas. El desapa-
recido, aunque haya fallecido, no 
está jurídicamente muerto y, aun-
que esté vivo, no se encuentra pre-
sente para nombrar representantes 
o ejercer sus derechos. La ausencia 
de cuerpo es, con frecuencia, parte 
del cuerpo del delito; pues la prin-
cipal y, a veces, la única huella que 
dejan los victimarios, es el vacío y 
la incertidumbre en la vida de los 
familiares de sus víctimas. Quie-
nes son legalmente responsables 

de prevenir, investigar y sancionar 
las violencias más extremas son, en 
ocasiones, también los que la ejer-
cen y encubren. Las agencias con 
fe pública mienten, los responsables 
de esclarecer los hechos simulan, los 
registros no registran. Los civiles se 
disfrazan de policías (Reina, 01 de 
mayo de 2018); agentes de la ley re-
ciben órdenes de criminales (Niño 
de Rivera Cover, 4 de septiembre 
de 2018); marinos acusan a delin-
cuentes de clonarlos (Raphael, 13 de 
agosto de 2018); soldados realizan 
detenciones en vehículos que han 
“asegurado” a grupos criminales,1 
y el entrecruzamiento de conduc-
tas, disfraces y cadenas de mando 
desdibuja en la realidad la crucial 
distinción legal entre policías y la-
drones, entre funcionarios públi-
cos y particulares, entre víctimas y 
victimarios. En este contexto, los 
conceptos tradicionales de desapa-
rición —parcialmente positivizados 
en convenciones y leyes— requieren 
revisión crítica que nos ayude a en-
tender lo que ocurre y a actuar en 
consecuencia.

1 Es lo que, aparentemente, ocurrió en la desaparición de 
Nitza Paola, José Ángel y Rocío Irene Alvarado en 2009; 
pues sus familiares reconocieron el vehículo en el que se 
los llevaron como uno que estuvo bajo custodia del Ejér-
cito, por motivo de una investigación criminal. (Corte 
idh, 28 de noviembre de 2018).
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II. LA DESAPARICIÓN ES 
VIOLENCIA ENCAMINADA 
A CERCENAR LA 
COMUNICACIÓN DE 
UNA RED HUMANA, Y EL 
DERECHO INTERNACIONAL 
DE LOS TRATADOS 
ES INSUFICIENTE 
PARA ENTENDER LA 
PROBLEMÁTICA MEXICANA

La desaparición es una de las co-
sas más atroces que los seres huma-
nos hemos aprendido a hacernos. 
Consiste en cercenar —en forma 
violenta y total, temporal o perma-
nentemente— los vínculos comu-
nicativos de una red de interacción 
humana. Aísla a uno o varios de 
los miembros (o nodos) de la red,  
impidiendo que se comuniquen con 
el resto; y, simultáneamente, evita 
que el resto obtenga información 
sobre el paradero o destino de los 
nodos aislados. La desaparición es 
una técnica propicia para ejercer 
violencia extrema minimizando 
la resistencia y las probabilidades 
de penalización (legal o extralegal) 
para los perpetradores. La persona 
desaparecida no puede pedir ayuda, 
no tiene forma de hacer valer nin-
guno de sus derechos y no dispone, 
en general, de ningún medio para 
moderar la violencia que sobre ella 
ejercen sus victimarios.

Hay dos convenciones interna-
cionales firmadas y ratificadas por 

México, dedicadas específicamente 
a la materia: la Convención Inter-
americana sobre Desaparición 
Forzada de Personas (cidfp, adop-
tada en 1994) y la Convención 
Internacional para la Protección de 
todas las Personas contra las Desapa- 
riciones Forzadas (cippdf, redacta-
da y firmada en 2006, en vigor des-
de 2010). A estas, puede sumarse el 
Estatuto de Roma de la Corte Penal 
Internacional (adoptado en 1998). 
Las definiciones jurídicas provenien-
tes de estos documentos —que han 
sido fuente e, incluso, referente para 
control de convencionalidad de la ti-
pificación penal mexicana (Primera 
Sala de la scjn, “Resolución del 
Amparo Directo en Revisión 
3165/2016)— son las siguientes:

ARTÍCULO II. Para los efectos de la pre-
sente Convención [Interamericana], se 
considera desaparición forzada la priva-
ción de la libertad a una o más personas, 
cualquiera que fuere su forma, cometida 
por agentes del Estado o por personas o 
grupos de personas que actúen con la au-
torización, el apoyo o la aquiescencia del 
Estado, seguida de la falta de información 
o de la negativa a reconocer dicha priva-
ción de libertad o de informar sobre el 
paradero de la persona, con lo cual se im-
pide el ejercicio de los recursos legales y 
de las garantías procesales pertinentes.

Artículo 2. A los efectos de la presente 
Convención [Internacional], se entende-
rá por “desaparición forzada” el arresto, 
la detención, el secuestro o cualquier otra 
forma de privación de libertad que sean 
obra de agentes del Estado o por personas 
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o grupos de personas que actúan con la 
autorización, el apoyo o la aquiescencia 
del Estado, seguida de la negativa a re-
conocer dicha privación de libertad o del 
ocultamiento de la suerte o el paradero de 
la persona desaparecida, sustrayéndola a 
la protección de la ley.

Artículo 7. Crímenes de lesa humanidad. 
1. A los efectos del presente Estatuto [de 
Roma], se entenderá por “crimen de lesa 
humanidad” cualquiera de los actos si-
guientes cuando se cometa como parte 
de un ataque generalizado o sistemático 
contra una población civil y con conoci-
miento de dicho ataque: […]
i) Desaparición Forzada de personas; […]
2. A los efectos del párrafo 1: […]
i) Por “desaparición forzada de personas” 
se entenderá la aprehensión, la detención 
o el secuestro de personas por un Estado 
o una organización política, o con su au-
torización, apoyo o aquiescencia, seguido 
de la negativa a admitir tal privación de 
libertad o dar información sobre la suerte 
o el paradero de esas personas, con la in-
tención de dejarlas fuera del amparo de la 
ley por un periodo prolongado. 

En estas definiciones es notoria la 
impronta del terrorismo de Estado 
perpetrado en América Latina en 
la segunda mitad del siglo xx: agen-
tes estatales (o particulares, de algún 
modo asociados con ellos) detenien-
do arbitrariamente y ocultando (por 
lo general, para torturar y asesinar, 
secreta e impunemente) a lo que sea 
que concibieran como adversarios 
políticos.2 El contexto mexicano 
contemporáneo está, sin embargo, 

2 Esta genealogía conceptual y las particularidades del 
contexto mexicano contemporáneo son exploradas en 

marcado por tres fenómenos distin-
tivos: 1) la dificultad para trazar una 
línea divisoria clara entre violencia 
estatal y privada en un escenario de 
violencia multidireccional y corrup-
ción; 2) la extendida incertidumbre 
sobre la identidad e intenciones de 
los perpetradores (a veces, incluso, 
sobre la comisión misma del deli-
to); y 3) la identificación y organi-
zación de las heterogéneas familias 
buscadoras a partir del sufrimiento 
causado por la ausencia de sus se-
res queridos (y no de la identidad de 
quienes fueron desaparecidos o las 
intenciones de quienes la provoca-
ron, lo cual a veces ignoran). 

Lo que une a los familiares en 
México no es un victimario común 
o un proyecto político compartido, 
sino el encuentro en el dolor y la va-
liente consigna “nos faltan a todos”; 
es decir, su disposición de buscar a 
todos los desaparecidos y no solo a 
los suyos, así como de construir un 
país en el que nadie desaparezca. El 
movimiento que encara al Estado, 
coloca el tema en la agenda públi-
ca y lucha por convertir en leyes e 
instituciones sus demandas; une, 
indistintamente, a los familiares de 
personas esclavizadas en cultivos de 
amapola en Guerrero (Noticieros 
Televisa, 15 de septiembre de 
2016), reclutadas forzadamente 

dos artículos de Carolina Robledo (2015: 89-108; 2016: 
9-114); y en dos artículos del libro de Javier Yankelevich 
(2017): Ansolabehere, Frey y Payne: 1-26 y Mata: 27-73.
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como sicarios en Jalisco (Guillén y 
Petersen, 4 de febrero de 2019), tor-
turadas hasta la muerte por policías 
en Coahuila (Quinto de Distrito en 
el estado de Coahuila de Zaragoza, 
con residencia en Monclova, 
“Sentencia del Juicio de Amparo 
Indirecto 320/2013), ejecutadas y 
ocultadas por soldados en Zacatecas 
(Espinosa, 2018), explotadas en re-
des de trata en Tlaxcala (cencos, 20 
de julio de 2018), disueltas en ácido 
por grupos delincuenciales rivales en 
Baja California (Nájar, 22 de agosto 
de 2014), masacradas e incineradas 
en su tránsito hacia Estados Unidos, 
en Tamaulipas (Aguayo, 2016), o 
halladas muertas en la vía pública y 
depositadas en morgues desborda-
das, sin posibilidad alguna de iden-
tificación (Martínez, 18 de enero de 
2019). 

Para ilustrar la diferencia pue-
de usarse la siguiente comparación: 
la Asociación Madres de Plaza de 
Mayo (de Argentina) escribe en su 
sitio web: “reivindicamos a nues-
tros 30,000 hijos desaparecidos sin 
hacer distinciones, reivindicamos su 
compromiso revolucionario y levan-
tamos esas mismas banderas de lu-
cha” (Asociación Madres de Plaza 
de Mayo, http://madres.org/in-
dex.php/consignas/). Nada seme-
jante puede uno encontrar en el 
sitio del Movimiento por Nuestros 
Desaparecidos en México, en el 
que se pide que en la ley sobre la 

materia “se amplíe el concepto de 
persona desaparecida”, “provea un 
enfoque diferenciado”, “atienda las 
desapariciones de personas migran-
tes” e “incluya todas las desapari-
ciones, las del pasado, presente y las 
que desgraciadamente puedan ocu-
rrir en el futuro” (Movimiento por 
Nuestros Desaparecidos en México, 
“Principios y características”, https: 
//sinlasfamiliasno.org/introduc 
cion/principios-y-caracteristicas/).

Si se admite la generalización de 
un lado, los “desaparecidos” son los 
que fueron victimados por una dic-
tadura a causa de su “compromiso 
revolucionario”. Del otro, desapare-
cidos son los que fueron, son y serán 
buscados (la apertura a la indetermi-
nación es significativa), sin importar 
quiénes eran (o serán) o qué causó (o 
causará) su ausencia. 

La matriz de la que provienen las 
normas (como el tipo penal federal 
original de 2001) y los conceptos que 
usamos en México (la misma pala-
bra “desaparecido”) emanan del de-
recho internacional de los derechos 
humanos, fuertemente influidas por 
las experiencias de la sangrienta re-
presión en América Latina (inclui-
da, por cierto, la mexicana) (Ovalle, 
2017) y eso permite comunicación 
y encuentros que atraviesan fronte-
ras y generaciones. Sin embargo, en 
nuestro país, el tema tiene su propia 
historia y desarrollo, vinculado con 
una de las aristas más dramáticas de 
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la escalada de violencia de las últi-
mas décadas. 

El derecho internacional es solo 
el basamento de un edificio con-
ceptual e institucional que estamos 
construyendo para pensar y atender 
una problemática con particulari-
dades. Por lo tanto, sirve, y mucho, 
pero no es suficiente. 

III. LA DESAPARICIÓN VIOLA 
MUCHOS DERECHOS DE 
MUCHAS PERSONAS

La desaparición, tal como se postu-
ló en el apartado anterior, cercena 
los vínculos comunicativos de una 
red, creando condiciones para ejer-
cer violencia sin resistencia sobre los 
nodos aislados. Examinemos, ahora, 
los efectos que esto puede generar 
en los involucrados.

Para los nodos aislados, la expe-
riencia puede involucrar cautiverio, 
abuso y explotación sexual, trabajo 
forzado, tortura física y sicológica, 
reasignación de identidad (en el caso 
de bebés robados o nacidos en cauti-
verio), mutilación y muerte violenta. 
Quienes sobreviven a la desapari-
ción cargan con todas las marcas de 
la violencia que padecieron, y regre-
san a sus vidas para descubrir que 
fueron despedidos de sus empleos 
(con la consecuente pérdida de an-
tigüedad y prestaciones), expulsados 
de sus escuelas, dados de baja por sus 

aseguradoras, considerados morosos 
y llevados a juicio por sus acreedo-
res, estigmatizados por sus vecinos, 
declarados en rebeldía por los jue-
ces, acusados de deserción por los 
fiscales militares, buscados hasta la 
enfermedad y la extenuación finan-
ciera por sus familiares y, ocasional-
mente, dados por muertos. Además, 
en los casos de desaparición forzada 
con fines de interrogatorio, las vícti-
mas emergen de los infiernos de la 
tortura para enfrentar procesos pe-
nales viciados y renovadas amena-
zas de violencia. 

Para la red que sufre la sustrac-
ción de sus nodos, la desaparición 
acarrea incertidumbre, culpa, mie-
do, estigmatización, pérdida de 
ingresos y prestaciones, empobre-
cimiento causado por los costos de 
la búsqueda, afectaciones a la sa-
lud física y mental, destrucción de 
proyectos de vida, desplazamiento, 
orfandad, amenazas de nuevas vio-
lencias e, incluso, extorsiones por 
parte de estafadores que simulan te-
ner en su poder a los desaparecidos. 
A lo anterior, se suma la revictimi-
zación por parte de funcionarios e 
instituciones que acusan a los fami-
liares de mentir, los responsabilizan 
por lo ocurrido y, en general, fallan 
en proveer reparaciones prontas, 
búsquedas efectivas, investigaciones 
diligentes y consecuencias penales 
para los responsables. Por si fuera 
poco, este listado se complementa 
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con un amplio rango de vulnerabi-
lidades y problemas legales vincula-
dos con la custodia de los hijos, el 
cobro de pensiones, la reclamación 
de seguros de vida y de ahorros para 
el retiro, la administración y conser-
vación del patrimonio de la persona 
desaparecida, la representación le-
gal del que falta, la acreditación de 
la calidad de víctima indirecta, en-
tre otros. 

La idea de que la desaparición 
victimiza a comunidades de todas 
estas formas es difícil de aprehen-
der jurídicamente. La manera más 
estrecha de concebir el problema es 
codificar al desaparecido como la 
víctima directa de un delito; a sus 
familiares, como las víctimas indi-
rectas, y entender la desaparición 
como una violación al derecho a la 
libertad o, si participan funciona-
rios, un delito contra la administra-
ción pública. Esto es insatisfactorio 
y no solo a nivel teórico, pues tie-
ne efectos en las instituciones. Por 
ejemplo, en el marco de juicios de 
amparo contra desaparición for-
zada, esta comprensión restrictiva 
implica que la única función del 
juzgador sería restablecer al desa-
parecido en el goce de su derecho a 
la libertad (y, si tal cosa no se puede, 
no hacer nada). 

Si se parte de que el único dere-
cho comprometido es el de la liber-
tad personal del desaparecido, un 
juez de amparo que encuentra a la 

persona viva, pero también indicios 
de que se cometió una desaparición, 
puede sobreseer, argumentando que 
la violación a los derechos humanos 
se consumó de forma irreparable, o 
que los efectos del acto reclamado 
cesaron (estaba privado de su liber-
tad y ya no lo está).3 La idea de que 
los únicos derechos violados son los 
del desaparecido puede llevar a ese 
mismo juez de amparo a sobreseer, 
si encuentra a la persona muerta.4 
Por el contrario, juzgadores que en-
tienden que la desaparición forzada 
viola una amplia gama de derechos 
de muchas personas, son capaces de 
desarrollar juicios de amparo que 
satisfacen mejor las necesidades de 
protección de todo el rango de víc-
timas; y, de este modo, cumplen con 
los compromisos internacionales 
del Estado mexicano con relación a 
proveer a las personas de recursos ju-
diciales eficaces para enfrentar viola-
ciones a sus derechos.

El artículo 25 de la Convención 
Interamericana de Derechos Huma- 
nos, titulado Protección judicial, 

3 El artículo 63, fracción V, de la Ley de Amparo dice: 
“El sobreseimiento en el juicio de amparo procede cuan-
do: […] V. Durante el juicio se advierta a sobrevenga 
alguna de las causales de improcedente a que se refie-
re el capítulo anterior”. El artículo 61, fracciones XVI 
y XXI, indica: “El juicio de amparo es improcedente 
[…] XVI. Contra actos consumados de forma irrepara-
ble […] XXI. Cuando hayan cesado los efectos del acto 
reclamado”. 
4 El artículo 63, fracción III, de la Ley de Amparo expre-
sa: “El sobreseimiento en el juicio de amparo procede 
cuando: […] III. El quejoso muera durante el juicio, si el 
acto reclamado sólo afecta a su persona”. 
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es una de las bases convencionales 
más importantes para el derecho a 
los recursos judiciales:

1. Toda persona tiene derecho a un recur-
so sencillo y rápido o a cualquier otro re-
curso efectivo ante los jueces o tribunales 
competentes, que la ampare contra actos 
que violen sus derechos fundamentales 
reconocidos por la Constitución, la ley 
o la presente Convención, aun cuando 
tal violación sea cometida por personas 
que actúen en ejercicio de sus funciones 
oficiales.

La noción de un recurso ju-
dicial sencillo, rápido y eficaz es 
crucial en la abundante jurispru-
dencia de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos (Corte idh); 
y esto adquiere especial relevancia 
en el tema de desaparición forza-
da, pues los sistemas jurídicos de los 
países americanos suelen incluir al-
guna variante de habeas corpus (equi-
valente del juicio de amparo contra  
desaparición forzada en México). 
Por ejemplo, en la sentencia en que 
se condena a Perú por la desapa-
rición forzada de Ernesto Castillo 
Páez, la Corte idh dejó escrito:

81. La Corte considera que el recurso in-
terpuesto por los familiares del señor 
Castillo Páez en contra de su detención 
(hábeas corpus) fue obstaculizado por 
agentes del Estado con la adulteración del 
registro de ingreso de detenidos, lo cual 
impidió localizar al agraviado […].

82. Por consiguiente, quedó demos-
trada la ineficacia del recurso de hábeas 
corpus para lograr la libertad de Ernesto 

Rafael Castillo Páez y, quizás, para salvar 
su vida. El hecho de que la ineficacia del 
recurso de hábeas corpus se debió a una 
desaparición forzada, no excluye la viola-
ción de lo dispuesto en el artículo 25 de la 
Convención Americana. Esta disposición 
sobre el derecho a un recurso efectivo ante 
los jueces o tribunales nacionales compe-
tentes, constituye uno de los pilares bási-
cos, no sólo de la Convención Americana, 
sino del propio Estado de Derecho en una 
sociedad democrática en el sentido de la 
Convención.

83. El artículo 25 se encuentra íntima-
mente ligado con la obligación general 
del artículo 1.1 de la Convención America-
na, al atribuir funciones de protección al 
derecho interno de los Estados Partes. El 
hábeas corpus tiene como finalidad, no so-
lamente garantizar la libertad y la integri-
dad personales, sino también prevenir la 
desaparición o indeterminación del lugar 
de detención y, en última instancia, asegu-
rar el derecho a la vida.

84. Habiendo quedado demostrado, 
como antes se dijo (supra, párr. 71), que 
la detención del señor Castillo Páez fue 
realizada por miembros de la Policía del 
Perú y que, por tanto, se encontraba bajo 
la custodia de ésta, la cual lo ocultó para 
que no fuera localizado, la Corte conclu-
ye que la ineficacia del recurso de hábeas 
corpus es imputable al Estado, configu-
rando con ello una violación del artículo 
25 de la Convención en relación con el ar-
tículo 1.1 (CoIDH, 1997).

Lo anterior implica que las per-
sonas, al amparo de la convención, 
no solo tenemos derecho a interpo-
ner habeas corpus para que los jueces 
busquen a nuestros desaparecidos, 
sino, también, a que los jueces los 
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encuentren (o, mínimamente, a que 
agoten la totalidad de los recursos a 
su alcance para lograrlo). El fallo de 
lo segundo (“ineficacia del recurso”) 
también es violatorio al artículo 25 
de la convención.5

IV. LA DESAPARICIÓN ES 
UN DELITO PERMANEN
TE QUE SE SIGUE 
CONSUMANDO MIENTRAS 
EL DESAPARECIDO NO 
APAREZCA, PARA LO 
CUAL NO OBSTA QUE LOS 
PERPETRADORES HAYAN 
SIDO CONDENADOS Y 
PURGUEN PENAS.

El derecho internacional y la ju-
risprudencia nacional consideran 
a la desaparición un delito perma-
nente. Esto ha sido analizado para 
dos efectos: 1) el plazo de la pres-
cripción no comienza a correr sino 
hasta que el desaparecido aparece; 
2) no hay aplicación retroactiva de 
la norma si, en el momento en que 
se legisla el tipo de desaparición, 

5 El prototipo de juicio de amparo contra la desaparición 
forzada que más plenamente responde a las obligaciones 
internacionales del Estado mexicano ha sido desarrolla-
do por el Juzgado Noveno de Distrito, en Guanajuato; en 
tres juicios que culminaron, tras intensa búsqueda judi-
cial, concediendo el amparo a las víctimas de desapari-
ción para múltiples efectos: AI 1035/2015, AI 656/2017 
y AI 241/2017. El primero de estos procesos y su sen-
tencia, que descargan en forma sobresaliente la jurispru-
dencia interamericana en la materia y se destacan en un 
escenario de casi inexorable sobreseimiento, se reseña y 
discute a detalle en Javier Yankelevich (2018: 341-433).

el desaparecido no ha aparecido, 
puesto que la desaparición se con-
suma a cada instante que se des-
conoce el paradero de la víctima 
directa. Dos tesis jurisprudenciales 
de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación (scjn), emanadas de la re-
solución de la Controversia Consti-
tucional 22/2003, lo ponen blanco 
sobre negro: 

DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS. 
EL PLAZO PARA QUE OPERE SU PRESCRIP-
CIÓN INICIA HASTA QUE APARECE LA VÍC-
TIMA O SE ESTABLECE SU DESTINO

[…] tratándose de delitos permanen-
tes o continuos, que son aquellos que se 
caracterizan por su consumación durade-
ra, el plazo para la prescripción inicia a 
partir de que cesa su consumación. En tal 
orden de ideas, si el delito de desaparición 
forzada de personas […] tiene esa natura-
leza, en tanto que se consuma momento a 
momento durante todo el tiempo en que 
la víctima se encuentra desaparecida, ha 
de concluirse que el plazo para que ope-
re su prescripción de acuerdo con lo esta-
blecido en los numerales primeramente 
citados, empieza a correr hasta que la 
conducta ilícita deja de consumarse, esto 
es, cuando el sujeto pasivo aparece (vivo 
o muerto) o se establece su destino (Tesis 
P./J. 87/2004).

DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSO-
NAS. ESE DELITO ES DE NATURALEZA PER-
MANENTE O CONTINUA.

El referido delito […] es de natura-
leza permanente o continua, ya que si 
bien el ilícito se consuma cuando el su-
jeto activo priva de la libertad a una o 
más personas, con la autorización, apoyo 
o aquiescencia del Estado, seguida de la 
falta de información sobre su paradero, 
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dicha consumación sigue dándose y ac-
tualizándose hasta que aparecen los su-
jetos pasivos o se establece cuál fue su 
destino (Tesis P./J. 87/2004).

Estos criterios fueron aplicados 
en la causa penal 179/2006 segui-
da en el Juzgado Noveno de Distrito 
en Sinaloa, al condenar, en 2009, a 
un exagente de la Dirección Federal 
de Seguridad de la Secretaría de 
Gobernación, por la desaparición 
forzada de un estudiante, captura-
do por policías (en 1977) y nunca 
jamás vuelto a ver por su familia. 
Obsérvese que el tipo penal se in-
corporó, en 2001, al Código Penal 
Federal (24 años después de que co-
menzara la desaparición de la víc-
tima), y de 1977 a 2007 (año que 
dio inicio el juicio) habían pasado 
30 años (y la media aritmética de 
la pena, plazo para la prescripción 
era de 22.50 años). Ambas situacio-
nes fueron argüidas por la defensa 
durante el proceso, pero ninguna 
surtió efecto; justamente, porque 
el delito de desaparición forzada  
—como había dicho la Corte— “es 
de naturaleza permanente o conti-
nua”, “en tanto que se consuma de 
momento a momento durante todo 
el tiempo en que la víctima se en-
cuentra desaparecida”.

Hay, sin embargo, una tercera 
implicación de esta cualidad de per-
manencia: el proceso y castigo penal 
no evitan que la desaparición conti-
núe consumándose si no consiguen 

que los desaparecidos sean ubica-
dos y se conozca la verdad sobre su 
destino. Si los responsables son lle-
vados a juicio y condenados, pero 
no revelan lo que saben, siguen per-
petuando el delito desde la cárcel, 
y lo mismo es válido para el día en 
que salen libres. Ocultar, entendido 
en este contexto como omitir el dar 
información o negarse a hacerlo, es 
perfectamente compatible con estar 
sometido a proceso penal o privado 
de la libertad. Si los perpetradores 
de desapariciones persisten en su si-
lencio, desde la prisión continúan 
victimizando a los desaparecidos y 
a sus familiares. 

Los tipos penales de desaparición 
contienen elementos que permiten 
negociar con los responsables re-
ducciones de pena si revelan lo que 
saben.6 Sin embargo, en toda la his-
toria del procesamiento penal por 
desaparición en México, ni una vez 
esta cualidad ha sido explotada. En 
cualquier caso, este componente de 
negociación es fundamental porque 
conecta el castigo a los responsables 
y la búsqueda de las víctimas. Saber 

6 Por ejemplo, el artículo 33 de la Ley General de desa-
parición, dice: “Las sanciones para el delito de desapa-
rición forzada de personas previstas en esta Ley, pueden 
ser disminuidas, conforme lo siguiente: I. Si los autores o 
partícipes liberan a la víctima espontáneamente dentro 
de los diez días siguientes a la desaparición, disminuirán 
hasta en una mitad; II. Si los autores o partícipes propor-
cionan información efectiva que conduzca a la localiza-
ción con vida de la Persona Desaparecida, disminuirán 
hasta en una tercera parte; III. Si los autores o partíci-
pes proporcionan información efectiva que conduzca a 
la localización del cadáver o los restos humanos de la 
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dónde están los desaparecidos y qué 
les pasó es consustancial a cualquier 
noción de reparación del daño para 
los allegados de quienes están sien-
do ocultados. 

Por lo mismo, si el paradero y 
destino de las víctimas es desconoci-
do, existen excelentes razones para 
imponer penas elevadas a las perso-
nas halladas culpables de perpetrar 
desapariciones: solo dándoles in-
centivos para que colaboren puede 
evitarse que continúen victimizan-
do a los desaparecidos y a sus fami-
lias. ¿De qué sirven las penas si, ni 
siquiera, son capaces de evitar que 
los delincuentes continúen, “mo-
mento a momento”, consumando 
los delitos por los que se los conde-
nó a estar privados de la libertad?

Si bien el nuevo tipo penal nacio-
nal contenido en la Ley General so-
bre desapariciones contempla penas 
de 40 a 60 años de prisión, esto no 
siempre fue así, pues el tipo federal 
de desaparición forzada (de 2001) la 
penalizaba con sanciones de cinco a 
40 años y, en la práctica, casi siempre 
se impuso a los culpables la mínima.

El siguiente cuadro evidencia 
que la historia de la penalización 
(federal)7 de la desaparición forzada 

Persona Desaparecida, disminuirán hasta en una cuarta 
parte, y IV. Si los autores o partícipes proporcionan in-
formación efectiva que permita esclarecer los hechos o 
identificar a los responsables, disminuirán hasta en una 
quinta parte”.
7 En el fuero local, he contabilizado nueve sentencias 
por desaparición forzada: tres en Chihuahua (dictadas, 
una, en 2014, y dos en 2016), y una en cada uno de los 

en México ha eludido casi entera-
mente la obligación convencional 
de imponer penas proporcionales a 
la extrema gravedad del ilícito: de 
los 33 individuos condenados por 
este delito, 25 recibieron pena míni-
ma (o inferior, por liberación pron-
ta de la víctima), y el promedio de 
pena por desaparición forzada en el 
fuero federal es de 11 años 4 meses. 

También, considerando que una 
persona procesada o condenada 
por la desaparición de un indivi-
duo (o por otro delito) puede haber 
participado en la de otros (o, cuan-
do menos, haberla presenciado), se-
ría importante regular algún tipo 
de figura de colaboración eficaz; en 
la cual, aportar información cierta 
sobre el paradero o destino de des-
aparecidos procure beneficios pena-
les al informante.8 Actualmente, los 
recursos legales disponibles para in-
centivar la colaboración, cuando de 
lo que hablamos es de aportar infor-
mación sobre la ubicación de per-
sonas desaparecidas, son bastante 
restrictivos. El criterio de oportuni-
dad puede invocarse para extinguir 
la acción penal “cuando el impu-
tado aporte información esencial 

siguientes estados: Coahuila (2017),  Jalisco (2019), Si-
naloa (2015), Sonora (2015), Nuevo León (2019) y Vera-
cruz (2018). En total, se condena a 18 individuos: tres de 
ellos eran particulares (el tipo penal de Jalisco, hoy dero-
gado, concibe a la conducta como desaparición forzada, 
sin distinguir en función del sujeto activo). 
8 La necesidad de esta figura ha sido enfatizada por orga-
nizaciones de la sociedad civil; por ejemplo Idheas Liti-
gio Estratégico (Olivares, 11 de febrero de 2019).
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Figura 1. Sentencias federales condenatorias de primera instancia por desaparición  

forzada de personas (2001-2018)I

Fecha 
resolución

No. de  
causa 
penal

No. de 
individuos 

condenados

Prisión 
(años x 

DF)II Órgano del proceso

11-may-05
142/2003-
II 1 5.5

Juzgado Sexto de Distrito 
en el estado de Guanajuato

14-dic-05 72/2005 1 0.67III

Juzgado Primero de Distri-
to en el estado de Michoa-
cán

10-may-06 27/2005 1 9.33

Juzgado Sexto de Distrito 
de Procesos Penales Fede-
rales en el estado de Jalisco

15-nov-06 159/2005 1 4.92IV

Juzgado Quinto de Distrito 
en el estado de Chihuahua

30-sep-09 179/2006 1 5
Juzgado Noveno de Distrito 
en el estado de Sinaloa

30-jun-10 20/2005-I 1 9.29

Juzgado Primero de Distri-
to de Procesos Penales Fe-
derales del Distrito Federal

15-nov-13 87/2011 1 5
Juzgado Séptimo de Distri-
to en el estado de Sonora

25-mar-15 22/2013 1 5
Juzgado Décimo de Distrito 
en el estado de Chihuahua

18-ago-15 104/2013 1 31

Juzgado Primero de Dis-
trito en Materia Penal de 
Nuevo León

30-sep-15 41/2013-I 1 5

Juzgado Segundo de Dis-
trito en Materia Penal en el 
estado de Nuevo León

26-abr-16 255/2013 17 5

Juzgado Sexto de Distrito 
de Procesos Penales Fede-
rales en el estado de Jalisco

13-feb-17
101/2013-
IV 1 13.75

Juzgado Segundo de Dis-
trito en Materia Penal en el 
estado de Nuevo León
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Fecha 
resolución

No. de  
causa 
penal

No. de 
individuos 

condenados

Prisión 
(años x 

DF)II Órgano del proceso

28-abr-17 19/2013 1 5

Juzgado Decimocuarto de 
Distrito en el estado de Ve-
racruz

23-abr-18 26/2013 1 5
Juzgado Décimo de Distrito 
en el estado de Chihuahua

13-oct-18 43/2015 4 49V

Juzgado de Distrito Espe-
cializado en el Sistema Pe-
nal Acusatorio del Centro 
de Justicia Penal Federal en 
el estado de Zacatecas

Total de individuos condenados por desaparición 
forzada en el fuero federal

33

Promedio de la pena individualizada (años) 11.33

ModaVI de pena individualizada 5

I Se consideran solo las sentencias dictadas específicamente por desaparición forzada de personas, y no otras en que 
la conducta fue encuadrada en tipos penales próximos (secuestro o abuso de autoridad, por ejemplo). No todas estas 
sentencias están en firme. 
II Años de cárcel específicamente por desaparición forzada. La pena total en algunos casos es mayor porque se en-
cuentra a los procesados culpables de otros delitos además de desaparición (esto no lo refleja el cuadro). Se ofrece en 
sistema decimal (0.50 años = 6 meses, por ejemplo). 
III Pena reducida por liberación pronta de la víctima. 
IV Concurso ideal con abuso de autoridad. 
V 7 por cada víctima desaparecida.
VI La moda es el valor más frecuente en una serie de datos. 

Este conteo es más exhaustivo que el último informado oficialmente por el gobierno mexicano, de 43 “sentencias”, 
mencionadas por la Delegación mexicana en Ginebra, Suiza, en el marco del Examen Periódico Universal de México 
frente al Consejo de Derechos Humanos, el 7 de noviembre de 2018. Lo que, según la información de la que dispo-
nían, los delegados debieron decir es que 43 individuos acusados de desaparición forzada habían recibido sentencia de 
primera instancia: 26 condenados y 17 absueltos. (El video de la sesión está disponible: https://goo.gl/UQY3YV). 
Fuentes: scjn, “Respuesta a la solicitud de información 0330000226918 a la scjn”, 2018 (disponible en: https://goo.
gl/qujASU); Comité contra la Desaparición Forzada, “Examen de los informes presentados por los Estados partes en 
virtud del artículo 29, párrafo 1, de la Convención: México”, 2014, pp.29-30 (disponible en: https://goo.gl/8pftjE).
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y eficaz para la persecución de un 
delito más grave del que se le im-
puta, y se comprometa a compare-
cer en juicio”, y no puede aplicarse 
en los casos de “delitos contra el li-
bre desarrollo de la personalidad,  
de violencia familiar ni en los ca-
sos de delitos fiscales o aquellos que 
afecten gravemente el interés pú-
blico”.9 Esto implica que, antes de 
la apertura del juicio, el Ministerio 
Público podría, por ejemplo, desis-
tirse en un proceso seguido por frau-
de o lesiones si el procesado aporta 
información relevante para una in-
vestigación de desaparición (esta es 
más grave que fraude o lesiones).10

Fuera de estos supuestos de re-
ducción de pena (dar información 
sobre el paradero del desaparecido 
por cuya desaparición el informan-
te está siendo procesado, dar in-
formación sobre el paradero de un  
desaparecido cuando el informan-
te está siendo juzgado por un delito 
menos grave), queda la posibilidad 
de intercambiar información por 

9 Artículo 256 del Código Nacional de Procedimientos Penales. 
10 Una aparente tercera opción que involucra reducción 
de penas son los supuestos de colaboración eficaz que en-
lista el artículo 35 de la Ley Federal contra la Delincuen-
cia Organizada; pero, allí, únicamente se recompensa 
con reducciones de penas el que 1): alguien investigado 
“aporte antecedentes de investigación para el ejercicio 
de la acción penal en contra de otros miembros de la 
delincuencia organizada”; 2) alguien procesado “apor-
te medios de prueba suficientes para sentenciar a otros 
miembros de la delincuencia organizada con funciones 
de administración, dirección o supervisión”; 3) alguien 
sentenciado “aporte pruebas eficaces para sentenciar a 
otros miembros de la delincuencia organizada con fun-
ciones de administración, dirección o supervisión”. Es 

beneficios penitenciarios (como 
traslados a penales más cercanos a 
la familia del imputado o sentencia-
do) a cambio de información sobre 
el paradero de los desaparecidos.11 
En virtud de que la probabilidad de 
que personas privadas de su libertad 
tengan información relevante para 
la ubicación de desaparecidos y lo 
que venimos señalando en torno a 
la consumación continuada del deli-
to, aun desde la reclusión, sería fun-
damental ampliar las posibilidades 
de intercambio. 

V. CONCLUSIONES

El argumento central de este artí-
culo es que pensar a la desapari-
ción como el cercenamiento de una 
red comunicativa permite entender 

decir, lo que se premia con reducciones de penas es co-
laborar en el enjuiciamiento de otros delincuentes, y no 
aportar información sobre el paradero de desaparecidos.
11 El “Decreto por el que se instruye establecer condi-
ciones materiales, jurídicas y humanas efectivas, para 
fortalecer los derechos humanos de los familiares de las 
víctimas del caso Ayotzinapa a la verdad y al acceso a jus-
ticia” indica, en su artículo Sexto, que “La Secretaría de 
Gobernación, por conducto del Subsecretario de Dere-
chos Humanos, en coordinación con los familiares o sus 
representantes, diseñarán los lineamientos para la imple-
mentación de medidas de protección o de colaboración 
eficaz, para aquellas personas que apoyen en la búsque-
da de la verdad y el esclarecimiento de los hechos.” Al 
momento de terminar este escrito, tales lineamientos aún 
no existen. Por otra parte, es de destacarse que la pro-
puesta e implementación de programas que consideren 
este y otro tipo de incentivos es responsabilidad del Siste-
ma Nacional de Búsqueda de Personas, según el artículo 
161 de la Ley General en Materia de Desaparición For-
zada de Personas, Desaparición Cometida por Particu-
lares y del Sistema Nacional de Búsqueda de Personas. 
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mejor las afectaciones sufridas por 
las víctimas, los principios de solida-
ridad del movimiento de familiares 
de desaparecidos en México y las 
obligaciones del Estado al respecto 
de la problemática. Los conceptos 
de fuente convencional —parcial-
mente recogidos por nuestra legis-
lación interna— están centrados en 
las acciones privar de la libertad y nega-
tiva a informar; mientras que el con-
cepto, aquí propuesto, problematiza 
la situación del sujeto que carece de infor-
mación (aquel para quien el parade-
ro de la persona es información): la 
red rota. El matiz es importante más 
allá de la teoría o la investigación 
académica porque pone en el centro 
la problemática de los familiares de 
las personas desaparecidas y, en esa 
medida, ayuda a interpretar normas 
jurídicas y a orientar la conducta de 
operadores; por ejemplo, jueces fe-
derales que atienden demandas de 
amparo por desaparición forzada, o 
ministerios públicos y jueces penales 
que proponen y adjudican penas a 
los responsables del delito. 
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War on drugs

Forced disappearance

Social science

State-terrorism

Abstract. The context of  violen-
ce that has been lived in Mexico for 
more than a decade has given rise 
to different approaches to the forms 
of  violence derived from the war 
against drug trafficking. Particularly, 
in our country, an important interest 
in the public problem of  disappea-
rances has resurfaced. This arti-
cle seeks to explain how and from 
what perspectives this phenome-
non has been addressed in the social 
sciences, and the ways in which it 
has been conceptualized. Although 
the exploration that was done here 
does not aspire to be exhaustive, it 
does seek to present a proposal of  
the axes and discussions seen in the 
subject.

Guerra contra las drogas

Desaparición forzada

Ciencias sociales

Represión estatal

Resumen. El contexto de violencia 
que se vive en México, desde hace 
más de una década, ha dado lugar 
a diferentes aproximaciones a las 
formas de violencia derivadas de la 
guerra contra el narcotráfico. Parti-
cularmente, en nuestro país ha re-
surgido un importante interés por 
el problema público de las desa- 
pariciones. Este artículo pretende 
informar cómo y desde qué pers-
pectivas se ha abordado este fenó-
meno en las ciencias sociales, y de 
las formas en que se le ha concep-
tualizado. Si bien la exploración 
que aquí se hizo no aspira a ser ex-
haustiva, al menos busca presentar 
una propuesta de los ejes y discusio-
nes tratados en el tema. 

PALABRAS CLAVE KEYWORDS
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SUMARIO:

I. Introducción. II. Contextos y es-
pacios geográficos. III. Disciplinas 
y miradas. IV. Conceptualizacio-
nes sobre la desaparición (forza-
da) de personas. V. Conclusiones. 
VI. Fuentes de consulta. 

I. INTRODUCCIÓN

Las desapariciones forzadas que 
se llevaron a cabo en los regíme-
nes autoritarios de América Latina, 
durante las décadas de los 60 y 70,  
(s. xx), dieron lugar a una variedad 
de trabajos documentales y acadé-
micos sobre el tema. En la academia, 
particularmente, sucedió de forma 
tan extensa que, incluso, se conso-
lidó un campo autónomo conocido 
como la “desaparecidología”, dedi-
cado al estudio de los desaparecidos 
(Bilbija y Payne, 2011).1 

Si bien una buena parte de la 
producción académica se ha reali-
zado desde el derecho,2 el foco de 

1 En la academia pueden encontrarse, principalmente, 
aproximaciones sociológicas (Gatti, 2011; 2012) e histó-
ricas (Bucheli et al., 2016). Siguiendo el planteamiento 
de Bilbija y Payne (2011), las expresiones en torno a las 
desapariciones durante este periodo van mucho más allá 
de la academia: abarcan museos, conferencias y blogs 
(Benner, 2018), hasta documentales (Crowder-Tarabo-
rrelli, 2013).
2 En donde se tratan fundamentalmente aspectos relacio-
nados con el derecho a la reparación, la justicia, las leyes 
de memoria, víctimas, y comisiones de la verdad (Álva-
rez, 2008; Fletcher, 2014; Rettberg, 2017), violaciones de 
derechos humanos asociadas con la práctica (Afanador, 

este artículo se centra en los plan-
teamientos que se han hecho desde 
los diferentes campos de las cien-
cias sociales y las humanidades,3 
especialmente desde la sociología, 
la antropología, la ciencia política, 
las relaciones internacionales y la 
psicología. 

Dada la amplitud del tema, la 
exploración de la literatura sobre 
desapariciones aquí elaborada, no 
pretende ser exhaustiva, sin embar-
go, consideramos que el material re-
visado nos permite cumplir con el 
objetivo de presentar un mapeo ge-
neral del tema, sus ejes de discusión, 
los aspectos abordados, así como 
de los conceptos y metodologías 
empleadas.

II. CONTEXTOS Y ESPACIOS 
GEOGRÁFICOS 

En la literatura existe cierto con-
senso en torno a la idea de que las 

2002), el desarrollo del marco normativo internacional 
(Anderson, 2006; Taxil, 2007), y casos judiciales en paí-
ses como Brasil (Alflen da Silva, 2010; Macedo de Pinto, 
2013), Chile (Aguilar, 2009) y México (Gómez-Robledo, 
2012), por mencionar solo algunos.
3 Debido a que entrar en una polémica sobre los límites 
disciplinarios entre las ciencias sociales y las humanida-
des va más allá de la intención y alcance de este artículo, 
conviene aclarar que se incluyeron un par de textos pro-
venientes de algunas perspectivas de la geografía (par-
ticularmente, de la crítica). Su inclusión no obedece a 
un juicio propio sobre su estatus como ciencia social. El 
criterio para integrarlos radicó en que son textos que tra-
tan exclusivamente sobre desapariciones forzadas e invo-
luntarias y consideramos que pueden aportar elementos 
para la discusión del tema.
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primeras “desapariciones forzadas” 
ocurrieron en la Segunda Guerra 
Mundial, bajo el auspicio del ré-
gimen nazi de ocupación. Se dice 
que a través de la operación Nacht 
und Nebel se detuvo (sin registro de 
detención) y privó de cualquier tipo 
de comunicación con su familia a 
varios colaboradores de la resisten-
cia (Scovazzi y Citroni, 2007). No 
obstante, la práctica de las desapa-
riciones en el continente america-
no tiene sus raíces en la doctrina de 
la seguridad nacional, que propia-
mente no proviene de Estados Uni-
dos (país que apoyó las dictaduras 
instauradas en el cono suramerica-
no), sino de la experiencia colonial 
de Francia en Indochina y Argelia: 
lugares en donde los militares fran-
ceses detuvieron, torturaron y desa-
parecieron los cuerpos de los grupos 
rebeldes. Estas prácticas fueron pos-
teriormente trasladadas de Francia 
a Estados Unidos, y de ahí a mili-
tares en América Latina (Scocco, 
2016). 

Es precisamente a partir de las 
experiencias de las dictaduras del 
Cono Sur y otros países de la re-
gión, que se formaron las nor-
mas sobre desaparición forzada, 
como son: la Declaración sobre la 
Protección de Todas las Personas 
contra las Desapariciones y la 
Convención Interamericana Sobre 
Desaparición Forzada de Personas 
(Frey, 2009). 

Por este motivo no sorprende 
que gran parte de los textos sobre 
desapariciones discuta comparati-
vamente situaciones que se dieron 
en el contexto de dictaduras en la 
región (Gatti, 2011; Huffschmid, 
2015; Rostica, 2018; Scocco, 2016), 
en Chile (Crowder-Taraborrelli, 
2013; Faúndez et al., 2018; Faúndez 
y Goecke, 2015; López, 2015), 
Argentina (Bravo, 2015; Crenzel, 
2008; Gatti, 2011, 2012; Kletnicki, 
2006; Lopez, 2013; Makowski, 2002; 
Scorer, 2008; Strejilevich, 2011), 
Uruguay (Bucheli et al., 2005b; 
Fried, 2006) y Brasil (Azevedo, 2018; 
Endo, 2016).

En Colombia, se ha hecho refe-
rencia al marco del conflicto arma-
do (Alvis-Rizzo et al., 2015; Blair, 
2010; Moncada, 2009; Palma, 
2016; Patiño et al., 2015; Victoria, 
2011; Zorio, 2011), mientras que, 
en México, hay un especial énfa-
sis en la Guerra Sucia (Boti, 2015; 
García, 2015; Dutrénit, 2014), en 
los cambios de la Guerra Sucia y la 
guerra contra el narco (Karl, 2014; 
Robledo, 2016; Velasco-Yáñez, 
2015), o centrados por completo la 
guerra contra las drogas (Robledo, 
2014, 2015; Velasco-Yáñez et al., 
2015; Wright, 2017, 2018).

Sin embargo, conviene seña-
lar que el fenómeno también se ha 
abordado en países fuera de la re-
gión, como sucedió con Irlanda 
durante el periodo conocido como 
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The Troubles (Peake y Lynch, 
2016), en Rusia (Payne y Abouharb, 
2016; Vet, 2012) y Pakistán (Shafiq, 
2013) en el contexto de la guerra 
contra el terrorismo. En Bosnia y 
Herzegovina (Juhl, 2016), en España 
durante la Guerra Civil y en Chipre 
(Kovras, 2008; Kovras y Loizides, 
2011) e India, en el marco del con-
flicto en Cachemira (Duschinski, 
2010) y Nepal (Robins, 2009, 2010), 
por mencionar otros. 

En resumen, los contextos en los 
que se estudia la desaparición son: 
durante dictaduras y regímenes au-
toritarios, en el marco de conflictos 
armados y, más recientemente, en el 
marco de la guerra contra las dro-
gas y el terrorismo. 

III. DISCIPLINAS Y MIRADAS

Un aspecto a destacar es que cada 
disciplina se ha enfocado, casi espe-
cializado, en diferentes aspectos de 
las desapariciones; para comenzar, 
por ejemplo, en el campo de la cien-
cia política y las relaciones interna-
cionales, la desaparición forzada 
se trabaja de forma tangencial. La 
ciencia política ha tratado tradicio-
nalmente la democracia y los regí-
menes autoritarios, y quizá por este 
motivo un considerable número de 
trabajos dentro de la disciplina tien-
den a aglomerar todas las violacio-
nes graves de derechos humanos: 

ejecuciones extrajudiciales, deten-
ciones arbitrarias, desapariciones 
forzadas, tortura y cualquier otra 
práctica que afecte a la integridad 
personal, bajo el rótulo de represión 
de Estado.

El nodo focal de estos trabajos 
de índole cuantitativa radica en la 
identificación de los factores ex-
ternos e internos (o variables in-
dependientes) que influyen en la 
represión ejercida por los gobier-
nos (variable dependiente). De esta 
forma, por ejemplo, se ha abordado 
el vínculo entre democracia o tipo 
de régimen y la proclividad a repri-
mir (Davenport, 2007; Davenport 
y Armstrong, 2004; Poe & Tate, 
1994; Poe et al., 1999; Regan y 
Henderson, 2002; Rivera, 2013). 
También se ha intentado expli-
car las violaciones de derechos hu-
manos a través de otras variables 
domésticas de carácter socioeconó-
mico y político (Henderson, 1991; 
Mitchell y McCormick, 1988). 
Dentro de este último grupo, solo 
encontramos unos cuantos, centra-
dos específicamente en la desapa-
rición forzada (Payne y Abouharb, 
2016; Payne et al., 2016). Estas pro-
puestas identifican un cambio es-
tratégico de la acción represiva de 
los Estados a partir de la suscrip-
ción del Pacto Internacional de los 
Derechos Humanos y dan cuen-
ta de un desplazamiento estraté-
gico: en vez de que los regímenes 
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represores cometan ejecuciones ar-
bitrarias (que dejan pruebas), optan 
por la desaparición forzada, debi-
do a que es más difícil demostrar 
su responsabilidad en los hechos 
violatorios.

Otro punto, tratado en el cam-
po de las relaciones internacionales, 
principalmente, es la ponderación 
de aspectos ligados a la profundi-
zación de los vínculos de la globa-
lización (Hafner-Burton, 2005a), los 
tratados comerciales preferentes y 
las negociaciones bilaterales (Haf-
ner-Burton, 2005b), la suscripción 
de tratados internacionales de de-
rechos humanos (Hathaway, 2002) 
y la pertenencia de los Estados a 
organismos intergubernamentales 
de derechos humanos (Greenhill, 
2010), sobre el ejercicio de la repre-
sión o respeto por los derechos de 
integridad física.4

Finalmente, también existe lo 
que podríamos considerar un úl-
timo grupo de trabajos que discu-
ten las categorías de represión estatal 
y terrorismo de Estado en un tono un 
poco más cualitativo y conceptual 
(Jackson et al., 2010; Koch, 2016; 
Westra, 2012). Estos textos no se 
limitan únicamente a estudiar la 
represión, sino el uso de la vio-
lencia para infundir terror, ya sea 

4 Una discusión que se desprende de esta línea busca ex-
plicar las causas por las que los Estados represivos sus-
criben responsabilidades internacionales de derechos 
humanos (Cole, 2005; Hafner-Burton et al., 2008; Ha-
thaway, 2003).

domésticamente o en áreas de ocu-
pación, es decir, trata sobre el te-
rrorismo sancionado por Estados 
(state-sponsored terror) en el marco de 
la lucha contra grupos armados te-
rroristas. Mas, dentro de este con-
texto, también se ha planteado la 
relación entre la comisión de ac-
tos contra el derecho de integridad 
personal y la lucha contra el terro-
rismo (Hafner-Burton y Shapiro, 
2010; Piazza y Walsh, 2010; Walsh 
y Piazza, 2010).

Las disciplinas que más han 
abordado los pormenores de la 
práctica de desaparición forzada 
son, quizá, la antropología y la so-
ciología. Mientras que la ciencia 
política tiende a plantearla como 
parte de lo que se ha teorizado en 
la antropología como un “reperto-
rio re presivo” del Estado (Margold, 
1999), la sociología y la antropolo-
gía han extendido el estudio de las 
desapariciones, al incluir agentes 
no-estatales en su análisis. Es decir, 
abordan la desaparición como una 
práctica imbricada en lógicas de do-
minación y violencia locales (Blair, 
2010; Decker, 2013; Peake y Lynch, 
2016). Además, al considerar otras 
dimensiones, las desapariciones, en 
vez de centrarse en la represión, 
han identificado una serie de fenó-
menos sociales que, a muy grandes 
rasgos, podríamos ordenar de la si-
guiente forma: 
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a. La elaboración de marcos y es-
trategias de denuncia con capa-
cidad de movilización colectiva 
para la búsqueda de desapare-
cidos (Bizberg, 2015; Boti, 2015; 
Bravo, 2015; Ferrándiz, 2012; 
Karl, 2014; Kovras, 2008; Lopez, 
2013; Martos y Jaloma, 2017; 
Robledo, 2015, 2016; Shafiq, 
2013; Wright, 2017, 2018).5

b. La articulación de discursos de 
reparación frente a las desapa-
riciones en contextos de justi-
cia transicional (Crenzel, 2008; 
Kovras y Loizides, 2011), la con-
figuración de campos de dis-
puta y mediación institucional 
(Juhl, 2016), y procesos judicia-
les nacionales e internacionales 
contra la desaparición (Hassan, 
2009; Shafiq, 2013; Vet, 2012; 
Yankelevich, 2017). 

c. Discusiones sobre el significa-
do social de la desaparición 
(Ansolabehere et al., 2017; Mata, 
2017; Robledo, 2016; Rubin, 
2015).

d. Los efectos de la desaparición 
forzada sobre las familias (Boss, 
2004; Peake y Lynch, 2016; 
Robins, 2009, 2010, 2011, 2016).

 Entre estos trabajos, los que,  
quizá, cuentan con la elaboración  

5 Dentro de este tema, también se identificaron investi-
gaciones que tienen que ver con el trabajo antropológico 
forense y sus conexiones con la recuperación de cuerpos 
(Huffschmid, 2016; Moncada, 2009).

teórica más ad hoc, se aproximan a 
la sociología de la familia. Los am-
biguous loss studies representan un 
esfuerzo por conceptualizar la ca-
pacidad que tienen las familias para 
adaptarse o sobrellevar una pérdi-
da (Boss, 2004). Estos trabajos no 
solo resultan interesantes por cen-
trarse en las personas que, en últi-
ma instancia, padecen la violencia 
de la desaparición forzada, sino que 
también dan cuenta de lógicas loca-
les que se articulan entre las familias 
y sus comunidades después de una 
desaparición.

El origen de los estudios de am-
biguous loss y su preocupación (casi 
terapéutica) por los procesos de pér-
dida familiar bordean a la psicolo-
gía. Existe una importante cantidad 
de trabajos desarrollados desde la 
psicología social y el psicoanálisis. 
A partir de estas perspectivas se ha 
trabajado el fenómeno de la desa-
parición forzada, en términos de 
los efectos psicológicos que genera 
en los familiares de los desapareci-
dos, y van desde la transmisión del 
trauma (Faúndez y Goecke, 2015; 
Patiño et al., 2015), la conformación 
de identidades (Alvis-Rizzo et al., 
2015), los efectos de la impunidad, 
como la angustia e incertidum-
bre (Endo, 2016), hasta sus impli-
caciones en el cierre de conflictos 
(Aguilera, 2003).

Antes mencionamos que en los 
textos de ciencia política sobre 
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represión estatal emplean métodos 
cuantitativos. Por lo contrario, los 
estudios sociológicos y antropológi-
cos descansan sobre metodologías 
más bien cualitativas, como son: el 
análisis de contenido, entrevistas 
semiestructuradas (Decker, 2013; 
Faúndez et al., 2018; Faúndez y 
Goecke, 2015; Gatti, 2011, 2012; 
Huffschmid, 2015; Karl, 2014; Ko-
vras, 2008; Peake y Lynch, 2016; 
Robins, 2010, 2011; Victoria, 2011), 
investigación documental (Scocco, 
2016; Shafiq, 2013; Dutrénit 2014), 
etnografía (Robledo, 2014; Tovar, 
2015) y combinaciones de entre-
vistas a profundidad, etnografía e 
investigación documental (Fried, 

2006; Lopez, 2013; Robledo, 2015, 
2016).

Para concluir esta parte, a modo 
de resumen, si juntamos los traba-
jos antes señalados por disciplinas y 
tomamos los aspectos que abordan 
para ver sus traslapes e interseccio-
nes, tendríamos una gráfica similar 
a la de la Figura 1, sobre la que po-
dríamos trazar tres ejes principales. 

De acuerdo a la figura, el eje (a) 
sería el análisis del ejercicio estatal de 
la represión, la violencia y uso del miedo 
(Blair, 2010; Cole, 2005; Davenport, 
2007; Davenport y Armstrong, 
2004; Decker, 2013; Hafner-Burton, 
2005b, 2005a; Hafner-Burton et al., 
2008; Hafner-Burton y Shapiro, 

Figura 1. Disciplinas

Psicología

Sociología
Geografía 

críticaAntropología

Ciencia Política y 
Relaciones 

Internacionales

 Fuente: elaboración propia.
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2010; Hathaway, 2003; Hathaway, 
2002; Henderson, 1991; Jackson 
et al., 2010; Koch, 2016; Margold, 
1999; Mitchell y McCormick, 1988; 
Payne y Abouharb, 2016; Payne 
et al., 2016; Poe et al., 1999; Regan 
y Henderson, 2002; Rivera, 2013; 
Westra, 2012).

El segundo eje (b) está centra-
do en mecanismos domésticos de justicia 
y aspectos relativos a la acción de fami-
liares en búsqueda de sus desaparecidos 
(Álvarez, 2008; Boti, 2015; Bravo, 
2015; Crenzel, 2008; Crowder-
Taraborrelli, 2013; Elsemann y 
Hernández, 2012; Ferrándiz, 2012; 
Finucane, 2010; Fletcher, 2014; 
Gatti, 2012; Gould y Estrada, 2014; 
Huffschmid, 2015; Karl, 2014; 
Kovras, 2008; Kovras y Loizides, 
2011; Lopez, 2013; Martos y 
Jaloma, 2017; Moncada, 2009; 
Robledo, 2015, 2016; Shafiq, 2013; 
Sriram, 2010; Vet, 2012; Wright, 
2017, 2018; Yankelevich, 2017). 

Finalmente, el eje (c) sería el aná-
lisis en términos del daño que causa 
en el entorno más inmediato de familiares 
(Aguilera, 2003; Alvis-Rizzo et al., 
2015; Araujo, 2011; Boss, 2004; 
Endo, 2016; Faúndez y Goecke, 
2015; García, 2015; Kletnicki, 2006; 
Palma, 2016; Patiño et al., 2015; 
Peake y Lynch, 2016; Robins, 2009, 
2010, 2011, 2016; Victoria, 2011; 
Zorio, 2011).

IV. CONCEPTUALIZACIONES 
SOBRE LA DESAPARICIÓN 
(FORZADA) DE PERSONAS

Las definiciones jurídicas interna-
cionales plasmadas en la Declara-
ción sobre la Protección de Todas 
las Personas contra las Desaparicio-
nes,6 el artículo II de la Convención 
Interamericana Sobre Desaparición 
Forzada de Personas7 o en el Esta-
tuto de Roma de la Corte Penal In-
ternacional,8 resaltan los siguientes 
elementos: a) detención de una per-
sona; b) por agentes estatales, grupos 
políticos, o particulares con apoyo 
explícito o tácito del Estado; c) nega-
ción de la detención o paradero de 

6 Definida como: “el arresto, la detención, el secuestro o 
cualquier otra forma de privación de libertad que sean 
obra de agentes del Estado o por personas o grupos de 
personas que actúan con la autorización, el apoyo o la 
aquiescencia del Estado, seguida de la negativa a reco-
nocer dicha privación de libertad o del ocultamiento de 
la suerte o el paradero de la persona desaparecida, sus-
trayéndola a la protección de la ley”(cipptpcdf, 2006).
7 Entendida como: “la privación de la libertad a una o 
más personas, cualquiera que fuere su forma, cometida 
por agentes del Estado o por personas o grupos de perso-
nas que actúen con la autorización, el apoyo o la aquies-
cencia del Estado, seguida de la falta de información o 
de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o 
de informar sobre el paradero de la persona, con lo cual 
se impide el ejercicio de los recursos legales y de las ga-
rantías procesales pertinentes” (cisdfp, 1996).
8 Que también dice: Por “desaparición forzada de per-
sonas” se entenderá la aprehensión, la detención o el se-
cuestro de personas por un Estado o una organización 
política, o con su autorización, apoyo o aquiescencia, se-
guido de la negativa a admitir tal privación de libertad 
o dar información sobre la suerte o el paradero de esas 
personas, con la intención de dejarlas fuera del amparo 
de la ley por un período prolongado (ercpi, 2002).
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la persona; d) sustracción (intencio-
nal) de la protección de la ley.

Si bien las definiciones jurídicas 
describen perfectamente los sucesos 
que dan lugar a una desaparición 
forzada y los efectos jurídicos de la 
misma, dejan de lado otros aspectos. 
Esto realmente no es una deficien-
cia, ya que estas nunca pretendie-
ron dar cuenta de las implicaciones 
sociales, psicológicas y políticas de 
las desapariciones, sino establecer 
lineamientos generales para los or-
denamientos jurídicos nacionales e 
internacionales. En este apartado 
esbozaremos, a grandes rasgos, tres 
formas de conceptualizar las desa-
pariciones elaboradas desde la cien-
cia social. Esto no quiere decir que 
sean las únicas conceptualizaciones.

A. AMBIGÜEDAD Y RUPTURA DEL 
SENTIDO

Algunos trabajos se han apoyado 
en la noción de liminalidad (Turner, 
1969), para conceptualizar la desa-
parición de personas, al resaltar la 
situación de ambigüedad que pro-
picia la ruptura de sentidos y es-
tructuras sociales, generada por una 
desaparición (Karl, 2014; Robledo, 
2014, 2015, 2016). La liminalidad, 
desde esta perspectiva, puede enten-
derse como: “un estado de indefini-
ción a partir del cual se demuestran 
las formas de organización social a 

partir de la crisis que sufren” (Ro-
bledo, 2016).

En otras palabras, un desapareci-
do puede “estar ausente” de la vida 
cotidiana familiar sin estar muerto. 
Hay una pérdida, pero no hay con-
diciones para hacer el duelo, su es-
tado carece de definición. Por este 
motivo, el desconocimiento y la ne-
gación del paradero de un desapa-
recido le mantiene a él y a su familia 
en un estado perpetuo de liminali-
dad (Karl, 2014). En este sentido, la 
desaparición de una persona es:

a process of separation from the missing 
person regarding his social roles, and his 
place in the world of everyday and social 
life. This separation not only affects the fa-
mily and personal life of those suffering 
his or her absence, but destabilizes the 
general order, because of the state of un-
certainty implied by the lack of a social ca-
tegory into which missing persons may be 
placed (Robledo, 2014).9

A nivel macro, en el contexto ac-
tual mexicano, el evento resultan-
te de las rupturas inducidas por el 
estado liminal terminó siendo pro-
cesado por el sistema jurídico, me-
diante la llamada “declaración de 
ausencia”. Bajo la incertidumbre 

9 Traducción del editor: “un proceso de separación de la 
persona desaparecida con respecto a sus roles sociales y 
su lugar en el mundo de la vida cotidiana y social. Esta 
separación no solo afecta la vida familiar y personal de 
quienes sufren su ausencia, sino que desestabiliza el or-
den general, debido al estado de incertidumbre que im-
plica la falta de una categoría social en la que se puede 
ubicar a las personas desaparecidas”.
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resultante de una desaparición, era 
imposible que muchas de las fami-
lias de desaparecidos pudieran rea-
lizar actos como el cobre de seguros, 
movimientos bancarios, ventas de 
bienes, etc. Esta ruptura tuvo que 
ser subsanada por las legislaciones 
de los diferentes estados, mediante 
legislación que establecía lineamien-
tos para emitir un documento legal 
que permitiera subsanar los efectos 
de la ausencia de una persona.

A nivel familiar, en el plano mi-
cro, suceden cosas similares. Una 
aproximación teórica que busca 
atender el problema de la incer-
tidumbre y ambigüedad que deja 
la desaparición de una persona  
—como señalamos en el apartado 
anterior— se ha hecho a partir de 
las nociones de ambiguous loss (pér-
dida ambigua) y boundary ambiguity 
(límites ambiguos de la familia). A 
grandes rasgos, una pérdida am-
bigua puede entenderse como una 
pérdida incierta que las familias no 
pueden trascender:

The premise of the ambiguous loss theory 
is that uncertainty or a lack of information 
about the whereabouts or status of a lo-
ved one as absent or present, as dead or 
alive, is traumatizing for most individuals, 
couples, and families. The ambiguity 
freezes the grief process […] and pre-
vents cognition, thus blocking coping and 
decision-making processes. Closure is im-
possible. Family members have no other 
option but to construct their own truth 
about the status of the person absent in 

mind or body. Without information to cla-
rify their loss, family members have no 
choice but to live with the paradox of ab-
sence and presence (Boss, 2007).10

Originalmente, estos estudios se 
preocuparon por entender procesos 
de pérdida en familiares migrantes, 
adictos, pacientes con Alzheimer y 
otras enfermedades mentales dege-
nerativas; sin embargo, con el paso 
del tiempo, se han desarrollado 
una serie de estudios centrados en 
la desaparición de personas (Boss, 
2004; Faúndez et al., 2018; Robins, 
2010, 2011, 2016).

B. HERRAMIENTA DE CONTROL 
RADICAL DE LA SOCIEDAD

Entre los trabajos centrados en el 
tema de la violencia, se encuentra 
muy difundida la idea de que las 
desapariciones forzadas funcionan 
como un mecanismo o estrategia 
de gobierno y dominio sobre la so-
ciedad (Peake y Lynch, 2016) que 

10 Traducción del editor: “La premisa de la teoría de la 
pérdida ambigua refiere que la incertidumbre o la falta 
de información sobre el paradero o el estado de un ser 
querido como ausente o presente, como vivo o muerto, 
es traumatizante para la mayoría de los individuos, pa-
rejas y familias. La ambigüedad congela el proceso de 
duelo [...] y previene la cognición, bloqueando así los 
procesos de afrontamiento y toma de decisiones. El cie-
rre es imposible. Los miembros de la familia no tienen 
otra opción que construir su propia verdad sobre el es-
tado de la persona ausente, en mente o cuerpo. Sin in-
formación para aclarar su pérdida, los miembros de la 
familia no tienen más remedio que vivir con la paradoja 
de la ausencia y la presencia”.



IN
A

C
IP

E 
 • 

 2
01

9 
• R

EV
IS

TA
 M

ex
ic

an
a 

de
 C

ie
nc

ia
s 

Pe
na

le
s 

• N
úm

. 8

68

Daniel Omar Mata Lugo • Aproximaciones al estudio de las desapariciones forzadas e involuntarias

se encuentra diseñada para espar-
cir miedo y sofocar a la oposición 
(Decker, 2013). Particularmente, 
cuando se trató de desapariciones 
por motivos políticos, estas consti-
tuyeron la “expresión máxima de 
un proyecto generalizado de rees-
tructuración societal que apuntó a 
desarticular los lazos sociales y a ob-
turar cualquier instancia de partici-
pación e involucramiento” (Bravo, 
2015). También, se ha planteado 
que se trata de una “metodología de 
las desapariciones forzadas” (Crow-
der-Taraborrelli, 2013) que, en la 
misma línea que las anteriores con-
ceptualizaciones, provoca:

un vacío de función social que se expe-
rimenta en dos niveles: en el nivel de la 
familia y la comunidad al instalarse la an-
gustia y el terror en cada uno de los fami-
liares, interrumpiendo los lazos; y en el 
nivel de la sociedad en general cuando la 
irracionalidad, la incertidumbre sobre las 
reglas de convivencia, sobre los valores 
que organizan el conjunto social, inducen 
en la sociedad un estado de amenaza que 
inserta la culpa, la desconfianza y la cons-
piración en las relaciones sociales (Palma 
Florián, 2016). 

Sobre esta misma idea, también 
se han desarrollado investigaciones 
a partir de la noción de la biopolíti-
ca (Foucault, 2009). Por lo general, 
estos trabajos entienden la desapa-
rición de personas como una he-
rramienta de control social (Blair, 
2010; Gatti, 2011; Mora, 2017; 

Rozema, 2011). La biopolítica ac-
túa sobre los cuerpos; de conformi-
dad con los principios y mandatos 
sociales, “se desarrollan e imple-
mentan diversos dispositivos o tec-
nologías corporales para controlar 
y dominar los cuerpos en distintos 
ámbitos de la vida social, pero, en  
el ámbito de la guerra, los cuerpos 
no ajustados a dichos órdenes son 
‘castigados’: mutilados, violados, 
desaparecidos, asesinados, tortura-
dos” (Blair, 2010). Para Gatti (2011), 
por ejemplo, la desaparición forza-
da de los opositores a las dictaduras 
fue resultado de una agudización de 
la modernidad, del mismo proyecto 
civilizatorio que pretendía moldear 
una sociedad racional, incluso a tra-
vés de la eliminación de sus mismos 
ciudadanos.

C. DESTRUCCIÓN DEL INDIVIDUO 
Y PÉRDIDA DE LA IDENTIDAD 
PERSONAL

Finalmente, otro modo en que se 
han conceptualizado las desapari-
ciones es como la destrucción de la 
identidad de una persona. Los hi-
jos de desaparecidos durante la dic-
tadura argentina, al ser sacados de 
sus casas y apartarlos de sus fami-
lias originales y perder su identidad 
personal (Kletnicki, 2006), son un 
ejemplo de esta forma de entender 
la desaparición. 
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Por otro lado, si bien en medio de 
un conflicto, el cuerpo de un com-
batiente no identificado “desapare-
ce” en la medida en que nadie sabe 
quién es, el asesinato y posterior 
ocultamiento del cuerpo o nombre 
que la persona llevaba en vida cons-
tituye una forma de violencia di-
recta, encaminada a eliminar todo 
vestigio de quién fue; siguiendo a 
López:

el «desaparecido» es muerto anónimo, 
arrojado en fosas comunes clandestinas, 
apilado junto a otros, trasladado como 
carga terrestre o aérea y lanzado al mar. 
En este sentido, el desaparecido es un 
«nn» (No Name) junto a otros que como 
él se encuentran reducidos a una masa de 
«no identificados» (2015).

Los desaparecidos son personas 
sin cuerpo, y cuerpos sin identi-
dad (Gatti, 2012). Desde esta pers-
pectiva, existen múltiples formas 
de desaparecer. Por otro lado, los 
antropólogos forenses y las prue-
bas genéticas pueden traer de vuel-
ta a una persona desaparecida al 
identificarla. Sin embargo, para los 
familiares de una persona desapa-
recida, una identificación errónea 
puede dar lugar a una doble des-
aparición (Crowder-Taraborrelli, 
2013). Las identidades de los desa-
parecidos pueden, además, no solo 
perderse en el campo o en tumbas 
registradas con “NN”, las investiga-
ciones en pausa pueden hacer que 

las identidades desaparezcan entre 
los archivos de las procuradurías y 
fiscalías. Esto, desde luego, abre la 
interrogante sobre qué se puede ha-
cer desde el Estado para que las pér-
didas de identidad no sucedan.

V. CONCLUSIONES

En resumen, las ciencias sociales 
han buscado formas de conceptua-
lizar las desapariciones de formas 
alternas a las definiciones legales: 
pérdida ambigua, incertidumbre, 
destrucción de la identidad, o meca-
nismo de dominio son solo algunas 
de ellas. Salvo por la ciencia políti-
ca —que se centra en el estudio de 
la represión— el resto de las disci-
plinas se han aproximado a distin-
tos aspectos de las desapariciones a 
través de una pluralidad de metodo-
logías.

Un aspecto llamativo que emerge 
de la revisión de estos textos es que 
muchos de los temas pueden abor-
darse en distintos niveles. El duelo, 
por ejemplo, tiene un nivel social 
y otro psicológico. Mientras que la 
antropología se ha centrado en los 
aspectos sociales y comunitarios de 
los rituales del duelo, la psicología 
se ha encargado más de los aspec-
tos individuales, como el impacto de 
efectuar un duelo por alguien desa-
parecido en la conformación de la 
identidad personal; por este motivo, 
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consideramos que la transversali-
dad del tema de las desapariciones 
debe tener un enfoque todavía más 
multidisciplinario.

Por otra parte, conforme el tiem-
po ha transcurrido, nuevos contex-
tos y palabras se han integrado al 
campo semántico de la desapareci-
dología. Pese a su origen latinoame-
ricano, las desapariciones ocurren 
en muchos otros países; a la vez que 
transitamos de la Guerra Sucia y 
la lucha contra la “subversión” a 
la guerra contra el terrorismo y las 
drogas. A las palabras asociadas 
con las desapariciones de los 60 y 
70, se traslapan otras más, más ac-
tuales. No obstante, a pesar de es-
tos cambios, también se pueden ver 
continuidades y problemas por sub-
sanar. En este sentido, queda claro 
que, pese a la gran cantidad de ar-
gumentos que se han escrito sobre 
el tema, la ciencia social aún tiene 
mucho por explicar y con qué con-
tribuir a este fenómeno.
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Disappearance

State agreement

Institutionalization

Abstract. This work is based on 
previous studies on the processes 
of  institutionalization of  human ri
ghts in specific contexts (Ansolabe
here, Valdés and Váz quez, 2015); in 
which the relationship between the 
institutionalization of  human rights 
and state agreements is highlited. In 
this case, emphasis is placed on the 
institutionalization of  care for the 
disappearances of  people within 
the framework of  particular state 
agreements.

Desaparición

Acuerdo estatal

Institucionalización

Resumen. Este trabajo se sustenta 
en estudios previos sobre los pro
cesos de institucionalización de 
derechos humanos en contextos es
pecíficos (Ansolabehere, Valdés y 
Váz quez, 2015); en los que se des
taca la relación entre instituciona
lización de derechos humanos y 
acuerdos estatales. En este caso,  la 
institucionalización de la atención 
de las desapariciones de personas 
en el marco de acuerdos estatales 
particulares. 
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SUMARIO:

I. Introducción. II. La institucio-
nalización de derechos humanos. 
III. Conclusiones. IV. Fuentes de 
consulta.

I. INTRODUCCIÓN

¿Cómo es que la institucionaliza
ción de respuestas estatales ante las 
violaciones graves de derechos hu
manos —en este caso, las desapa
riciones— se insertan en acuerdos 
estatales particulares? Este es el cues
tionamiento que articula el presente  
trabajo. El origen de la reflexión, 
que aquí se presenta, es entender la 
manera en que se ha modificado la 
política estatal frente al problema 
de las desapariciones. En este co
mento, se identifican diferentes hi
tos: un rastreo de evidencia que se 
ha caracterizado por la ausencia de 
políticas en casi tres décadas y, lue
go, una de institucionalización que 
conlleva una complejización cre
ciente de las respuestas que involu
cra a diferentes áreas del Estado, las 
cuales, sin embargo, ocupan luga
res marginales respecto del acuerdo 
estatal vigente. En pocas palabras, 
hay más dependencias involucradas 
con el tema que el lugar que estas 
ocupan respecto de los temas cen
trales del acuerdo estatal.

Este artículo sostiene que las di
ferentes institucionalizaciones de la 
desaparición responden a la visibi
lización del problema en diferentes 
momentos, al tipo de coaliciones 
que se conforman para incidir so
bre el proceso de toma de decisio
nes y a la recepción dentro de los 
diferentes acuerdos estatales en que 
se enmarcan. 

La aproximación que se propo
ne aquí, implica un desplazamiento 
de la atención de la conducta estatal 
por acción o por omisión en la co
misión de desapariciones, para con
centrarse en las modificaciones que 
la atención del problema produce a 
su estructura y a los acuerdos a par
tir de lo que articula el Estado. El 
resultado de este análisis contribuye 
a la focalización de las acciones de 
incidencia.

Este artículo se conforma de la si
guiente manera. En primer lugar, se 
desarrollará el marco conceptual, a 
partir del cual se estructura el análi
sis. En segundo lugar, se especificará 
el argumento que se va a sostener y 
la evidencia empírica que se presen
tará. En tercer lugar, se realizará un 
recuento del fenómeno de las desa
pariciones en México en los últimos 
50 años. En cuarto lugar, se realiza
rá un recuento de la manera en que 
el orden jurídico recogió el tema y 
la forma en que afectó a la estructu
ra estatal. En quinto lugar, se reali
zará un estudio sobre la manera en 
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que la institucionalización modificó 
el paisaje del Estado. Finalmente, se 
presentan las conclusiones.

II. LA 
INSTITUCIONALIZACIÓN DE 
DERECHOS HUMANOS

Este trabajo se inserta en una pre
ocupación sobre las características 
de los procesos de institucionaliza
ción de diferentes derechos huma
nos para atender el problema de 
la desaparición de personas. Uno 
de los rasgos principales de las últi
mas cuatro décadas es la expansión 
del reconocimiento legal de dere
chos humanos y la construcción de 
dependencias estatales y políticas 
públicas relacionadas con dicho re
conocimiento (Anaya, 2009). 

La institucionalización de dere
chos humanos —en este caso, la de 
acciones relacionadas con la desa 
parición de personas— supone 
cambios tanto en la estructura del 
Estado como en el desarrollo de po 
líticas públicas, la adaptación de 
instituciones, el reconocimiento de 
nuevos sujetos políticos, etc. Este 
proceso de cambio, como es de es
perarse, no se produce en un vacío, 
sino que se superpone con niveles 
de disfrute de derechos preexisten
tes, a los acuerdos e inercias orga
nizacionales de diferentes agencias 
estatales ya existentes, y a políticas 

de garantía de derechos, también 
existentes. Esto no implica supo
ner que los impulsos de institucio
nalización no tienen efectos sobre 
esos arreglos, sino más bien signifi
ca asumir que esta es una relación 
tensa entre cambio y mantenimien
to del status quo. En pocas palabras, 
si bien es cierto que gran parte del 
esfuerzo en materia de protección 
de derechos humanos está vincula
da con estandarizar la protección, 
la práctica indica que son altamen
te sensibles a los acuerdos estatales 
en los que tienen lugar.

Este punto de vista enfatiza que la 
manera en que se abordan los pro
blemas en este respecto condensa 
diferentes elementos: a) las obliga
ciones internacionales adquiridas 
por los países; b) las particularida
des del contexto y el momento, las 
cuales son relevantes para moldear 
cómo se entiende un problema de 
derechos humanos (en este caso 
las desapariciones) y operan para 
facilitar u obstaculizar la institu
cionalización de los mismos y las 
posiciones relativas en el entramado 
estatal de la constelación de orga
nismos en que se plasman; final
mente, c) la relevancia de los temas 
de derechos humanos en el marco 
de los diferentes acuerdos estatales. 
Por ejemplo, no es lo mismo apro
ximarse al problema de las desapa
riciones en el marco de una crisis, 
cuando la reducción de la violencia 
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y la seguridad pública son prioridad 
política, que cuando el problema 
sucedió en el pasado y la priori
dad de los actores políticos es llevar 
adelante un proceso de transición 
democrática o implementar un tra
tado de paz (Skaar, García-Godos 
y Collins, 2017). Esta aproximación  
a la institucionalización de dere
chos humanos pone especial énfasis 
en las maneras en que el Estado, en 
un momento determinado, procesa 
demandas, presiones, problemas y 
obligaciones en la materia y cómo 
es que eso se plasma en institucio
nes y acciones.

Lo anterior se traduce en una 
configuración de instituciones de 
derechos humanos diferentes, de 
acuerdo con la manera en que se 
enmarque el problema frente al cual 
se crean. Igualmente, son diferentes 
las secuencias en las que se produ
cen trayectorias de la narrativa de 
un problema de derechos humanos 
que, de alguna manera, repercu
te no solo en la creación, sino tam
bién, en la centralidad del lugar del 
Estado en que se incorporan.

El proceso, así entendido, im
plica que las instituciones de dere
chos humanos no solo expresan un 
equilibrio de poder en un momen
to determinado (lo que, en todo 
caso, podría explicar el surgimien
to de una institución), sino ideas 
sobre lo adecuado y los recursos 
que se desarrollan en el tiempo y 

enfrentan inercias que se materiali
zan en los diferentes acuerdos esta
tales. Las desapariciones no son la 
excepción.

Una parte de la literatura so
bre institucionalización de dere
chos humanos se ha concentrado 
en identificar las formas que es
tas han adquirido; y, la otra parte, 
se ha dedicado a mostrar cómo es 
que las características de la institu
cionalización de los derechos hu
manos responden a relaciones de 
poder específicas en un momen
to determinado (Stammers, 2009). 
Sin descartar la importancia de las 
relaciones de poder en este proce
so, hay que prestar atención a que 
el acuerdo estatal permite observar 
que, además de las relaciones de po
der en un momento específico, las 
inercias ideológicas e institucionales 
importan para comprender los pro
cesos de institucionalización.

Este proceso puede ser abrup
to o gradual y puede convivir de 
manera distinta con los acuerdos 
estatales. Por ejemplo, las institu
ciones resultantes pueden ocupar 
un lugar central o periférico respec
to del acuerdo estatal. En un con
texto signado por el incremento de 
la violencia, si las desapariciones  
se comprenden como una forma de 
expresión de esa violencia, ten
drán consecuencias diferentes si se 
les consideran como daños colate
rales en el cumplimiento de otros 
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objetivos, por ejemplo, la lucha con
tra organizaciones criminales.

Las instituciones creadas en estos 
procesos hacen diferentes cosas: re
cogen información, tipifican como 
delito una conducta, crean depen
dencias para atender a las víctimas, 
generan un sistema de búsqueda, 
etcétera.

La institucionalización de dere
chos humanos se integra con ma
yor o menor centralidad, mayor o 
menor resistencia y mayor o menor 
inercia en un acuerdo estatal. 

Una parte fundamental de la na
rrativa contemporánea sobre dere
chos humanos está vinculada con 
el Estado. Una gran parte del es
fuerzo de los movimientos prodere
chos y del monitoreo internacional 
está destinada a señalar conductas 
estatales contrarias a los derechos 
humanos, promover la constitucio
nalización de los mismos, lograr 
el reconocimiento legal de nuevas 
prácticas, así como crear institu
ciones que los garanticen, los pro
muevan y los protejan, generar 
diferentes estándares de decisión 
pública, etcétera; es decir, apuntan 
al Estado. El campo vinculado con 
las desapariciones no es una excep
ción, aunque es importante aclarar 
que hay lugares del Estado más sen
sibles a estos temas que otros; por 
lo cual es relevante pensar al Estado 
como un espacio no homogéneo 
(Jessop, 2010).

En consonancia con esta aproxi
mación a la institucionalización de 
derechos humanos como un proce
so sensible al contexto y al entorno 
estatal en el que se insertan, las prin
cipales dimensiones que se analiza
rán a continuación son: el contexto 
y las características de las desapari
ciones, con el propósito de caracte
rizar los momentos de desaparición 
en el país; las características del 
acuerdo estatal durante el período 
analizado y, por último, la secuencia 
de institucionalización del proble
ma de la desaparición y la relación 
entre desapariciones, acuerdo esta
tal e institucionalización.

A. LAS DESAPARICIONES EN MÉXICO. 
DE LA GUERRA SUCIA A LA GUERRA 
CONTRA EL NARCO

Se encuentra bien documentado 
que la utilización de la desaparición 
como repertorio no es nuevo en 
México. Hay tres momentos, en las 
últimas cinco décadas, que estudios 
y reportes diversos coinciden en se
ñalar como críticos. El primero es, 
por supuesto, la denominada Gue
rra Sucia; o, mejor dicho, la repre
sión contra el movimiento armado 
socialista. El segundo tiene lugar en 
la década de los 90 e incluye el le
vantamiento zapatista en Chiapas 
y otros eventos con racionalidades 
diferentes, como la desaparición de 
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mujeres o migrantes. El tercero, que 
estamos viviendo, sobre el cual exis
te consenso de establecer su punto 
de inicio en 2006, con la estrategia 
de la guerra contra el narco tráfico, 
supuso la militarización de tareas de 
seguridad pública y de combate al 
crimen organizado.

Según diferentes fuentes de in
formación, las personas desapareci
das desde el final de los años 70 a 
los 80 (siglo xx) oscilan entre las casi  
500 personas y el millar. El Comité  
Eureka documentó 480 personas; 
la Asociación de Familiares de De 
tenidos Desaparecidos y Víctimas 
de Violaciones a los Derechos 
Humanos en México (afadem), 1 000 
personas; y, según el Informe 
Especial elaborado por la cndh, en 
2001 se registran 532 casos. En es
tos eventos, caracterizados como te-
rrorismo de Estado (Lozano y Serrano, 
2015), los perpetradores fueron 
agentes estatales, fundamentalmen
te, las fuerzas armadas, en el marco 
de un plan de contrainsurgencia al 
movimiento armado socialista. 

Salvando las diferencias del con
texto político, el modelo fue similar 
al implementado por las dictaduras 
militares del Cono Sur. Las desapa
riciones fueron parte de una estra
tegia del Estado para eliminar a la 
oposición política de izquierda, gue
rrillas urbanas o rurales y sus bases 
de apoyo. Quienes desaparecieron 
fueron jóvenes militantes políticos y 

el principal método para perpetrar 
la desaparición fueron detenciones 
ilegales en cárceles oficiales o clan
destinas. Hoy se sabe de las similitu
des entre el modelo mexicano y el 
de las dictaduras del Cono Sur; in
cluye el inicio en México de los vue-
los de la muerte desde la base militar 
de Pie de la Cuesta, en el estado de 
Guerrero, en los que se arrojaron al 
mar a las personas ilegalmente dete
nidas, hoy desaparecidas. 

Este patrón de actuación, que 
fue negado desde el Estado durante 
mucho tiempo, tuvo como correla
to la organización de los familiares 
de las víctimas directas de desapa
rición. La organización emblemá
tica fue el Comité Pro Defensa de 
Presos Perseguidos, Desaparecidos 
y Exiliados Políticos, así como el 
Comité Eureka, fundado en 1977 
por Rosario Ibarra de Piedra, ma
dre de Jesús Piedra Ibarra, desapa
recido en 1974, en Nuevo León. 

Esta organización, que reunió 
a varias familias de personas desa
parecidas y otras víctimas de la re
presión de Estado, fue clave en la 
visibilización temprana del fenóme
no, con sus diferentes repertorios 
de demanda, como fue la huelga de 
hambre que realizaron en 1977 fren
te a la Catedral Metropolitana, que 
culminó con una amnistía para los 
presos políticos y la visita a México 
del secretario general de Amnistía 
Internacional (Ziccardi, 2009).
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No obstante, al día de hoy el de
nominador es la falta de la verdad, 
justicia y reparación frente a estas 
violaciones de derechos humanos.

El segundo momento —registra
do por la literatura como significati
vo en la estrategia de desaparición 
por parte del Estado— fue la déca
da de 1990. De acuerdo con la in
vestigación realizada por Adriana 
Pozos (2018), en este momento se 
observan dos modalidades de desa
parición: la primera —que podría
mos llamar “clásica”— vinculada 
con las tácticas contrainsurgentes 
(utilizadas en los 70) frente al le
vantamiento del Ejército Zapatista 
de Liberación Nacional (ezln) en 
enero de 1994 y al Ejército Popular 
Revolucionario (epr) en Guerrero 
(en 1996); el segundo estuvo en
carnado por la desaparición de 
mujeres en Ciudad Juárez, que su
ponía una modalidad diferente de la  
desaparición porque el objetivo no 
era la contrainsurgencia, y los per
petradores no siempre eran agentes 
de Estado. 

Las desapariciones cometidas 
en contra de integrantes y bases de 
apoyo de estos dos grupos armados 
del sur del país siguen el modelo de 
eliminación de la oposición política 
de izquierda. Las víctimas, otra vez, 
son militantes políticos articulados 
a través de demandas contrarias a 
las reformas en el modelo económi
co que estaban teniendo lugar. No 

obstante, hay que señalar, que este 
tipo de violaciones de derechos hu
manos fueron más selectivas en este 
momento. En el caso de Chiapas, 
la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, en un estu
dio de fondo, deja constancia de la  
desaparición de tres indígenas  
tzotziles por parte del Ejército de 
México, a quienes torturaron y 
enseguida subieron a un vehículo 
militar. Posteriormente, serían en
contrados asesinados. Una situación 
similar se presentó con miembros 
del epr en Oaxaca.

El segundo modelo, el de Ciudad 
Juárez, da cuenta de un nuevo tipo 
de desapariciones (Gatti, 2017), 
en el que las víctimas no son opo
sitores políticos, sino que tienen 
otras características vinculadas con  
situaciones de vulnerabilidad es
tructural. En este caso, las víctimas 
fueron mujeres pobres, en su ma
yoría trabajadoras en las maquilas 
del lugar. De acuerdo con las ci
fras existentes, aproximadamente 
600 mujeres fueron desaparecidas 
(Pozos, 2018), y casi 400 asesinadas 
por motivos de género. Los perpe
tradores, según la documentación 
existente, no son agentes estatales 
en un número importante de casos, 
aunque se hace referencia a redes 
de complicidad entre perpetrado
res y agentes estatales que hacen 
posible la comisión de estos actos 
de violencia.
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El denominador común entre 
ambos modelos es la falta de la ver
dad, justicia y reparación frente a 
estas violaciones de derechos huma
nos, así como la ausencia de preven
ción cuando se tiene información 
de los patrones predominantes.

El asesinato y la desaparición de 
mujeres en la frontera norte del país 
adquirió un nivel de visibilidad na
cional e internacional que da cuenta 
de la existencia de un movimiento 
previo de mujeres en la zona, con 
amplias redes internacionales y lo
cales (Blancas, 2004). Las organiza
ciones de familiares de las jóvenes 
asesinadas o desaparecidas también 
surgieron y son elementos clave en 
la búsqueda de justicia por estos ca
sos: Justicia para Nuestras Hijas y 
Nuestras Hijas de Regreso a Casa 
son exponentes de este tipo de or
ganización. La densidad de la red 
articulada alrededor de este caso 
derivó no solo en una amplia pre
sión internacional al Estado mexi
cano (Anaya, 2012), sino también 
en importantes cambios institucio
nales para atender las demandas 
concretas y difusas sobre la violen
cia en contra de las mujeres. La Ley 
sobre el Derecho de las Mujeres 
a una Vida Libre de Violencia, de 
2007, es uno de los resultados de ins
titucionalización de este movimien
to y los procesos de demanda. Otro 
denominador común es la falta de 
la verdad, justicia y reparación en 

relación a estas violaciones de dere
chos humanos.

El tercer momento es el ac
tual. De acuerdo con las últi
mas cifras —reportadas por el 
Registro de Personas Extraviadas y 
Desaparecidas— aproximadamen
te 40 000 personas están reportadas 
como desaparecidas. 

Esta crisis de desapariciones co
mienza a agudizarse en 2007 y, des
de 2011, se mantiene en una meseta 
en los niveles más altos: durante 
este período han ascendido, pero 
no han disminuido. Si bien hay en
tidades federativas con una mayor 
concentración de desapariciones —
por ejemplo, Tamaulipas, el Estado 
de México, o Veracruz—, es un fe
nómeno generalizado en el país, 
aunque con características locales 
importantes.

Existe consenso en la literatura 
sobre el tema en señalar que estas 
desapariciones están directamen
te asociadas con la denominada  
gue rra contra el narcotráfico, inicia
da por el presidente Felipe Calderón 
Hinojosa en 2009. Esta consistió en 
la expansión de la militarización en 
el proceso de lucha contra el nar
cotráfico (Observatorio sobre desa
pariciones e impunidad en México, 
2017). Sin embargo, la relación en
tre guerra contra el narcotráfico 
y desapariciones no es unilineal. 
Diferentes centros de poder utilizan 
la estrategia de desaparición. Estas 



IN
A

C
IP

E 
 • 

 2
01

9 
• R

EV
IS

TA
 M

ex
ic

an
a 

de
 C

ie
nc

ia
s 

Pe
na

le
s 

• N
úm

. 8

92

• Instituciones periféricas. La política sobre desaparición en el paisaje del Estado mexicano
Karina M. Ansolabehere

son un recurso que utiliza el Estado 
para eliminar al enemigo actual; los 
grupos criminales, para eliminar a 
sus rivales; y ambos, para contro
lar a la población civil. También se 
observa que participan agentes es
tatales de diferentes niveles, en oca
siones cumpliendo su función de 
represión, y otras veces como parte 
de redes del crimen organizado. 

Desaparece, sobre todo, pobla
ción joven de sectores sociales bajos, 
y el motivo no siempre está claro 
(Observatorio sobre desapariciones 
e impunidad, 2018). Asimismo, en la 
mayoría de los casos no tienen mi
litancia política o social. Hoy, las 
desapariciones son el resultado si
milar de procesos diferentes que dan 
cuenta de un régimen de violencia 
compleja.

Igualmente, tienen (y tuvieron) 
lugar desapariciones similares a 
las que se han denominado como 
“clásicas”: han desaparecido a pe
riodistas, así como a defensoras y 
defensores de derechos humanos 
que ejercen resistencia a proyec
tos que implican despojo de recur
sos naturales de comunidades, por 
ejemplo. 

Aunque los resultados de investi
gaciones originales apuntan a esta 
dinámica multidireccional, en la 
narrativa oficial las desapariciones 
son predominantemente concebi
das como el resultado de las dispu
tas entre grupos criminales, aunque 

existe una amplia controversia por 
el sentido. 

La generalización e intensidad de 
las desapariciones, en los últimos 13 
años, ha traído aparejado un amplio 
proceso organizativo por parte de 
los familiares de las personas desa
parecidas. Estos, como sus pares del 
Comité Eureka, o quienes buscan a 
sus hijas en Ciudad Juárez, han for
mado más de 80 colectivos a lo lar
go y ancho del país. Algunos de ellos 
trabajan en plataformas más am
plias, por ejemplo, el Movimiento 
por Nuestros Desaparecidos u otros 
cercanos a organizaciones locales 
con amplia trayectoria, como es el 
caso de amores (Agrupación de 
Mujeres Organizadas por los Eje 
cutados, Secuestrados y Desapa- 
recidos), que trabaja estrechamente 
con cadhc (Ciudadanos en Apoyo 
a los Derechos Humanos A.C.), en 
Nuevo León; o bien, fundec (Fuer- 
zas Unidas por Nuestros Desapa 
recidos en Coahuila), que tiene una 
estrecha relación con el Centro 
Diocesano Fray Juan de Larios, en 
Coahuila (Martos y Jaloma, 2017).1 

1 Por otra parte, no puede dejar de destacarse que, dada 
la crisis de violencia en el país, la organización de fa
miliares se vincula con dos detonantes. El primero, el 
Movimiento por la Paz con Justicia y Dignidad, enca
bezado por el poeta Javier Sicilia, que en 2011, a través 
de la Caravana del Consuelo, puso en evidencia la mag
nitud del problema de la violencia y de sus víctimas en 
el país. El segundo, la desaparición de los 43 estudiantes 
de la Escuela Normal de Ayotzinapa, que puso en evi
dencia el involucramiento del Estado —en sus diferentes 
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Este breve análisis de las desa
pariciones es ilustrativo acerca de 
varios puntos. El primero es que la 
desaparición es una práctica per
sistente por parte de agentes de las 
fuerzas armadas y de seguridad del 
Estado mexicano en sus tres niveles 
de gobierno, así como por grupos 
que han operado con aquiescen
cia del Estado durante las últimas 
cinco décadas. Sin embargo, en la 
última década, la intensidad y ge
neralización de estas creció expo
nencialmente y no se observa una 
tendencia decreciente. Además, los 
agentes estatales se suman a otros 
actores poderosos que se valen 
del repertorio de las desaparicio
nes para lograr diferentes tipos de 
objetivos. 

Más allá de su persistencia, en
contramos tres picos de desapa
rición: uno, en la década del 70, 
localizado fundamentalmente en 
Guerrero (60%), en donde las vícti-
mas son opositores políticos de iz
quierda; otro, en la década del 90, 
en el que se superponen dos mode
los —el orientado a la eliminación 
de miembros de grupos insurgentes 
en Chiapas y Oaxaca y el localizado 
en Ciudad Juárez, en el que las vícti
mas son mujeres, mayoritariamente 

niveles— en el caso, así como sus relaciones con los gru
pos del crimen organizado; pero que también provocó 
un ciclo de indignación colectiva que abrió la puerta 
al proceso de institucionalización que tuvo lugar entre 
2015 y 2017.

pobres y trabajadoras de la indus
tria de la maquila —, y tercero, cuyo 
ciclo no se ha cerrado —el cual es 
generalizado en la mayor parte del 
país— en el que una parte impor
tante de las víctimas son personas 
jóvenes, con bajos recursos econó
micos y solo educación básica, aun
que persiste también el modelo de 
eliminación de las voces disidentes, 
a través de la desaparición de perio
distas y defensoras o defensores de 
derechos humanos.

Los diferentes picos muestran un 
cambio en los motivos de las desa
pariciones: desde motivaciones po
líticas a otras causas difusas (de tipo 
económico o de consolidación del 
poder territorial); y de un modelo 
unidireccional, en el que los moti
vos son relativamente homogéneos 
(como lo son los perpetradores), a 
un modelo multidireccional, en el 
que los perpetradores son diversos; 
las relaciones entre perpetradores 
son complejas y los motivos para 
desaparecer a las personas son va
riados y todavía no están claramen
te delineados.

Una vez que se ha bosquejado el 
contexto de las desapariciones, en  
la sección siguiente se revisa la se
gunda categoría relevante en el 
marco analítico propuesto: las ca
racterísticas del acuerdo estatal.
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B. ACUERDO ESTATAL EN MÉXICO 

Además del contexto vinculado con 
el problema que la institucionaliza
ción busca atender, la otra dimen
sión que consideramos relevante 
para el análisis es el acuerdo estatal. 
Según Valdés (2010), este acuerdo 
estatal hace referencia a “la estruc
tura de arreglos principales de dis
tribución de poder y recursos entre 
los miembros de una alianza o coa
lición gobernante a lo largo de un 
periodo determinado de tiempo. 
Este lapso se acota por la duración 
de esos arreglos”. Los rasgos cen
trales se vinculan con la distribu
ción de poder y recursos. El bloque 
está compuesto por actores políti
cos, económicos, militares, sociales 
y culturales. Estas alianzas son re
levantes por su capacidad de mo
vilizar recursos en determinado 
sentido e, incluso, por aceptar refor
mas y otorgarles un lugar marginal 
en las prioridades. 

El apoyo al acuerdo estatal no 
solo proviene de los actores cen
trales, sino también de sectores 
periféricos (pero claves en el mante
nimiento del equilibrio) como, por 
ejemplo, sindicatos u organizaciones 
sociales. En este marco, podríamos 
considerar que hay arreglos que son 
centrales en el acuerdo estatal; por 
ejemplo, la política salarial, y otros 
que son periféricos, pero que es ne
cesario realizar para poder procesar 

diferentes tipos de conflictos; este es 
el caso de la institucionalización de 
acciones frente a la desaparición en 
México.

La referencia al acuerdo estatal 
tiene dos particularidades. En pri
mer lugar, asume que en un período 
determinado los acuerdos entre po
derosos pueden variar. Lo que era 
importante en un momento, por 
ejemplo, el control de la competen
cia política, puede no serlo en otro 
en el que se opta por una apertura y 
pluralización de la primera. En se
gundo lugar, si bien los temas princi
pales del acuerdo estatal se vinculan 
con la correlación entre poderes, la 
relación con la ciudadanía, el rol del 
Estado en la economía, el modelo 
de inclusión social (vinculado con la 
igualdad en sus diferentes manifes
taciones), no necesariamente existe 
un absoluto consenso entre todos 
los miembros del acuerdo sobre to
dos los aspectos de este; y, además, 
pueden surgir cuestiones emergen
tes que modifican el paisaje de ese 
acuerdo y crean nuevas tensiones.

Los actores centrales del acuerdo 
son, por supuesto, los partidos po
líticos, pero también se encuentran 
los grupos empresariales, las fuerzas 
armadas, las organizaciones de la 
sociedad civil, los intelectuales.

En México, durante el período 
analizado, se pueden identificar dos 
acuerdos estatales y uno que está en 
sus albores, el cual inició en 2018 
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con el triunfo electoral de Andrés 
Manuel López Obrador. El primer 
acuerdo estatal, vigente en los 70, 
se puede caracterizar como auto-
ritarismo incluyente, basado en prác
ticas corporativas (Bizberg, 1990). 
Mucho se ha escrito sobre esto 
y no es el objetivo de este trabajo 
repasar, una vez más, estas carac
terísticas más allá de las que se con
sideran relevantes para el propósito  
del presente análisis. El centro de 
este acuerdo —y su principal par
ticularidad— consistió en que un 
partido hegemónico, a través de un 
modelo de control corporativo, or
denaba a los sectores empresaria
les, sociales y sindicales. Todo esto, 
en un contexto de restricción de la 
competencia política que garantiza
ba al partido hegemónico, a través 
de elecciones periódicas, no solo te
ner la presidencia de la República, 
sino también el Congreso, las en
tidades federativas y las municipa
lidades. Las principales tensiones 
políticas se procesaban al interior 
del partido.

En este marco, la cooptación, 
contención y represión de la opo
sición política fue clave. De he
cho, es bien conocido el rol de la 
Dirección Federal de Seguridad 
—dependiente de la Secretaría de 
Gobernación— en el espionaje, in
filtración y eliminación de oposito
res políticos. Todos los análisis de la 
denominada Guerra Sucia hacen 

referencia al rol de esta instancia 
(Lozano y Serrano, 2015) como 
central en la represión de opositores 
políticos, y, en este sentido, artífice 
de las desapariciones junto con las 
fuerzas armadas.

En el marco de este acuerdo, se 
produjo el primer pico de desapari
ciones al que se hizo referencia. La 
estrategia de desaparición, aquí fo
calizada, operó como un mecanis
mo de control y eliminación de un 
“enemigo” que desafiaba el status 
quo político, económico y social.

El segundo acuerdo estatal tuvo 
lugar durante el período que pue
de denominarse neoliberal transicional. 
Su punto de partida fue el gobierno 
de Miguel de la Madrid, en 1982, 
y la crisis de la deuda externa que 
enfrentó el país. La disciplina fiscal,  
la liberalización de la economía  
y la internacionalización de la mis
ma, así como la contención de los 
salarios, son el rasgo fundamental 
del período. La “modernización” y 
el crecimiento económico, a través 
de la generación de condiciones de 
“competitividad” para atraer inver
siones, se constituyen en la preocu
pación central de los actores clave 
del acuerdo estatal (no sin tensio
nes). El centro de la preocupación 
política estuvo dado por las refor
mas económicas que generaron un 
nuevo equilibrio y actores empre
sariales con mayor nivel de autono
mía (Ugalde, 1997). 
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En este marco de cambio del 
modelo económico, tuvo lugar un 
proceso de liberalización política, 
iniciado con la reforma de 1977, y 
que continuará hasta el año 2000, 
con la alternancia que dio el triun
fo al Partido Acción Nacional. Este 
proceso lentamente abrió el espacio 
a la competencia política y el pano
rama de distribución del poder en el 
país comenzó a cambiar (Merino y 
Valenzuela, 2003). 

También, como correlato de la 
apertura económica y la liberali
zación política, comenzó una serie 
de reformas judiciales orientadas a 
“fortalecer” el Estado de derecho y 
culminaron con una reforma cons
titucional en 1994 que establece ba
rreras entre la justicia y la política, 
a través del método de selección de 
jueces y ministros de la Suprema 
Corte de Justicia, pero, sobre todo, 
instituye a la Suprema Corte de 
Justicia como árbitro para la resolu
ción del conflicto entre poderes del 
Estado y entre mayorías y minorías 
políticas (Helmke y Ríos-Figueroa, 
2011).

En este contexto, se observa un 
fortalecimiento de las organizacio
nes de la sociedad civil, entre ellas 
las de derechos humanos (Olvera 
y Olvera, 2003). Es en el marco de 
este acuerdo estatal cuando algunas 
demandas sociales comenzaron a 
articularse como demandas de de
rechos humanos, y en este campo 

inició su configuración (López, 
2015). No solo la representación po
lítica se pluralizó, sino que también 
las formas de organización social y 
los meca nismos de articulación de 
deman das sociales se complejizaron.

La resistencia al modelo econó
mico y al autoritarismo político es
tuvo en el centro de las demandas 
del Ejército Zapatista de Liberación 
Nacional, en su levantamiento en 
Chiapas, en 1994. La estrategia de 
comunicación utilizada por el mo
vimiento no solo visibilizó lo que es
taba ocurriendo en ese estado del 
país, sino que también generó reso
nancia y redes de apoyo internacio
nales. En este entorno, tuvo lugar 
una de las primeras experiencias de 
monitoreo internacional intenso de 
las acciones del gobierno de México 
en materia de derechos humanos 
(Anaya, 2012).

El segundo pico de desaparicio 
nes, en buena parte, tuvo lugar du
rante este período, aunque las de
mandas que se hicieron al Estado 
desde la sociedad civil no necesa
riamente se enmarcaron alrededor 
de este tema, sino que fue central la 
agenda de la democratización y la 
violencia de género.

El tercer acuerdo estatal es simi
lar al anterior en lo económico; sin 
embargo, desde el punto de vista 
político, supuso una diferencia en la 
medida en que se incrementó la com
petencia partidista. El anterior par 
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tido hegemónico permaneció como 
un actor central en el espacio polí
tico. No obstante, se observó una 
mayor distribución del poder en
tre las principales fuerzas políticas. 
De hecho, esta preocupación por 
la pluralidad política se expresó en 
las numerosas reformas electorales 
orientadas a generar consenso acer
ca de las reglas del juego electoral. 
La priorización de la competitivi
dad económica y la contención de 
la pobreza fueron los rasgos distinti
vos de la mirada del desarrollo eco
nómico y la integración social. 

En línea con la apertura econó
mica a los mercados internaciona
les, también se observó en esta etapa 
(al menos en los primeros años de 
esta) un cambio en la política exte
rior de derechos humanos, que no 
solo promovió los derechos a ni
vel internacional, sino que se abrió 
al monitoreo y escrutinio externos 
en la materia (Saltalamacchia y 
Covarrubias, 2011). 

Durante todo el período estudia
do, las fuerzas armadas han sido ac
tores relevantes en el mantenimiento 
del acuerdo estatal; en este período, 
con el aumento de los niveles de dis
puta entre grupos vinculados con el 
trasiego de drogas, que llevó apare
jado un aumento de los niveles de 
violencia, se observó un despliegue 
mayor de las fuerzas armadas para 
el combate al narcotráfico. A las ac
tividades de erradicación de cultivos 

y de control de las zonas rurales que 
normalmente realizaban, se suma
ron tareas de seguridad pública que 
se plasmaron en operativos mili
tares o conjuntos con la policía fe
deral y las policías locales (Benítez, 
2018). Las fuerzas armadas gana
ron centralidad en el acuerdo es
tatal como actores de veto y como 
actores centrales frente al incremen
to de la violencia. Esta tendencia es 
interesante. Si bien las disputas en
tre grupos criminales tienen una 
raíz económica e, incluso, política 
—fundamentalmente, por el con
trol de mercados y territorios—, la 
respuesta priorizada es militar.

Es evidente que, a lo largo del 
período, el porcentaje de población 
que considera que el principal pro
blema que padece es la seguridad 
se incrementa y se equipara con 
las personas que consideran que el 
principal problema es el económico. 
En síntesis, lo que vemos es que uno 
de asuntos claves de la agenda —no 
solo gubernamental, sino también 
pública— es lo relativo a la seguri
dad que tiene como correlato.

Si bien al inicio del período había 
expectativa respecto de la realiza
ción de una reforma del Estado que 
desmontara al propio Estado autori
tario, esto no fue así (Valdés, 2010). 
La procuración de justicia, uno de 
los espacios más claramente señala
dos como deficientes y focos de vio
laciones de derechos humanos, no 
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fue modificada hasta 2008 y las re
formas recién entraron en funciona
miento en 2016 (Michel, 2018). En 
las entidades federativas, con algu
nas excepciones, el panorama es el 
mismo; y a esto se agrega que, en casi 
un 20% de ellas (Coahuila, Hidalgo, 
Estado de México, Campeche 
y Colima) todavía no ha habido  
alternancia política. Igual sucede 
con las fuerzas armadas: con la al
ternancia, no tuvo lugar una refor
ma para adecuar sus prácticas a la 
nueva situación política (Benítez, 
2018). Algo similar sucede con la 
democracia sindical (Bensusán y 
Middlebrook, 2013) o la reforma 
educativa.

Paradójicamente, o no, en este 
período tiene lugar una reforma 
constitucional en materia de de
rechos humanos, en 2011. Esta 
reforma incorpora los tratados in
ternacionales que contengan dis
posiciones de derechos humanos al 
mismo nivel de la Constitución y, 
además, establece el principio pro 
persona como pauta de interpre
tación (Carbonell y Salazar, 2011). 
El poder judicial federal, específica
mente la Suprema Corte de Justicia, 
ejerció un liderazgo en los primeros 
cuatro años posteriores a la reforma 
en la difusión de estos cambios al in
terior del poder judicial.  

Por su parte, las organizacio
nes de la sociedad civil aumentan, 
se diversifican, se profesionalizan e 

impulsan diferentes causas. El in
cremento de la visibilidad e im
portancia de las organizaciones 
de mujeres, derechos humanos, 
medioambiente, derechos indíge
nas, niñez, diversidad sexual, dere
chos sociales, seguridad, entre otras, 
es significativo. Algunas, incluso, se 
constituyen en interlocutoras privi
legiadas para el desarrollo de políti
cas públicas y su monitoreo.

En síntesis, en este período, si 
bien se mantiene el consenso respec
to del modelo económico, cambia 
el panorama político, se pluraliza el 
juego electoral y la distribución del 
poder entre partidos políticos. Se 
fortalece, diversifica y activa la so
ciedad civil, pero también aumen
tan los niveles de violencia; y, con 
ello, las violaciones de derechos hu
manos en el país, al punto de califi
carse la situación como de crisis de 
derechos humanos (Anaya y Frey, 
2019). Es en este contexto que las 
fuerzas armadas, que siempre han 
sido un actor relevante, realzan su 
influencia.

Una vez que ha quedado desa
rrollado el contexto de las desapa
riciones, y los diferen tes acuerdos 
estatales en los que se insertan, en 
la sección siguiente se analiza la se
cuencia de institucionalización del 
problema de las desapariciones. 
Para esto, se revisan los hitos prin
cipales en este proceso. 
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C. LA INSTITUCIONALIZACIÓN DE 
LAS DESAPARICIONES. DE DELITO A 
SISTEMA

En este apartado se rastrea la ins
titucionalización del tema de las 
desapariciones, tanto en el marco 
jurídico como en las dependencias 
del Estado federal y local o la emi
sión de posiciones relevantes res
pecto del tema. A fin de cumplir 
con este propósito, se identificaron 
eventos considerados como clave 
(Tilly, 2002).

El proceso de institucionaliza
ción de las desapariciones tuvo la 
dinámica siguiente:

1969 
• Primer caso documentado de de 

saparición forzada.

2001
• Suscripción de la Convención 

Interamericana Sobre Desapari
ción Forzada de Personas.

• Tipificación de la desaparición 
forzada en el código penal. (art. 
215-A, B).

 
2001
• Informe Especial  de la Comisión 

Nacional de Derechos Huma
nos sobre las Quejas en Mate
ria de Desapariciones Forzadas 
Ocurridas en la Década de los 
70 y Principios de los 80 (2001). 
Por primera vez, un organismo 

público reconoce la comisión de 
estas violaciones de derechos hu
manos por parte del Estado. 

2002
• Ratificación de la Convención 

Interamericana Sobre Desapa
rición Forzada de Personas con 
una reserva vinculada con la pre
servación del fuero militar y una 
declaración interpretativa, según 
la cual, la Convención aplica a 
los casos de desaparición forza
da posteriores a la ratificación de 
este instrumento jurídico.

 
2003 
• Creación de la Fiscalía Especial 

para Movimientos Sociales y Po
líticos del Pasado (femospp) de
pendencia de la Procuraduría 
General de la República. Una 
de sus direcciones se ocupó de la 
investigación de casos de desa 
parición forzada (Anaya & Frey, 
2019).

2004
• Criterio 22/2004 de la Suprema 

Corte de Justicia que interpreta 
a la desaparición forzada como 
un delito continuado; lo que abre 
la posibilidad de juzgar a perpe
tradores de desapariciones forza
das anteriores a la ratificación de 
la Convención Interamericana 
sobre Desaparición Forzada de 
Personas.
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2007
• Cierre de la femospp.
• Firma de la Convención Inter

nacional para la Protección de 
Todas las Personas contra la De 
saparición Forzada.

2008
• Ratificación de la Convención 

Internacional para la Protección 
de Todas las Personas contra la 
Desaparición Forzada y acep
tación del procedimiento de in
vestigación establecido por esta 
convención.

2009
• Sentencia de la Corte Interame

ricana de Derechos Humanos 
condenatoria para México por el 
caso Rosendo Radilla Pacheco, 
víctima de desaparición forzada 
durante los años 70. 

Las medidas solicitadas al 
Estado son diversas. Sin embargo, 
dos son especialmente relevantes: 
la investigación judicial del caso 
a fin de encontrar al Sr. Radilla 
Pacheco y juzgar a los culpables 
del delito, y dejar sin efecto el fue
ro militar en casos de violaciones 
de derechos humanos.

 ⋅ Sentencia de la Corte Interame
ricana de Derechos Humanos 
condenatoria para México por el 
caso conocido como Campo Al
godonero en Ciudad Juárez, por 
su actuación en la búsqueda e 

investigación de la desaparición 
de mujeres en un contexto signa
do por un patrón de violencia ho
micida contra mujeres.

2011
• Reforma constitucional en mate

ria de derechos humanos y am
paro.

 
2012
• Creación de la Comisión de la 

Verdad para la investigación de 
las violaciones a los derechos hu
manos durante la Guerra Sucia 
de los años 60 y 70 en el estado 
de Guerrero.2

2013
• Ley General de Víctimas crea el 

Sistema Nacional de Atención a 
Víctimas, operado por una Co
misión Ejecutiva de Atención a 
Víctimas.

• Artículo 15 de la Ley de Amparo, 
que permite que, en caso de desa
parición forzada, cualquier perso
na pueda presentar un amparo en 
nombre de la víctima, incluso si es 
menor de edad, y establece que el 
órgano jurisdiccional de amparo 
deberá tomar todas las medidas 
necesarias para que la persona 
desaparecida comparezca.

• Creación de la Unidad Especia
lizada de Búsqueda de Personas 

2 Ley 932 publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del 
Estado. No. 23 Alcance I, el martes 20 de marzo de 2012.
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Desaparecidas en la Procuradu
ría General de la República.3

2014
• Constitución de la Comisión Eje

cutiva de Atención a Víctimas 
para garantizar los derechos de 
las víctimas de violaciones de de
rechos humanos y delitos, a tra
vés de la transformación de la 
Procuraduría Social de Víctimas 
del Delito.

• Marzo. Creación del Grupo de 
Búsqueda Inmediata en Nuevo 
León.

• Presentación del Informe final de 
actividades de la Comisión de la 
Verdad de Guerrero.

• El presidente anuncia medidas 
de respuesta ante la crisis de la 
desaparición de los estudian
tes de Ayotzinapa; entre ellas, la 
presentación de una iniciativa de 
Ley de Desapariciones.

• Instalación de la Comisión de la 
Verdad en Oaxaca para docu
mentar las graves violaciones de 
derechos humanos cometidas en
tre 2006 y 2007, durante el con
flicto sociopolítico de la entidad.4

2015
• Octubre. Creación de la Fisca

lía Especializada de Búsqueda 
de Personas Desaparecidas en el 

3 Acuerdo A/066/13 publicado en dof el 21 de junio 
de 2013.
4 Decreto legislativo 2056 del estado de Oaxaca.

marco de la Subprocuraduría de 
Derechos Humanos, Prevención 
del Delito y Servicios a la Comu
nidad (tiene atribuciones para 
buscar e identificar personas y 
para perseguir delitos).

• Inicio de la discusión, en el Con
greso, de la Ley sobre Desapari
ciones Forzadas. 

2017
• Abril. Informe Especial sobre 

Desaparición de Personas y Fosas 
Clandestinas en México, realiza
do por la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos.

• Noviembre. Aprobación de la 
Ley General sobre Desaparición 
Forzada y por Particulares, por el 
Congreso de la República, que 
distingue entre las tareas de bús
queda de personas desaparecidas 
e investigación del delito de desa
parición. Instituye el Sistema Na
cional de Búsqueda de Personas 
Desaparecidas, presidido por la 
persona titular de la Secretaría 
de Gobernación, la persona titu
lar de la Secretaría de Relaciones 
Exteriores, la persona titular de 
la Procuraduría General de la 
República, la persona titular de 
la Comisión Nacional de Bús
queda de Personas, la persona ti
tular del Secretariado Ejecutivo 
del Sistema Nacional de Seguri
dad Pública, tres personas inte
grantes del Consejo Ciudadano 
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del Sistema Nacional de Búsque
da de Personas, la persona titular 
de la Policía Federal, las personas 
titulares de las Comisiones Loca
les de Búsqueda y un represen
tante de la Conferencia Nacional 
de Procuración de Justicia. 

Para cumplir su función, este 
sistema contempla las siguien
tes herramientas: a) el Registro 
Nacional de personas desapareci
das; b) el Banco Nacional de Datos 
Forenses y el Registro Nacional 
de Personas Fallecidas No 
Identificadas y No Reclamadas; 
c) el Registro Nacional de Fosas; 
d) el Registro Administrativo de 
Detenciones; e) la Alerta Amber; 
f) el Protocolo Homologado de 
Búsqueda y los protocolos previs
tos en el artículo 73 de esta Ley, y 
g) otros registros necesarios para 
su operación en términos de lo 
que prevé esta ley. 

2018
• Marzo. Se pone en funciona

miento la Comisión Nacional de 
Búsqueda de Personas Desapare
cidas, a cargo de un titular pro
veniente del área de Seguridad 
Pública. 

• Noviembre. Recomendación 15V 
G/2018 de la Comisión Nacio
nal de Derechos Humanos sobre 
el caso Iguala.

• Diciembre. Creación de la Comi
sión de la Verdad por Ayotzinapa.

• Diciembre. Sentencia de la Cor
te Interamericana de Derechos 
Humanos condenatoria para 
México por el Caso Alvarado 
(ocurri do en Chihuahua), por 
desaparición durante la denomi
nada guerra con tra el narcotrá
fico. 

2019
• Febrero. Se designa como comi

sionada nacional de Búsqueda 
a una titular con experiencia en 
derechos humanos, el sistema ju
dicial y asistencia jurídica a vícti
mas del delito y de violaciones de 
derechos humanos.

El recuento anterior, si bien no es 
completamente exhaustivo, visibiliza 
el proceso de creación y complejiza
ción institucional que tuvo lugar en 
el país y también su temporalidad.

Con relación al proceso de crea
ción y complejización institucional, 
son varias las características que 
se deben apuntar. Hubo una tran
sición: de una preocupación por 
la tipifi cación del delito de desa
parición forzada de acuerdo con 
estándares internacionales, a la in
corporación de delitos de desapari
ción forzada y por particulares que 
dan cuenta de las características de 
la crisis de desapariciones que vive 
el país.

Igualmente, se pasó de la preocu
pación por la verdad y la justicia por 
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las desapariciones que ocurrieron 
en el pasado reciente —fundamen
talmente en la denominada Guerra 
Sucia— a un modelo institucional 
para atender tanto los casos del pa
sado como la crisis actual de desa
pariciones, el cual se caracteriza por 
la búsqueda de la verdad, justicia, 
reconocimiento de los derechos de 
las víctimas y enfoque humanitario 
frente a las desapariciones, mismo 
que se plasma en el sistema nacio
nal de búsqueda. En este viraje, la 
institucionalidad no solo es federal, 
sino también local. 

Ante el cambio de características 
del fenómeno de las desapariciones 
y la complejización de las mismas, 
los repertorios de respuesta institu
cional se diversificaron y pasaron 
del ámbito judicial a otros espa
cios de la estructura estatal, como 
la Secretaría de Gobernación, las 
áreas de seguridad pública, etcétera.

Una mención especial merece la 
temporalidad de la institucionaliza
ción. Si bien la primera persona des
aparecida documentada en México 
data de fines de la década de 1960, 
no es hasta el nuevo milenio en que 
se inicia un proceso de instituciona
lización relacionado con el recono
cimiento de las responsabilidades 
estatales con el tema. Hay un silen
cio de casi 30 años, a pesar de las 
demandas de los grupos de familia
res y de las organizaciones de dere
chos humanos. 

Un rasgo de estas primeras ins
tituciones, es que están ubicadas y 
centradas, sobre todo, en la inves
tigación penal del problema. Sin 
embargo, a partir de 2013, se ob
serva no solo una activación de la 
creación institucional, sino una ex
pansión del enfoque y las áreas del 
Estado con que se vinculan. A esto 
se sumó la tendencia a crear siste
mas que expresan un nivel de ex
pectativa de coordinación entre 
dependencias del gobierno federal y 
entre estas y las correspondientes de 
las entidades federativas. También 
está el reconocimiento de las  
desapariciones pasadas y las de- 
sapariciones presentes en el marco 
de estos mecanismos.

En las últimas cinco décadas 
de presencia del problema de las 
desapariciones, se registra la si
guiente secuencia: silencio, insti 
tucionalización aislada, institucio
nalización abigarrada en la medida 
en que la magnitud y complejidad 
del problema se hicieron inevita
bles. No obstante, la pregunta que 
sigue pendiente es: ¿cuál es la rela
ción entre esta secuencia y las par
ticularidades del acuerdo estatal 
vigente? En la próxima sección se 
realiza este análisis.
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D. ACUERDO ESTATAL E 
INSTITUCIONALIZACIÓN DE LAS 
DESAPARICIONES

Si realizamos un recuento de los di
ferentes momentos de desaparicio
nes en México, encontramos que las 
mismas han sido una práctica per
sistente durante los diferentes acuer
dos estatales. No parece que haya un 
acuerdo estatal exento de desapari
ciones; sin embargo, la magnitud y 
generalización del fenómeno en el 
acuerdo estatal, que hemos deno
minado neoliberal con competencia 
política, es contundente. 

No obstante, si bien no hay dife
rencias en relación con la presencia 
del fenómeno, lo que cambia son las 
respuestas en los diferentes acuerdos 
estatales. Mientras en los dos prime
ros acuerdos no hubo construcción 
institucional relacionada con el pro
blema de las desapariciones, a pesar 
de las demandas sociales vinculadas 
con el esclarecimiento de la situa
ción, en el último tienen lugar di
ferentes olas de institucionalización 
acordes al fenómeno de desapari
ción en el que se enfocan. 

Figura 1. Proceso de institucionalización  

Grado de 
institucionalización

No 
institucionalización

No 
institucionalización

Rasgos de la violencia Violencia política Violencia política  
+ violencia criminal

Tipos de desapariciones Desaparición de  
opositores políticos

Desaparición de  
opositores políticos  
+ mujeres trabajadoras

Acuerdo estatal
Acuerdo estatal  
autoritario

Acuerdo estatal  
neoliberalautoritario

Período 1965-1982 1983-2000

 Fuente: elaboración propia.
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Figura 1. Proceso de institucionalización  

Grado de 
institucionalización

No 
institucionalización

No 
institucionalización

Rasgos de la violencia Violencia política Violencia política  
+ violencia criminal

Tipos de desapariciones Desaparición de  
opositores políticos

Desaparición de  
opositores políticos  
+ mujeres trabajadoras

Acuerdo estatal
Acuerdo estatal  
autoritario

Acuerdo estatal  
neoliberalautoritario

Período 1965-1982 1983-2000

 Fuente: elaboración propia.

Institucionalización abigarrada:
 ⋅ Reconocimiento de obligaciones internacionales
 ⋅ Tipificación penal
 ⋅ Construcción de una fiscalía especial para el pasado
 ⋅ Sistema de Atención a Víctimas
 ⋅ Sistema Nacional de Búsqueda de Personas
 ⋅ Fiscalías especializadas
 ⋅ Tipificación de acuerdo con estándares internacionales
 ⋅ Experiencias locales

Mecanismos extraordinarios 
para casos emblemáticos
Relanzamiento del Sistema  
Nacional de Búsqueda

Violencia estatal + violencia criminal + violencia social
Violencia estatal + violencia cri
minal + violencia social

Desaparición de jóvenes de escasos  
recursos económicos + desaparición de periodistas y 
defensores de derechos humanos

Desaparición de jóvenes de  
escasos recursos económicos + 
desaparición de periodistas y  
defensores de derechos humanos

Acuerdo estatal neoliberal con pluralidad política  
en un contexto de violencia creciente

20012018 2018…

Hasta 2011, la atención estu
vo concentrada en la rendición de 
cuentas de las desapariciones de la 
denominada Guerra Sucia, y a par
tir de ese año comenzó un proceso 
de construcción institucional —lo
cal y federal— orientado por la di
versidad de organismos creados en 
diferentes dependencias y la ten
dencia a constituir sistemas nacio
nales (de atención a víctimas, de 
búsqueda de personas). 

En la Figura 1 se sintetiza la tra
yectoria en los diferentes registros 
considerados.

La tabla anterior sintetiza el pro
ceso de institucionalización relacio
nado con las desapariciones y pone 
en evidencia el dinamismo de la 
creación institucional en el marco 
de un acuerdo estatal neoliberal, el 
cual fue signado por la preocupa
ción por la reputación del Estado 
en la comunidad económica, la ne
cesidad de responder a las deman
das sociales recientes en materia de 
desaparición, pero también por los 
requerimientos de mejora de los ni
veles de seguridad ciudadana. 

Figura 1. (Continuación)
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El paisaje del Estado cambió en 
los últimos años, debido al contexto 
del incremento en las demandas in
ternas y de la presión internacional 
respecto del problema de las institu
ciones representativas que procesan 
el conflicto y generan cambios en la 
estructura estatal y el marco legal. 

Diferentes caminos de institu
cionalización frente al problema de 
las desapariciones tuvieron lugar: 
a) se asumieron obligaciones inter
nacionales a través de la ratifica
ción de tratados sobre el tema en el 
Sistema Interamericano y del Siste-
ma Universal; b) se tipificó el delito 
de desaparición forzada, el cual se 
ratificó; c) se desarrollaron criterios 
judiciales para interpretar el delito 
de desaparición forzada; d) se rea
lizaron reportes sobre la situación 
que implicó un reconocimiento 
del Estado sobre la situación; e) se 
crearon nuevas instituciones o de
pendencias tanto en el marco del 
sistema de justicia penal como en 
organismos autónomos o en el mar
co de secretarías de Estado; f) se es
tablecieron sistemas para coordinar 
a la federación y los estados.

No obstante, en un marco de 
preocupación masiva por la segu
ridad, la pregunta pendiente es en 
qué lugar del Estado se ubican las 
nuevas instituciones. En otros tér
minos: ¿son instituciones que ocu
pan un lugar central respecto del 

acuerdo estatal o son periféricas? La 
respuesta es que son instituciones 
periféricas dentro de dependencias 
centrales para el acuerdo estatal. 

Dos ejemplos son ilustrativos 
al respecto. El primero se vincu
la con la creación de la Fiscalía 
Especializada para la Investigación 
del Delito de Desaparición de 
Personas, mediante el acuerdo 
No. A/013/18 de la Procuraduría 
General de la República,  en aten
ción a las disposiciones de la 
Ley General sobre Desaparición 
Forzada y por Particulares. Sin 
embargo, esa fiscalía se creó en el 
marco de la Subprocuraduría de 
Derechos Humanos y Prevención 
del Delito, por lo que no ocupa un 
lugar central en la oficina de procu
ración en un entorno de incremento 
de violencia. El segundo es la crea
ción de la Comisión Nacional de 
Búsqueda de Personas como una 
dependencia marginal en una se
cretaría relevante, con una asigna
ción de 400 millones de pesos, para 
atender alrededor de 40 000 desa
pariciones, generar registros, activar 
el sistema nacional de búsqueda de 
personas, etcétera. 

Si se compara la posición de esta 
política con la correspondiente a la 
seguridad pública, la respuesta es 
clara. Hay políticas centrales y tam
bién periféricas. La correspondiente 
a la de desapariciones es de este tipo.
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III. CONCLUSIONES

En el presente trabajo se pretendió 
ofrecer un panorama contextuali
zado del proceso de instituciona
lización de las desapariciones en 
México. Lo anterior, con el fin de 
responder a la pregunta sobre de 
qué manera la institucionalización 
de acciones vinculadas con las desa 
pariciones se inserta en diferentes 
acuerdos estatales y cómo eso afec
ta al proceso. 

El análisis de la institucionaliza
ción de las acciones sobre desapa
rición es especialmente interesante, 
porque remite el reconocimiento de 
un problema que las dependencias 
estatales, en general, son resistentes 
a reconocer, entre otras cosas, por
que visibiliza serias deficiencias de 
la función estatal. Debido a esto, 
es esperable que la institucionali
zación de este tipo de acciones esté 
acompañada de resistencias. 

Una de las estrategias observadas 
en el proceso mexicano es la creación 
y modificación de una instituciona
lidad abigarrada que, sin embargo, 
ocupa un lugar periférico en institu
ciones centrales para el cumplimien
to de los objetivos del acuerdo estatal 
vigente en cada momento. 

El caso de México es relevante 
porque la desaparición es una prác
tica que, con diferentes propósitos e 
intensidad, ha estado presente du
rante más de cinco décadas; por lo 

cual, no pueden asociarse exclusi
vamente con un tipo de acuerdo 
estatal. Sin embargo, sí cambia la 
institucionalización de acciones vin
culadas con las mismas que comen
zaron hace menos de dos décadas; 
asimismo, se observa una densifica
ción de las instituciones desde hace 
menos de seis años. Lo que da pau
ta a la intervención de diferentes 
factores en la relación entre institu
cionalización y acuerdo estatal; no 
solo se vincula con la existencia del 
problema entre ellos, sino que tam
bién está la necesidad de procesar 
demandas sociales por parte de las 
instituciones representativas.

Por otra parte, en este artículo se 
dio especial importancia a la tem
poralidad a fin de revisar matices, 
experiencias acumuladas, legados 
e inercias, así como oportunidades, 
para que el derecho a la verdad, la 
justicia y la reparación de las vícti
mas de desaparición se hagan po
sibles, pero también para que se 
pueda dimensionar el fenómeno y 
prevenirlo. 

Finalmente, la identificación de 
un patrón de construcción de ins
tituciones periféricas que reciclan 
—en la mayor parte de los casos— 
dependencias anteriores es un ele
mento para tomar en cuenta para 
definir estrategias de incidencia so
bre el Estado. Quizás es importante 
pensar cómo lograr que esas insti
tuciones periféricas se conviertan 
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en centrales sin perder el norte, que 
es la garantía de los derechos de las 
víctimas.
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Disappearance of people

Violence

Attention to victims

Effects

Abstract. Currently, mexican so-
ciety is experiencing a national 
emergency in the face of  thousands 
of  cases of  missing people. Given 
this scenario, it is essential to recog-
nize the disappearance of  people 
as a type of  violence that generates 
effects in life and in the health-illness 
conditions of  those who experience 
it. This work aims to contribute to 
the construction of  the understan-
ding of  the disappearance as a type 
of  violence from a psychosocial 
perspective. Some characteristics of  
this type of  violence are pointed out 
in order to think about its effects.

Desaparición de personas

Violencia

Atención a víctimas

Efectos

Resumen. Actualmente, la sociedad 
mexicana experimenta una situa-
ción de emergencia nacional fren-
te a los miles de casos de personas  
desaparecidas. Ante este escena-
rio, resulta imprescindible recono-
cer a la desaparición de personas 
como un tipo de violencia que ge-
nera efectos en la vida y en las con-
diciones de salud-enfermedad de 
quienes la experimentan.  Este tra-
bajo tiene por objetivo contribuir a 
la construcción del entendimiento 
de la desaparición como un tipo de 
violencia desde una mirada psicoso-
cial. Se señalan algunas característi-
cas de este tipo de violencia para de 
esta forma poder pensar sus efectos.
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SUMARIO:

I. Introducción. II. Desaparición 
como violencia. III. Algunas mo-
tivaciones de la desaparición. IV. 
Desapariciones y efectos en la sa-
lud. V. El papel del Estado. VI. Re-
flexiones finales. VII. Fuentes de 
consulta.

I. INTRODUCCIÓN 

Con más de 40 mil casos de perso-
nas, oficialmente, en la búsqueda 
de un ser querido, parece sobra-
do hacer hincapié en la emergen-
cia que afronta México en el tema 
de la desaparición de personas. Se 
trata de 40 mil familias las que hoy 
en día resienten la ausencia, que se 
preguntan por la vida y el paradero 
de una persona significativa en sus 
vidas. Muchas de ellas, ante la in-
dolencia, la falta de interés, la com-
plicidad de las autoridades con los 
victimarios —en algunos escenarios 
— o la incompetencia de las auto-
ridades, se dan a la tarea de buscar 
por su propia cuenta a quienes les 
hacen falta. Ante la desaparición, 
las tareas de búsqueda y el papel del 
Estado, las familias se ven profunda-
mente impactadas. 

Es así como el presente traba-
jo busca señalar algunos de los 
elementos relacionados con los efec-
tos en la salud, producidos por la 

desaparición de personas en México. 
Si bien se reconocen cuatro dimen-
siones de afectación —individual, 
relacional, comunitario y social—, 
se hará énfasis en los vínculos rela-
cionales cercanos (amigos y familia-
res) de quienes son objeto directo de 
la desaparición.

Las siguientes observaciones de-
rivan, principalmente, de la investi-
gación Efectos en la salud y la calidad de 
vida tras la desaparición de un familiar: 
una mirada desde la medicina social, rea-
lizada en el marco del programa de 
maestría de Medicina Social de la 
Universidad Autónoma Metropoli-
tana Xochimilco (uam-x), así como 
de mi participación en la investiga-
ción Respuestas estatales y comunitarias 
a la violencia asociada al narcotráfico en 
México, donde la recolección de da-
tos se llevó a cabo a través de entre-
vistas semiestructuradas y de corte 
narrativo. 

De la misma manera, el acompa- 
ñamiento y colaboración directa 
en los colectivos Familiares en Bús- 
queda María Herrera y Uniendo 
Cristales, A.C., así como la par-
ticipación en iniciativas como La 
Brigada Nacional de Búsqueda, y la 
convivencia en espacios más laxos, 
permitieron generar un gran núme-
ro de observaciones que matizaron 
muchas de las impresiones elabo-
radas durante la fase del trabajo de 
campo. 
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Se considera a los informantes 
como protagonistas, con especial 
interés en los aspectos subjetivos 
del relato; ello, con el objetivo de 
describir el cambio en sus vidas 
(Campos, Biot, Armenia, Centellas 
y Antelo, s.f.). Es decir, las víctimas 
de la desaparición constituyen el 
centro de la investigación, mientras 
que el investigador es solo un rela-
tor acerca de los mundos que se es-
tudian. Es a partir de la experiencia 
de los familiares de desaparecidos 
que se construyen los resultados que 
se muestran a continuación.

II. DESAPARICIÓN COMO 
VIOLENCIA 

Para entender los efectos de la desa-
parición sobre la salud es necesario 
que pensemos en esta como un tipo 
de violencia específica, con la capa-
cidad de generar un daño. Y es jus-
to este el punto por donde debemos 
comenzar. 

Existen pocas formas de violen-
cia que tengan un impacto tan ge-
neralizado y sostenido a través del 
tiempo como el de la desaparición 
de personas. Su carácter multifacé-
tico, multicontextual y su tendencia 
a transitar por muchas esferas de la 
vida cotidiana hacen de este tipo de 
violencia una amenaza para el ciclo 
vital humano, a nivel individual y 
colectivo. 

Asimismo, una de sus principa-
les características es que tiene una 
eficacia continuada, pues mientras 
que otras violencias suelen suceder 
en un punto específico en el tiempo, 
la agresión de la desaparición sigue 
siendo efectiva hasta la localización 
de la persona desaparecida. 

En términos generales, la desa- 
parición de personas puede defi-
nirse como un tipo específico de 
violencia colectiva, categoría que 
propone la Organización Mundial 
de la Salud (oms) para referirse a 
las violencias derivadas de conflic-
tos armados dentro de los Estados o 
entre ellos, actos de violencia perpe-
trados por los Estados (como geno-
cidio, represión y otras violaciones 
de los Derechos Humanos), o cau-
sados por terrorismo y crimen orga-
nizado (oms, 2002). Implica el uso 
instrumental de la violencia por 
personas que se identifican a sí mis-
mas como parte de un grupo, con 
el fin de alcanzar objetivos políticos, 
económicos o sociales; es decir: ob-
jetivos de poder. 

Para entender cómo esta violen-
cia genera efectos en los diferentes 
planos de organización social (indi-
vidual, familiar, comunitario y so-
cial), es importante señalar que la 
desaparición tiene un epicentro al-
rededor del cual se crean ondas ex-
pansivas: círculos concéntricos que 
van de la persona que directamen-
te sufre la desaparición, pasa por la 
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familia y amigos, la comunidad y, fi-
nalmente, la sociedad en general. 

A nivel individual, para quien es 
objeto directo de la desaparición, 
significa el quebranto sostenido de 
sus derechos humanos, es una vio-
lencia sostenida y vigente hasta el 
momento de ser localizado. Así, 
la desaparición resulta una expe-
riencia de carácter traumático que 
impacta, gravemente y de mane-
ra integral, el psiquismo individual 
(Moscoso, 2012). 

Para los familiares y amigos, im-
plica una victimización que perdu-
ra hasta dar con la ubicación de la 
persona desaparecida y que tiene 
un efecto transgeneracional, pues, 
aunque aún son pocos los estudios, 
es evidente que los hijos y nietos de 
las personas desaparecidas también 
son afectados, ya sea por la desapa-
rición misma y sus circunstancias, o 
por las consecuencias posteriores. 

A nivel comunitario, atenta con-
tra la percepción de seguridad y 
mina los lazos de confianza y co-
hesión entre la gente del vecinda-
rio. Genera un clima de miedo y de 
sospecha sostenida, erosionando la 
cooperación y solidaridad dentro 
de las comunidades. De esta forma, 
para quienes tienen a un ser queri-
do desaparecido, las comunidades, 
en ocasiones, pueden reaccionar se-
ñalando y excluyéndoles de la vida 
social.

A nivel sociedad, se relativiza el 
valor de la vida; pues la impunidad 
hace más probable que se come-
tan nuevas desapariciones y otros 
tipos de violencia (Retama, 2017). 
También genera la exclusión y el es-
tigma para ciertos grupos sociales, 
ya que la desaparición está acom-
pañada, comúnmente, de discursos 
emanados por la maquinaria me-
diática del Estado, replicada por los 
contextos más cercanos a la víctima. 
Es entonces que se vuelve común 
escuchar argumentos como “si se lo 
llevaron, es porque andaba metido 
en algo”, “algo tenía que ver”, en-
tre otros. 

III. ALGUNAS 
MOTIVACIONES DE LA 
DESAPARICIÓN 

En cuanto al porqué de la desapa-
rición, si bien esta puede tener mo-
tivaciones económicas o políticas, 
tiende al control del territorio, de 
los cuerpos o, incluso, de los marcos 
referenciales del pensamiento; es 
decir, busca el dominio de la tierra, 
del cuerpo y de la mente. Al generar 
miedo y confusión, es un instrumen-
to que pretende romper con las re-
sistencias y reafirma el status quo: ya 
sea de la hegemonía de algún grupo 
del crimen organizado, del sistema 
capitalista, del sistema patriarcal y, 
por supuesto, del orden político.
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Esta visión es compartida por 
autores como Carlos Fazio (2016), 
quien considera que, desde los años 
setenta del siglo xx, asistimos a una 
nueva fase de acumulación capitalis-
ta basada en la depredación, el des-
pojo y la violencia. Con el pretexto 
de la modernización del Estado y 
las llamadas reformas estructurales, 
el capitalismo ha llevado a cabo una 
reconfiguración del espacio por me-
dio de prácticas violentas (como in-
timidación, extorsión, expropiación 
violenta, asesinato, desaparición y 
otras), garantizando la explotación 
privada de recursos naturales, el 
control estratégico del territorio y la 
apertura comercial de múltiples es-
pacios, para eliminar las resistencias 
sociales y llevar a cabo el despojo y 
la depredación. 

En este escenario neoliberal, las 
actividades criminales constituyen 
una importante fuente de acumula-
ción del capital, con el Estado como 
aval, ya sea porque las tolera o por-
que pone en práctica este mismo 
tipo de violencias. 

Desde una perspectiva política, 
observemos que en el pasado las 
desapariciones eran la forma de de-
tener y someter a los individuos, de 
desarticular cualquier insurrección 
organizada; no en vano el régimen 
nazi las utilizaba como uno de sus 
principales instrumentos. También 
fue una estrategia de los regíme-
nes totalitarios en diversos países 

de Latinoamérica, con el mismo 
objetivo de control y dominación 
(Molina, 1990).

México no ha sido la excep-
ción: durante las décadas de 1960 y 
1970, frente a diferentes movimien-
tos guerrilleros y de protesta social, 
el Estado hizo uso de múltiples 
prácticas: detenciones arbitrarias, 
encarcelamientos ilegales, tortura 
y desaparición forzada (Mendoza, 
2011). Es decir, se trataba esencial-
mente de un instrumento de tipo 
político, utilizado en contextos de 
enfrentamiento ideológico. Sin em-
bargo, la violencia actual parece 
más compleja; podría obedecer a ra-
zones de orden económico, de con-
trol territorial y del mercado, de la 
resistencia a la privatización de 
los aparatos del Estado (Mendoza, 
2011). Es una opresión que sigue 
actuando con tintes semejantes en 
su práctica de dominio y aniqui-
lamiento (Chávez, 2013); aunque 
ahora —muchas de las veces— ar-
ticulada a procesos de acumulación 
capitalista. 

En este sentido, la Figura 1 in-
tenta organizar diferentes formas 
de desaparición1 actuales. Esta fi-
gura es un esquema simplista, no 

1 La elaboración de este esquema se basa en las expe-
riencias recabadas durante la investigación denominada 
Respuestas del Estado y la comunidad a la violencia asociada al 
narcotráfico en México, auspiciada por el Centro Internacio-
nal de Investigaciones para el Desarrollo de Canadá; así 
como en el Estudio Nacional sobre las Fuentes, Orígenes 
y Factores que Producen y Reproducen la Violencia con-
tra las Mujeres Zona Centro. 
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obstante, expresa la complejidad de 
las desapariciones, sus motivaciones 
y los actores que las ejecutan. Dicha 
complejidad demuestra la necesidad 
de iniciar y fortalecer la reflexión 
sobre este lacerante fenómeno que 
tiene efectos sobre los individuos, 
comunidades y la sociedad mexica-
na en conjunto. 

Al respecto, lo primero que se 
puede plantear es que en las desa- 
pariciones observamos una manifes-
tación de la violencia que se instru-
menta con la intención de obtener 
un fin, un tipo específico de domi-
nación, con dos motivaciones prin-
cipales que pueden llevar, a su vez, 
a dos categorías de clasificación: 1) 
aquellas desapariciones vincula-
das a un orden económico y 2) aquellas 
que se ejecutan por intereses de tipo 
político.

En este esquema se recono-
cen a dos principales actores: con 
una orientación a las desaparicio-
nes de orden económico, los distin-
tos grupos del crimen organizado; 
con una motivación de tipo polí-
tica, a las fuerzas de seguridad del 
Estado; pero también a particula-
res que, en algunos de los casos, se 
encuentran vinculados a modos de 
desaparición relacionadas con el re-
forzamiento del sistema patriarcal.

A pesar de que se piensa que 
cada uno de estos actores se en-
cuentra mayormente orientado a 
un tipo específico de motivación, 

en realidad, muchos de los casos 
se traslapan, o actúan bajo lógicas 
muy distintas; de tal forma que exis-
tirán casos en donde las fuerzas del 
Estado participen en actividades de 
tipo criminal, u otras donde los gru-
pos del crimen organizado actúen 
en complicidad o supeditados a au-
toridades gubernamentales. 

En las desapariciones de pri-
mer orden (las de tipo económico) 
observamos las que están orienta-
das a conservar u obtener el con-
trol de un territorio, deshaciéndose de 
posibles competidores, autoridades que 
signifiquen un obstáculo, o aque-
llos activistas sociales que represen-
ten una amenaza a sus intereses 
económicos.

Dentro de este mismo orden, en-
contramos algunas relacionadas con 
lo que hemos denominado como de 
“limpieza criminal”, que son aque-
llas acciones relacionadas con la 
desaparición de personas dedicadas 
a actividades de delincuencia común, 
como estrategia de validación de los 
grupos ante la población o debido a 
la amenaza que representa un alza 
en los niveles de criminalidad de la 
región. Finalmente, en este mismo 
conjunto, están las desapariciones 
que responden a la trata de personas; 
donde se identifican, al menos, tres 
formas: a) las que responden a una 
lógica de explotación laboral (como en 
los casos que se utiliza a las perso-
nas para el cultivo y producción de 
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enervantes); b) las que tienen como 
fin la explotación sexual de las perso-
nas desaparecidas, y c) los casos en 
los que se obliga a participar como 
gatilleros a las personas desapareci-
das, en pugnas entre grupos crimi-
nales o en confrontaciones con los 
cuerpos de seguridad del Estado. 

En el segundo grupo, las desa-
pariciones de orden político se or-
denan en cuatro tipos: a) las que se 
encuentran relacionadas con el refor-
zamiento de un sistema patriarcal, donde 
se realizan de manera ejemplar con-
tra aquellas o aquellos disidentes del 
orden genérico y que atenten contra 

Figura 1.
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la jerarquización de los géneros; b) 
las desapariciones de contendientes 
políticos dentro del orden institu-
cional o fuera de él; c) los de limpie-
za social, que se subdividen en dos 
formas: los que responden a la eli-
minación (o encierro) de personas 
determinadas por su condición so-
cial, género, raza, edad, entre otras, 
y aquellas que, bajo una lógica ex-
trajudicial, se realizan contra per-
sonas que participan en actividades 
criminales; y d) desapariciones que 
buscan desarticular movimientos so-
ciales que obstaculizan fines políti-
cos que puedan reportar dividendos 
económicos o que puedan ser peli-
grosos para la manutención del sta-
tus quo (este tipo de desapariciones 
engloban aquellas dirigidas a acti-
vistas sociales y, en muchos otros ca-
sos, contra periodistas). 

Entender los contextos que dan 
lugar a las desapariciones, identifi-
car algunas de las distintas formas 
de tipo de violencia, así como la 
multiplicidad de sus motivaciones, 
puede contribuir al entendimiento 
de los efectos que produce y de al-
gunas pautas para su prevención y 
atención. 

IV. DESAPARICIONES Y 
EFECTOS EN LA SALUD 

La desaparición no solo afecta a 
múltiples grupos o personas en di- 

versos contextos, sino que, a su vez, 
genera múltiples efectos a las vícti-
mas directas, así como a sus comu-
nidades particulares y a la sociedad 
en general.

Entonces, podemos plantear que 
las desapariciones tienen un alto 
costo social, colectivo e individual. 
Las condiciones actuales de violen-
cia en México y las características 
del Estado mexicano son determi-
nantes porque tienen influencia en 
la vida y salud de los desaparecidos 
y sus familiares, configurando esce-
narios y circunstancias que marcan 
las experiencias subjetivas de las 
personas. 

Pensar en las desapariciones no 
sólo implica reflexionar sobre los 
ausentes, sino también sobre aque-
llos que permanecen. En este sen-
tido, se pueden entender los efectos 
de la desaparición de personas y en 
sus familiares según la propuesta de 
Galtung (2004), sobre violencia di-
recta e indirecta y su visibilidad. De 
acuerdo con este autor, la violencia 
directa (física o verbal) es fácilmente 
apreciable, en tanto que ha sido ex-
presada (en este caso, la ausencia del 
ser querido). Sin embargo, es solo la 
punta del iceberg, puesto que no 
está desvinculada de la violencia es-
tructural, ni de la cultural y simbó-
lica. Desde esta perspectiva, lo que 
se hace evidente es el gran núme-
ro de casos de personas desapare-
cidas en México; paradójicamente, 
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contrario al intento de borramiento 
de quien desaparece, mientras que 
otras formas de violencia permane-
cen invisibilizadas.  

Galtung (2004) define la violen-
cia directa como el hecho violento 
en sí mismo, como lo es la desapari-
ción de una persona. Sin embargo, 
tras la desaparición, suelen encon-
trarse violencias estructurales que 
corresponderían a la negación de 
reconocer a quienes experimen-
tan la desaparición de una perso-
na como víctimas, así como de la 
satisfacción de sus necesidades. La 
violencia estructural puede eviden-
ciarse al estudiar cuál ha sido la 
respuesta del Estado ante la desapa-
rición de personas. 

El propósito de concentrarse en 
los efectos o “costos” visibles de la 
violencia no es casual: se explica de-
bido a que estos, aunque sean ele-
vados, son mucho más manejables 
que los costos económicos, políticos 
y sociales de las violencias invisibles 
que suelen ser más difíciles de evi-
denciar. Es decir, hay una tendencia 
—por parte del Estado— a concen-
trarse en el número de casos de per-
sonas desaparecidas, sin reconocer y 
atender de manera integral a quie-
nes son víctimas de la desaparición. 

Y es que el suceso perturbador 
—la desaparición— explica gran 
parte del daño: es el primer golpe. 
Pero la experiencia posterior es lo 
que puede explicar efectos más o 

menos devastadores. Entre los prin-
cipales elementos que agudizan el 
impacto producido por un hecho 
victimizante se encuentran: un in-
suficiente apoyo social próximo y 
un deficiente apoyo institucional/
estructural (sistema de justicia, poli-
cía, incluso de los medios de comu-
nicación) (Echeburúa, De-Corral y 
Amor, 2005).

De tal suerte que los efectos ne-
gativos a la salud y la calidad de 
vida no son únicamente atribuibles 
a la desaparición, sino al contexto. 
Es decir, por la negación de necesi-
dades de las víctimas y las actitudes 
e interpretaciones que la comuni-
dad le otorga a las desapariciones; 
ya que determinan el tipo de apoyo 
social que recibirán los familiares. 

Para poder entender la magni-
tud y la capacidad expansiva de los 
efectos de la desaparición, podemos 
recurrir a lo señalado por Martín-
Baró (1990), quien propone tres 
coordenadas para entender el im-
pacto psicosocial de la violencia en 
contextos de guerra, los cuales pue-
den ser retomados para entender los 
efectos de la desaparición de perso-
nas.2 Estas coordenadas, ajustándo-
las al tema que nos ocupa, son: la 
vulnerabilidad social, la cercanía a 
la desaparición y la temporalidad. 

2 Es importante aclarar que esta es una adaptación de 
las coordenadas originales, propuestas por Martín-Baró, 
en su escrito El impacto psicosocial de la guerra. Guerra y sa-
lud mental.
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La vulnerabilidad social alude a 
que, quienes tienen menores recur-
sos económicos, culturales y socia-
les, serán más vulnerables; además, 
resentirán más el deterioro de las 
condiciones sanitarias, el empleo y, 
en general, sus condiciones de vida. 
Las condiciones de desigualdad pre-
existentes tenderán a hacer diferen-
tes y más severos que lo efectos sobre 
la salud. En esta coordenada pue-
den cristalizarse las desigualdades 
de género, clase social y etnia, por 
falta de reconocimiento social, entre 
otras. Es decir, las condiciones pre-
vias a la desaparición de la persona 
configurarán los efectos y la forma 
de hacerle frente a la desaparición. 

En cuanto a la cercanía de la  
desaparición, se plantea que, cuanto 
más próxima sea esta, mayores serán 
los costos y efectos. Evidentemente, 
será más costosa para quien es ob-
jeto directo de ella, así como para 
aquellos que mantienen un lazo de 
amor y cercanía, como son amigos 
y familiares. Sin embargo, los efec-
tos también serán resentidos por la 
población en general (comunidad y 
sociedad en extenso) al construirse 
una sensación de vulnerabilidad, 
peligro e indefensión generalizada.  

Respecto a la temporalidad, de 
acuerdo con Martín-Baró (1990), 
entre mayor sea el tiempo de ex-
posición a la violencia, también 
los efectos serán mayores. Es justo 
aquí donde encontramos uno de los 

elementos más perjudiciales de la 
desaparición. Como ya se ha men-
cionado, una de las grandes carac-
terísticas de este tipo de violencia es 
su eficacia sostenida, y esta resulta 
tan relevante que los modelos y las 
perspectivas teóricas en la atención 
psicológica resultan, muchas de las 
veces, inútiles para esta población. 
El efecto sostenido de la desapari-
ción se traduce en nuevos signos y 
síntomas que obligan a repensar los 
modelos de salud mental. Lo que 
podemos apreciar es que el tiempo 
de la desaparición es una variable 
siempre a considerar, observando 
que los efectos pasan de lo agudo a 
su cronicidad. 

A. EFECTOS EN LA SALUD FÍSICA 

Para quienes experimentan la  
desaparición de una persona, ade-
más de hacer frente a la ausencia 
misma de sus seres queridos —junto 
con las tareas de búsqueda y la lu-
cha contra la impunidad, presentes 
en muchos de los casos— padecen, 
asimismo, una serie de afectaciones 
en la salud física.

Entre los padecimientos y sinto-
matología físicos más comunes están 
el agotamiento físico constante, pro-
blemas cardiovasculares, incidentes 
cerebro-vasculares. La patogénesis 
de muchos de estos trastornos —a 
decir de los propios familiares— la 
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encuentran en el desgaste emocio-
nal al que se ven sometidos. Para 
ellos, la desesperación, la impoten-
cia y el dolor son elementos íntima-
mente relacionados con el desgaste 
a la salud (Retama y Sereno, 2014).

Algunos otros padecimientos 
parecen estar relacionados con la 
presencia de estrés continuo. Entre 
ellos se encuentran algunos trastor-
nos digestivos, como la gastritis y la 
colitis; alteraciones del sueño (ya sea 
en el ritmo, como insomnio o hiper-
somnia, o en su contenido, como 
pesadillas continuas); también está 
la pérdida de peso, entre otras. 

De igual manera, para muchos 
familiares resulta claramente obser-
vable, en sí mismos o en personas 
cercanas, la agudización de condi-
ciones médicas preexistentes a la 
desaparición (en ocasiones, incluso, 
llevándolas hasta la muerte). 

B. EFECTOS EN LA SALUD MENTAL 

En cuanto a las dificultades de tipo 
psicológico, existen diferentes ma-
nifestaciones entre los familiares de 
personas desaparecidas; sin embar-
go, pueden observarse algunas coin-
cidencias. Entre las más frecuentes, 
se identifica el cambio abrupto 
de estados de ánimo. Del mismo 
modo, en algunos casos, la vivencia 
de la desaparición puede llegar a 
ser tan impactante que se presentan 

distorsiones de la percepción, como 
alucinaciones.

Además de estos dos tipos de 
manifestaciones (cambio de ánimo 
y alucinaciones), varios de los en-
trevistados reportan haber expe-
rimentado crisis de ansiedad, con 
manifestaciones como palpitacio-
nes, sudoración, temblores, sensa-
ción de ahogo, opresión o malestar 
torácico, mareo o desmayo, miedo a 
morir o, incluso, parestesias.

Por otro lado, no es inusual que 
los familiares manifiesten sintoma-
tología de tipo depresiva. Los fa-
miliares de personas desaparecidas 
mencionan haber perdido interés 
en actividades cotidianas, pérdida 
de peso, trastornos del sueño, ya 
sea en su ritmo (como insomnio o 
hipersomnia, sonambulismo) o en 
su contenido (pesadillas), pérdida 
de confianza en sí mismos, e idea-
ción suicida y tentativas de suicidio. 
Aquí es preciso hacer una distin-
ción con perfiles de otras poblacio-
nes, pues en muchos de los casos 
los familiares, lejos de mostrar un 
retraimiento social, intensifican su 
participación en el ámbito comu-
nitario; aunque es importante ma-
nifestar que esta participación es 
motivada por la esperanza de en-
contrar alguna pista o el camino 
que les permita dar con la ubica-
ción de su familiar. Muchos de ellos 
participan en grupos, marchas, fo-
ros de discusión, entre otros.
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C. EFECTOS RELACIONALES A NIVEL 
FAMILIAR 

A los impactos a nivel personal se le 
suman transformaciones en la diná-
mica familiar. Después de la desapa-
rición sucede una reestructuración 
a nivel familiar, adquisición de nue-
vos roles. Las funciones y deberes 
tienen que ser redistribuidos al inte-
rior de la familia. En muchos casos, 
la víctima directa de desaparición es 
también el principal proveedor de la 
familia, por lo que muchas mujeres 
—madres y esposas— se ven en la 
necesidad de afrontar solas la ma-
nutención del hogar. Frente a este 
nuevo rol de ser únicas proveedoras, 
muchas mujeres expresan angustia 
y desesperación de qué hacer frente 
a esta situación. A su vez, general-
mente esta situación se traduce en 
la precarización de la calidad de 
vida, lo cual contribuye al ya daña-
do equilibrio familiar (Retama y Se-
reno, 2014). 

La ausencia de un ser querido, la 
reestructuración familiar, las nuevas 
tareas domésticas y responsabilida-
des económicas, el desgaste de la ca-
lidad de vida en general, así como 
las labores de búsqueda, producen 
tensiones, sobrecargas y cambios re-
lacionales al interior de las familias.

Asimismo, en muchos de los ca-
sos, seguido de la desaparición, se 
da comienzo a la “búsqueda”, ya sea 
de forma sostenida o intermitente. 

Los procesos de búsqueda y denun-
cia jurídica requieren tiempo, di-
nero y dedicación por parte de los 
familiares. Entre los colectivos de 
familiares, comúnmente se escucha 
hablar de una segunda desapari-
ción; es decir, la ausencia de aquel 
familiar que se dedica enteramente 
a las labores de búsqueda. 

Por lo tanto, además de la desa-
parición de un ser querido, las fami-
lias (principalmente hijos e hijas) en 
ocasiones deben lidiar también con 
la ausencia de quien se dedica a las 
tareas de búsqueda; a veces deam-
bulando por instituciones que —se 
supone— deben investigar y hacer 
justicia, y/o a través de organizacio-
nes de familiares de desaparecidos. 

V. EL PAPEL DEL ESTADO

Parte del efecto dañino de la desa-
parición no solo se debe a la ausen-
cia de la persona buscada, también 
se relaciona con la forma en que 
personas allegadas (familiares y 
amigos), la comunidad (vecinos) y 
la sociedad en general, responden 
al suceso. Sin embargo, uno de los 
aspectos que genera aún más daño 
es el efecto negativo de la mala 
atención y/o de la indolencia del 
Estado, lo que es conocido como 
victimización secundaria.

La victimización primaria es la 
situación derivada directamente del 
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hecho violento; en este caso, la des-
aparición de la persona en cuestión. 
Sin embargo, se identifica que, en 
la mayoría de los casos de personas 
desparecidas, los familiares sufren 
un segundo impacto, que está mo-
tivado por una respuesta ineficaz y 
negativa de representes del Estado, 
como jueces, policías, y sistemas 
institucionales con quienes la fa-
milia de las víctimas tienen contac-
to (Echeburúa, De Corral y Amor, 
2005).  

De este modo, la respuesta del 
Estado constituye para los familia-
res una nueva victimización, la cual 
es propiciada por una serie de com-
portamientos, omisiones, ineficacias 
y maltratos por parte de quienes 
deberían brindar apoyo, el resarci-
miento (si es posible) y procurar el 
bienestar de los afectados. Entre al-
gunos de los comportamientos más 
nocivos están:

• falta de sensibilidad y empatía;
• poner en duda la credibilidad de 

la víctima; y
• la dilación en el sistema de justicia. 

Por otro lado, cuando el Estado es 
conducente hacia la localización de 
la persona desaparecida y el esclare-
cimiento de los hechos circundantes 
a la desaparición, la vivencia de los 
familiares resulta otra muy distinta. 
Cuando el Estado no solo resulta un 
garante de verdad y justicia, sino 

que actúa de forma empática y con 
respeto a la dignidad de aquellos 
que atraviesan por la desaparición 
de un ser querido, se abre la posibi-
lidad de elaborar lo sucedido, inclu-
so al margen de encontrar a quien 
se busca (con vida, o no). 

VI. REFLEXIONES FINALES 

Se puede reconocer que, general-
mente, las desapariciones no son 
fenómenos aislados o azarosos, 
sino que forman parte de un con-
junto de violencias que derivan de 
un modelo económico y político, 
en el que el Estado tiene responsa-
bilidad. Del mismo modo, es nece-
sario señalar que aún persiste falta 
de voluntad política, indolencia, 
incompetencia y colusión por parte 
de las autoridades encargadas de la 
atención. 

Por otro lado, es necesario seguir 
en la construcción del entendimien-
to de la desaparición como un tipo 
de violencia desde una mirada psi-
cosocial. Caracterizar su diversi-
dad, entender su instrumentalidad, 
definir sus particularidades como 
forma de violencia, para poder pro-
poner modelos de atención acordes 
a las necesidades de quienes expe-
rimentan una desaparición, y res-
ponder ante los efectos de esta. Del 
mismo modo, resulta vital observar, 
acompañar y respaldar las acciones 
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y modelos de atención y acompa-
ñamiento gestados desde las mis-
mas organizaciones de familiares de  
desaparecidos y solidarios.  

Es imprescindible entender que 
las desapariciones son sucesos vio-
lentos que destruyen la salud (física 
y mental), provocan enfermedad y 
socavan la vida en general. Sin em-
bargo, igualmente importante es 
entender cómo los contextos parti-
culares de cada una de las personas 
que viven una desaparición gene-
ran efectos diferenciales. También  
se deben comprender las característi-
cas propias de la desaparición como 
un tipo de violencia; particular-
mente, su eficacia continuada, pues 
condicionan la aparición de nuevos 
cuadros psicológicos que obligan a 
repensar la teoría, las metodologías 
y los programas de atención.

Con, por lo menos, 40 mil casos 
de personas en la búsqueda de un 
ser querido, México enfrenta una 
situación de emergencia inusitada. 
Es necesario dar a estas personas  
la posibilidad encontrar la justicia 
y la paz que merecen; pero igual-
mente importante es reconocer que 
sobre ellas mismas la desaparición 
genera una serie de efectos en todos 
los ámbitos de su vida, afrontando 
un desgaste constante en sus con-
diciones de salud-enfermedad, y es 
igualmente necesario que el Estado 
lo asuma como una de sus principa-
les deudas con estos colectivos.  
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Judicial decisions

Forced disappearance

Politics

Agency

Abstract. Judicial decisions have a 
legal and political character. The 
theories that have explained the ju-
dicial behavior have sustained some 
dichotomies that the present article 
seeks to challenge, such as: agency 
and political pressure. Regarding 
this, it is argued that innovative ju-
dicial decisions can be better exp-
lained by considering the strategic 
confluence of  their legal position 
with the demands of  legal mobili-
zation that endow them with legiti-
macy. Two examples of  protection 
sentences granted in 2015 and 2018 
in favor of  victims of  forced disa-
ppearance in Mexico are analyzed,  
which break with the pattern of  im-
punity perpetuated by other judicial 
decisions.

Decisiones judiciales

Desaparición forzada

Política

Agencia

Resumen. Las decisiones judiciales 
tienen un carácter jurídico y políti-
co. Las teorías que han explicado el 
comportamiento judicial han soste-
nido algunas dicotomías que el pre-
sente artículo busca desafiar, tales 
como: agencia y presión política. Al 
respecto se argumenta que las deci-
siones judiciales innovadoras pue-
den explicarse mejor considerando 
la confluencia estratégica de su po-
sicionamiento legal con las deman-
das de la movilización legal que las 
dotan de legitimidad. Se analizan 
como ejemplos dos sentencias de 
amparo concedidas en 2015 y 2018 
a favor de víctimas de desaparición 
forzada en México, que rompen con 
el patrón de impunidad perpetuado 
por otras decisiones judiciales.

PALABRAS CLAVE KEYWORDS
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SUMARIO:

I. Introducción. II. Teorías dicotó-
micas sobre el comportamiento 
judicial. III. Confluencia entre en-
torno político y agencia. IV. Con-
clusiones. V. Fuentes de consulta.

I. INTRODUCCIÓN

Las cortes son instituciones legales 
y, al mismo tiempo, políticas. Desde 
el punto de vista legal, el prototipo 
de estas incluye independencia judi-
cial, normas legales preexistentes y 
las partes en conflicto proceden en 
orden para lograr decisiones dicotó-
micas. Sin embargo, históricamente 
las cortes han cumplido diferentes 
funciones políticas, tales como la re-
solución de conflictos, la imposición 
de la ley, el control social, la inter-
pretación de leyes y la creación de 
políticas públicas. Estas institucio-
nes participan en las disputas para 
fortalecer un régimen político y un 
orden social o para transformarlo 
(Shapiro, 1981).
Por lo tanto, el comportamiento de 
los jueces es, simultáneamente, le-
gal y político; ya que, a través de 
sus resoluciones, pueden promover 
cambios en la distribución social del 
poder o mantener el status quo, tanto 
de casos individuales como en una 
generalidad de ellos, al sentar pre-
cedentes. Por ello, ha sido de interés 

de las ciencias sociales explicar qué 
factores determinan el comporta-
miento de los jueces en contextos 
políticos específicos.

Bajo este marco, el presente en-
sayo se interesa en responder a la 
siguiente pregunta: ¿por qué algunos 
jueces toman decisiones que cambian la 
tendencia de resoluciones judiciales de su 
entorno? De manera más específica, 
se interesa en analizar: ¿qué factores 
hacen posible que algunos jueces tomen de-
cisiones innovadoras contra la impunidad 
sistemática en casos de violaciones graves a 
derechos humanos?

Para poder responder a lo ante-
rior, se propone la revisión de al-
gunas teorías que han intentado 
explicar el comportamiento de los 
jueces, considerando diferentes fac-
tores propios de su agencia o del 
entorno político que rodea a las ins-
tituciones judiciales. Se sostendrá 
que la mayoría de estas teorías po-
seen algunos supuestos que limitan 
el entendimiento del cambio en el 
comportamiento judicial, ya que su-
ponen algún nivel de oposición o di-
cotomía entre los mecanismos tanto 
subjetivos como de coerción política 
para explicar el comportamiento ju-
dicial, lo cual no logra dar cuenta, 
a cabalidad, del cambio en las deci-
siones judiciales. 

El argumento que se presenta en 
este texto es el siguiente: que una 
mejor explicación del cambio en 
las decisiones de los jueces puede 
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lograrse a partir de la comprensión 
de la manera en que se encuentran 
imbricados la agencia de los jueces 
y el momento político e institucio-
nal. Por lo tanto, sostendremos que 
los jueces construyen decisiones es-
tratégicas e innovadoras a partir de 
la confluencia entre sus preferencias 
por una cultura legal específica y las 
demandas expresadas en las movili-
zaciones legales, nacionales e inter-
nacionales. Con lo anterior se logra 
generar las condiciones necesarias 
para romper con el patrón de deci-
siones judiciales aquiescentes con el 
Poder Ejecutivo en la materia.

Este argumento teórico se ejem-
plificará con el análisis de los pro-
cesos que dieron lugar al logro de 
dos innovadoras sentencias judi-
ciales que fueron favorables para 
familiares de víctimas de desapari-
ción forzada, a través de las cuales 
se imponen mecanismos específicos 
de control a la actuación de agentes 
del Poder Ejecutivo, en un contexto 
de impunidad prevaleciente ante el 
aumento de graves violaciones a de-
rechos humanos en México. A con-
tinuación, se exponen brevemente 
algunos rasgos del contexto de im-
punidad y de las sentencias innova-
doras seleccionadas.

Así, durante el régimen priista  
—que se extendió durante 70 años— 
el Poder Judicial operaba como 
un apéndice del Poder Ejecutivo 
(Ansolabehere, Botero y González, 

2015). Particularmente, desde la 
década de 1970, el Estado mexica-
no ha tenido una deuda pendiente 
para garantizar el derecho a la ver-
dad y a la justicia a las víctimas de 
violaciones graves de derechos hu-
manos perpetradas por motivos po-
líticos en la denominada Guerra 
Sucia y la masacre de estudiantes 
en Tlatelolco. 

En la historia reciente del país, 
han tenido lugar diversas reformas 
a favor de un Estado de derecho de-
mocrático. En 1994, se logró una 
reforma judicial para garantizar la 
independencia del Poder Judicial; 
en 2008, se promulgó la reforma al 
sistema de justicia penal que bus-
ca hacer más eficiente y garante de 
derechos a este sistema; y, en 2011, 
tuvo lugar la reforma en materia de 
derechos humanos, que eleva los 
tratados internacionales en la mate-
ria a rango constitucional. No obs-
tante, a partir de la denominada 
guerra contra las drogas, emprendi-
da por el entonces presidente Felipe 
Calderón en 2007 —basada en el 
combate al crimen organizado, con 
el despliegue masivo de militares y 
policías federales— los casos de vio-
laciones graves a derechos humanos 
se han multiplicado por todo el te-
rritorio nacional. Tanto en el con-
texto del régimen priista como en 
los últimos dos sexenios, el papel del 
Poder Judicial ha sido limitado para 
operar como control a la violencia 
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letal por parte de las fuerzas de se-
guridad estatales.

Sin embargo, justamente ha sido 
con las reformas democratizadoras 
del Estado de derecho, junto con la 
ampliación del derecho de amparo 
a casos de posibles desapariciones 
forzadas (habeas corpus) con la nueva 
ley de amparo de 2013,1 que se han 
sentado las bases legales e institu-
cionales para hacer posible la toma 
de decisiones innovadoras de algu-
nos jueces. Las decisiones judiciales 
que se analizan en el presente ensa-
yo son:

I. En noviembre de 2015, la jue-
za Karla Macías (del Juzgado 
Noveno de Distrito de Guana- 
juato) concedió un amparo por 
desaparición forzada a Juan 
Flores y a su esposa. Contrario 
al comportamiento de los jue-
ces ante este tipo de demandas, 
la sentencia dejó constancia de 
las irregularidades de las procu-
radurías de justicia en el mane-
jo del caso y ordenó a diversas 
autoridades medidas de repa-
ración, satisfacción, restitución 
y no repetición (Juzgado Nove- 
no de Distrito en el estado de 
Guanajuato, Sentencia del Juicio 

1 El artículo 15 de la Ley de Amparo especifica las obliga-
ciones de los jueces en caso de solicitarse un amparo por 
posibles desapariciones forzadas; entre ellas, destaca que 
en un plazo de 24 horas deberá darle trámite, suspender 
los actos vejatorios reclamados, solicitar información ur-
gente de la persona a las autoridades correspondientes.

de Amparo Indirecto 1035/2015-
VIII, de 01 de septiembre de 
2016). 

II. En junio de 2018, el Primer 
Tribunal Colegiado del Décimo 
Noveno Circuito concedió un 
amparo a presuntas víctimas de 
tortura cometida por la Procu- 
raduría General de la República 
(pgr), en la investigación de la 
desaparición forzada de 43 es-
tudiantes normalistas en Iguala, 
Guerrero. En esta sentencia, se 
ordenó reponer el procedimien-
to de investigación a través de un 
mecanismo extraordinario, una 
Comisión de Investigación para 
la Verdad y la Justicia, con par-
ticipación de los representantes 
de los familiares de víctimas, la 
Comisión Nacional de Derechos 
Humanos y la pgr.

A través de estos ejemplos se mos-
trarán las limitaciones de las teorías 
dicotómicas del comportamiento 
judicial y se ofrecerán nuevos su-
puestos analíticos para una inter-
pretación más integral del cambio 
en el comportamiento judicial.

El ensayo se organiza en tres 
partes: en primer lugar, se discu-
ten los límites que presentan algu-
nas teorías a las que este autor ha 
denominado teorías dicotómicas 
del comportamiento judicial, para ex-
plicar las decisiones judiciales in-
novadoras; enseguida, se ofrecen 
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algunas consideraciones útiles para 
una explicación integradora y más 
consistente del cambio en las deci-
siones judiciales, para lo cual se sus-
tentan en los ejemplos empíricos 
antes citados; finalmente, se pre-
sentan algunas reflexiones sobre las 
potencialidades de las coordenadas 
analíticas propuestas para el estu-
dio general del comportamiento 
judicial.

II. TEORÍAS 
DICOTÓMICAS SOBRE 
EL COMPORTAMIENTO 
JUDICIAL

Las teorías sobre el comportamien-
to judicial pueden clasificarse en 
dos grandes rubros: aquellas que 
enfatizan el entorno político como 
factor explicativo y las que se cen-
tran más en considerar a la agencia 
judicial como explicación central 
del actuar de los jueces. Al interior 
de cada uno de estos grupos de teo-
rías podemos encontrar una gama 
de teorías más específicas. Sin em-
bargo, sostengo que todas ellas su-
ponen algún grado de dicotomía u 
oposición entre la agencia de los ac-
tores judiciales y la coerción del en-
torno político. Este supuesto tiene 
limitantes para explicar el cambio 
en los patrones de comportamiento 
judicial. 

A. TEORÍAS DEL ENTORNO POLÍTICO 
COMO DETERMINANTE DEL 
COMPORTAMIENTO JUDICIAL

Este conjunto de teorías considera 
que los actores políticos externos al 
poder judicial son esenciales para 
definir el comportamiento de los 
jueces. Suponen que los jueces son 
actores pasivos que actúan de for-
ma reactiva a su entorno político, 
sin capacidad de incidencia trans-
formadora en el mismo. Aun cuan-
do en algunos contextos esto pueda 
parecer empíricamente comproba-
ble —como en los regímenes autori-
tarios— bajo este supuesto, olvidan 
considerar un factor que siempre se 
mantiene latente: la agencia de los 
jueces, la cual siempre juega algún 
papel relevante para definir el senti-
do de una decisión judicial, a pesar 
de las formas de coerción existentes. 

En este conjunto de teorías, po-
demos incluir las siguientes:

• Teoría del aseguramiento: plan-
tea que el jefe del Ejecutivo es 
capaz de definir, prospectiva-
mente, el mejor escenario polí-
tico para mantener su poder y, 
en función de este, llevar a cabo 
reformas legales y acciones es-
tratégicas para modelar al Poder 
Judicial a su favor (definiendo el 
número de integrantes de las cor-
tes, así como los mecanismos de 
nombramiento de los jueces). El 
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cálculo prospectivo del Ejecutivo 
y del partido en el gobierno es el 
factor determinante de las deci-
siones judiciales en regímenes 
democráticos, delegativos o en 
consolidación (Finkel, 2004).

• Teoría de la fragmentación: 
esta considera que la indepen-
dencia judicial estriba en el 
tipo de gobierno definido, se-
gún la relación entre el presi-
dente y el parlamento, así como 
por la lealtad partidista de los 
parlamentarios, ya sea que se 
encuentren unificados bajo un 
mismo partido o prevalezca una 
división partidaria entre ellos. 
En gobiernos unificados, la in-
dependencia judicial tendrá 
graves limitaciones; en cambio, 
en gobiernos divididos tendrá 
mayor margen de acción (Cha-
ves, 2003).

• Teoría de la preservación he-
gemónica: considera que la ley 
ha sido diseñada por grupos de 
las élites —tanto la económica 
como la política— para la pre-
servación de sus intereses; asi-
mismo, estas élites dominan las 
disputas y el comportamiento 
al interior de las cortes (Hirsch, 
2004).

• Teorías sobre la movilización 
legal: estas enfatizan la labor 
de la movilización individual 
o colectiva de actores legos o 
expertos como definitoria del 

comportamiento judicial, de-
jando en un papel secundario a 
la agencia de los jueces (Wilson 
y Rodríguez, 2006; Epp, 1998).

Estas teorías explicarían el cam-
bio en el comportamiento judicial, 
enfatizando los factores externos a 
las cortes, asumiendo que la agen-
cia de los jueces no tiene un papel 
relevante en la determinación del 
curso de acción tomado por los pro-
pios jueces. Además, suponen que 
los factores externos afectarán a to-
dos los jueces por igual, y, por tan-
to, todos tomarían el mismo tipo de 
decisiones bajo el mismo tipo de en-
torno coercitivo.

En los casos empíricos selec-
cionados no es posible explicar la 
conducta innovadora de los jueces 
únicamente con base en las teorías 
antes mencionadas, ya que, luego 
de la reforma judicial ocurrida en 
México en 1994 para garantizar la 
autonomía del Poder Judicial, este 
poder tiene menos presiones del Po- 
der Ejecutivo que limiten su actua-
ción. A su vez, la movilización legal 
y la presión de las élites (económica 
o política) pueden ser factores que 
incidan en la perspectiva de los jue-
ces, pero no definen totalmente la 
decisión final de un juez, con excep-
ción de casos de posible corrupción. 

Frente a todos estos factores, el 
propio razonamiento jurídico de 
un juez, y su posición personal, 
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también intervienen en la construc-
ción de sus decisiones finales.

Como lo han expresado algu-
nos investigadores en el tema, la 
declaración de procedencia o im-
procedencia de un amparo son de-
cisiones judiciales que guardan una 
cierta discrecionalidad del juzgador 
a cargo; es decir, que no solamen-
te influyen los criterios técnicos y 
jurídicos en la toma de la decisión 
o las presiones del entorno político, 
sino también la posición personal, 
asociada a los intereses, ideología 
o cultura legal del propio juzga-
dor (Magaloni, 2003, referida en 
Yankelevich, 2018).

B. TEORÍAS DE LA AGENCIA 
COMO DETERMINANTE DEL 
COMPORTAMIENTO JUDICIAL 

Las teorías que enfatizan algún ele-
mento de la agencia de los jueces 
como la mejor explicación de sus 
decisiones suponen que los jueces 
son actores con cierto grado de ais-
lamiento del entorno político y de 
la coerción de actores con poder, los 
cuales no incidirían en sus preferen-
cias ideológicas, culturales, profe-
sionales o en sus intereses. A su vez, 
conciben a los jueces como actores 
con capacidad plena de decisión, 
únicamente condicionados por 
el marco legislativo, sobre el cual 
poseen, incluso, la capacidad de 

interpretarlo y ajustarlo de acuerdo 
con sus preferencias. 

Algunas de las teorías con su-
puestos de esta naturaleza son:

• Teoría sobre las ideologías polí-
ticas (neoliberales o de izquier-
da; liberales o conservadoras) 
o ideología profesional: versan 
sobre la idea de qué le corres-
ponde, o no, hacer a un juez; y 
es justo esta ética profesional la 
que define el tipo de decisiones 
judiciales que se asumirán (Hil-
bink, 2012). 

• Teoría sobre las culturas lega-
les: sostiene que el elemento 
central para entender el com-
portamiento judicial es la cultu-
ra política; la cual refiere a ideas 
compartidas colectivamente so-
bre la relación del juez con el 
Poder Judicial del que forman 
parte y con el sistema político. 
Esta teoría parece suponer que 
la cultura legal a la que se ad-
hiera el juez (ya sea formalista 
o neoconstitucional) es capaz de 
incidir directamente en sus de-
cisiones judiciales; siendo estas, 
en menor medida, influenciadas 
por la ideología política o profe-
sional del juez. A su vez, se asu-
me que las decisiones judiciales 
definidas por la cultura legal son 
impermeables a los cambios en 
el entorno político (Ansolabehe-
re, Botero y González, 2015).
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• Teoría de las estrategias en el 
comportamiento judicial: po-
nen de manifiesto el papel de la 
agencia racional de los jueces 
para generar alianzas con ac-
tores clave o para transparentar 
sus acciones mediante el uso de 
medios de comunicación, con el 
fin de ganar poder político fren-
te a los otros poderes del Estado, 
con el objetivo de conseguir in-
dependencia, legitimidad y apo-
yo de la ciudadanía (Trochev y 
Ellet, 2014; Staton, 2010). Si 
bien avanzan en proponer una 
relación entre agencia y en-
torno político, esta relación es 
unidireccional. La estrategia ju-
dicial para adquirir legitimidad 
incide en la ciudadanía y en la 
distribución de poder, dejando 
de lado la agencia de la ciuda-
danía o de los actores del en-
torno, a favor o en contra de la 
autonomía judicial. Asimismo, 
supone que los jueces son acto-
res meramente racionales guia-
dos por el interés de consolidar 
su poder, sin importar la ideolo-
gía o cultura legal a la que de-
ban adherirse para conseguirlo. 

Las teorías mencionadas postu-
lan, incluso, contraposiciones en-
tre ellas para explicar las decisiones 
judiciales, en el sentido de asumir 
que, si una decisión judicial puede 
ser explicada por la cultura legal 

del juez, esta no podrá ser estraté-
gica al mismo tiempo o no tendrá 
incidencia la ideología. Por lo tan-
to, ideología, cultura legal y agencia 
estratégica se asumen como lógicas 
de comportamiento opuestas entre 
sí; lo cual no necesariamente ocurre 
en todos los casos, como se mostrará 
en el siguiente apartado. La acción 
racional orientada a un fin, que es 
obtener mayor poder, no excluye el 
hecho de que este pueda orientarse 
en el sentido de una cultura legal es-
pecífica bajo una ideología que sea 
compatible con ella.

Estas teorías no consideran que el 
comportamiento de los jueces —ba-
sado en cualquiera de los elementos 
de la agencia— siempre esté inmer-
so en un entorno institucional y po-
lítico que le impone condiciones de 
posibilidad y ciertas restricciones.

Las dos sentencias innovadoras 
que se analizarán en el siguiente 
apartado han sido posibles, además 
de los elementos de agencia, gracias 
al contexto de reformas democrati-
zadoras del Estado de derecho y a la 
movilización legal diversa que se ha 
manifestado por las graves violacio-
nes a derechos humanos.

En un escenario hipotético, si una 
decisión innovadora de este tipo hu-
biese tenido lugar en un contexto 
desfavorable, similar al del régimen 
autoritario mexicano de la déca-
da de 1970 —imaginando que ya 
existían los instrumentos jurídicos 
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para ello— habría sido impugnada 
con éxito por el Poder Ejecutivo, el 
respaldo del Legislativo y la mayor 
parte del Judicial; a lo cual, posible-
mente, sólo habrían respondido tí-
midas movilizaciones nacionales, 
debido al miedo a la represión polí-
tica latente en esa época. En el pla-
no internacional, la atención estaba 
puesta en la disputa entre la Unión 
Soviética y Estados Unidos; mien-
tras que en el continente, emer-
gían las dictaduras militares y la 
Corte Interamericana de Derechos 
Humanos nacía hasta 1979, por lo 
que poca visibilidad y apoyo hubie-
ra recibido una decisión judicial in-
novadora en México. Por lo tanto, 
sin la confluencia del entorno insti-
tucional y político con la agencia de 
los jueces, no es posible explicar el 
cambio en las decisiones judiciales.

III. CONFLUENCIA ENTRE 
ENTORNO POLÍTICO Y 
AGENCIA 

Una mejor explicación de las deci-
siones judiciales innovadoras frente 
a la tendencia de decisiones judicia-
les prevalecientes en un contexto 
dado puede encontrarse a través de 
nuevas coordenadas analíticas que 
propongan superar los supuestos de 
las teorías dicotómicas sobre el com-
portamiento judicial. Estos ejes se 
orientan por superar las dicotomías 

entre factores externos e internos 
del comportamiento judicial entre 
los elementos de la agencia (ideo-
logía, cultura legal y acción estra-
tégica), coerción política y agencia 
absoluta de los jueces. 

Las nuevas coordenadas analí-
ticas podrían incluir los siguientes 
supuestos:

• Los jueces son actores simbóli-
cos (se adhieren a una ideología 
y cultura legal determinada), 
estratégicos (establecen cálculos 
racionales para el logro de sus 
fines) y relacionales (establecen 
alianzas ideológicas o reales con 
los actores de su entorno).

• Los actores son, al mismo tiem-
po, racionales y simbólicos; es 
decir, las decisiones estratégi-
cas poseen siempre un trasfon-
do simbólico (tanto ideológico 
como cultural) que define una 
postura política con relación 
a su entorno. A su vez, las ac-
ciones simbólicas son, en algu-
na medida, estratégicas; ya que, 
implican cálculos racionales 
para maximizar algún benefi-
cio. La racionalidad estratégica 
o el comportamiento simbólico 
pueden flexibilizarse, según las 
condiciones del entorno. 

• El actuar de los jueces está con-
dicionado por un marco legal e 
institucional, pero siempre me-
diado por la interpretación del 
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juzgador en la que desplegará sus 
preferencias simbólicas y su ra-
cionalidad estratégica en consi-
deración del contexto específico.

• El contexto político siempre im-
pondrá límites y posibilidades al 
comportamiento judicial. Es el es-
cenario que participa en la con-
formación de la agencia de los 
jueces y, a su vez, el objeto sobre 
el cual las decisiones judiciales 
poseen alguna incidencia política. 

• Las decisiones judiciales inciden 
en la legitimidad y la confianza 
de la ciudadanía en los jueces. 
Estas últimas son fundamenta-
les para que los jueces se empo-
deren y ganen independencia 
frente a los otros poderes (Sha-
piro, 1981; Staton, 2010). 

• Al mismo tiempo, tomar una 
decisión a favor o en contra de 
alguno de los otros poderes po-
líticos tiene costos políticos que 
los jueces pueden, o no, prever y 
que incidirán en sus decisiones.

• La agencia y el entorno político 
e institucional son procesuales, 
contingentes y se condicionan 
entre sí.

Los supuestos antes mencionados 
pueden ayudar a explicar, de mane-
ra más integral, los casos empíricos 
de decisiones judiciales innovadoras. 
El mecanismo que permite explicar 
estas es la confluencia estratégica 
entre la cultura legal del juez y las 

demandas del entorno político que 
le otorgan legitimidad, en los térmi-
nos especificados a continuación. 

En ambos casos, la cultura legal 
neoconstitucionalista de los jueces 
que toman decisiones judiciales in-
novadoras contrasta con la cultura 
legal formalista expresada en el pa-
trón de decisiones prevaleciente, que 
privilegian criterios técnicos y per-
petúan la impunidad frente a viola-
ciones graves de derechos humanos 
cometidas por fuerzas de seguridad 
a cargo del ejecutivo federal o local. 

Los jueces solo podrán tomar de-
cisiones que rompen el patrón de 
impunidad al que entran en con-
fluencia con la movilización legal 
individual (de los familiares de las 
víctimas que solicitan el amparo) y 
con la movilización de la sociedad 
civil, nacional e internacional que 
demanda justicia para las víctimas y 
mayor control del uso de la fuerza. 
Dicha confluencia otorgará legiti-
midad y poder a sus decisiones fren-
te a las resistencias que encuentren 
de parte de los agentes del Poder 
Ejecutivo.

Caso I: Concesión de un amparo 
buscador en Guanajuato

Se ha observado que el patrón en 
la conducta de los jueces frente a 
las demandas de amparo por des-
aparición forzada es desecharlas o 
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sobreseerlas. De acuerdo con infor-
mación del Consejo de la Judicatura 
Federal, entre abril de 2013 y 2018, 
se presentaron 892 habeas corpus; de 
los cuales, 289 fueron desechados 
en la resolución inicial; y de entre 
las demandas admitidas, 445 fue-
ron sobreseídas, en 18 se declara in-
competente, en 21 no se concedió el 
amparo, y en 17 se concede amparo 
para efecto. Solamente en 25 casos 
se otorgó el amparo (menos del 5%). 
Estos datos muestran que son ex-
cepcionales los casos de demandas 
de amparo que culminan con una 
sentencia que dicte medidas para 
proteger a las víctimas y que verifi-
que su cumplimiento (Yankelevich, 
2018). Más aún, en una muestra de 
32 sentencias de amparos por desa-
parición forzada —compiladas por 
Yankelevich (2018)— únicamente 
dos de ellas obtuvieron resoluciones 
favorables a las víctimas directas e 
indirectas. 

Puede considerarse que el patrón 
de decisiones judiciales observado 
frente a las solicitudes de habeas cor-
pus se apega a una cultura forma-
lista del derecho, caracterizada por 
priorizar aspectos procedimenta-
les especificados en la ley para pre-
servar la racionalidad y jerarquía 
del sistema legal; ya que —como 
lo expone Yankelevich (2018)— el  
desechamiento o sobreseimiento se 
argumenta cuando el caso no cum-
ple con lo estipulado por la ley para 

el otorgamiento del amparo, lo cual 
pone de manifiesto, también, las li-
mitantes de la ley para hacer accesi-
ble el recurso. Ante este panorama, 
¿cómo puede explicarse la conducta 
innovadora de un juez?

En 2015, la jueza Karla Macías 
(del Juzgado Noveno de Distrito de 
Guanajuato) concedió un ampa-
ro por desaparición forzada a Juan 
Flores Solorio. A continuación, se 
argumentará que esta sentencia in-
novadora puede explicarse a partir 
de considerar que es concordante 
con una cultura legal neoconstitu-
cionalista y es una decisión estra-
tégica, debido a que es confluyente 
con un contexto internacional, na-
cional y local de apelación al Estado 
mexicano por violaciones a dere-
chos humanos. 

En primer lugar, se enlistarán 
brevemente los sucesos clave que 
permiten entender la confluencia 
entre la agencia de los jueces y la 
agencia de sus aliados, sin que en 
este caso el contexto político más 
amplio tenga gran relevancia por 
tratarse de la decisión sobre un caso.

La movilización legal individual 
de la esposa de Juan Flores —quien 
desapareció en Guanajuato, luego 
de ser detenido en su domicilio por 
militares— fue necesaria para ac-
tivar la labor del juzgado. Sin em-
bargo, debido a los riesgos en que se 
sentía la esposa de Flores y su fami-
lia, decidieron cambiar su domicilio 
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y mantenerse en el anonimato. La 
jueza Macías decidió solicitar un 
asesor jurídico, argumentando la 
incapacidad de la esposa de re-
presentarse a sí misma para con-
tinuar con la demanda; además, 
solicitó la incorporación de Flores 
al Registro Nacional de Personas 
Desaparecidas, luego de empren-
der diligencias en cuarteles militares 
y obtener evidencias de que había 
sido detenido por militares. 

Los familiares de Flores fueron 
incorporados al Registro Nacional 
de Víctimas para ser acreedores 
a las protecciones del Estado. La 
jueza concedió el amparo tanto a 
Flores como a su esposa, pues am-
bos veían violados sus derechos por 
autoridades estatales (Yankelevich, 
2018).

La sentencia final emitió medi-
das para garantizar la protección 
de las víctimas contra las violacio-
nes de derechos cometidas y contra 
la impunidad que pudiera devenir 
en el caso: se ordenó al Ministerio 
Público local remitir la carpeta de 
investigación del caso a la pgr y, a 
su vez, se instruyó a la pgr actuar en 
cabal cumplimiento de la ley para 
conocer el paradero de la víctima y 
dar con los responsables. El ejército 
debía permitir el ingreso de la poli-
cía de investigación a sus instalacio-
nes y el amparo no se consideraría 
cumplido hasta que se concluyera 
la investigación ministerial (Juzgado 

Noveno de Distrito en el estado de 
Guanajuato, Sentencia del Juicio de 
Amparo Indirecto 1035/2015-VIII, 
de 01 de septiembre de 2016).

La jueza que concedió estos am-
paros empleó una interpretación 
amplia del habeas corpus para la pro-
tección de las víctimas directas e 
indirectas de desaparición, que es 
coherente con la cultura neocons-
titucional. Esta cultura legal inter-
preta un caso sin ceñirse a una ley 
escrita, sino a un derecho que posee 
un sentido latente que debe ser cons-
truido y descubierto por la inter-
pretación judicial, pudiendo echar 
mano de múltiples herramientas 
jurídicas para ampliar los contor-
nos de la ciudadanía (Ansolabehere, 
Botero y González, 2015).  

Su decisión es estratégica debido 
a que obtiene legitimidad y soporte 
a partir de la confluencia entre las 
ideas que sostiene y las demandas de 
la movilización legal de actores de la 
sociedad civil y de organismos in-
ternacionales para la generalidad 
de casos.

En 2014, la Comisión Inter-
americana de Derechos Humanos  
(cidh) emitió medidas cautelares en 
el caso Ayotzinapa, y en 2015 entra 
en funciones el mecanismo extraor-
dinario coadyuvante en la investiga-
ción, el Grupo Interdisciplinario de 
Expertos Independientes (giei). 

Organizaciones defensoras de 
derechos humanos internacionales 
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y nacionales manifestaron su preo-
cupación por los casos alarmantes 
de desapariciones forzadas que se 
mantienen en la impunidad. A es-
tas expresiones se sumaron manifes-
taciones multitudinarias, realizadas 
en todas las ciudades tanto del país 
como de distintas partes del mun-
do, pidiendo justicia y verdad por 
la desaparición de los 43 norma-
listas de Ayotzinapa, durante 2014  
y 2015.

Además, es de destacar que, en 
2015 —año en que se emite la sen-
tencia— el Estado mexicano recibió 
una gran cantidad de recomenda-
ciones de organismos internacio-
nales en materia de desaparición 
forzada de personas, tales como el 
giei de la cidh, el Comité contra la 
Desaparición Forzada, el Comité 
de los Derechos del Niño (omacnu, 
2015).

Por tratarse de un solo caso, los 
costos políticos que la jueza pudiera 
haber previsto en su decisión en este 
contexto eran mínimos. La pgr res-
pondió solicitando la revisión de la 
sentencia bajo el argumento de que 
la jueza había excedido las atribu-
ciones que le otorgaba el artículo 15 
de la Ley de Amparo.  

Aun cuando la jueza no consi-
guió que la revisión del caso fuera 
atraída por la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación (con lo cual 
buscaba sentar un precedente jurí-
dico), sí logró dejar un precedente 

social en el entorno inmediato de 
las víctimas y en la opinión públi-
ca, a través de la mediatización de 
la decisión judicial respecto del po-
tencial de las instituciones judiciales 
para proteger a víctimas de desapa-
rición forzada.

Caso II: Sentencia que da origen a 
una comisión de la verdad para el 
caso Ayotzinapa

En medio de un contexto de impuni-
dad sistemática en casos de violacio-
nes graves a los derechos humanos 
—perpetradas en el marco de las 
políticas de seguridad tanto del 
presidente Felipe Calderón (en un 
gobierno dividido) como de su su-
cesor, Enrique Peña (con un gobier-
no menos dividido debido al Pacto 
por México)— la tendencia del po-
der judicial es mantenerse al mar-
gen de las violaciones cometidas por 
agentes estatales, prolongando así el 
actuar que mantuvo durante el ré-
gimen autoritario priista. En este 
contexto, ¿cómo es posible que una 
decisión judicial rompa con este pa-
trón en el comportamiento judicial?

En este caso, argumentaremos 
que los jueces del Primer Tribunal 
Colegiado del Decimonoveno Cir- 
cuito con sede en Tamaulipas resuel-
ven una revisión de amparo por un 
caso de tortura con base en una pers-
pectiva neoconstitucionalista que 
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responde, estratégicamente, a un 
contexto de alta presión legal con-
tra la impunidad en el caso de los 
43 normalistas de Ayotzinapa y a la 
transición en puertas del partido en 
el gobierno.

Los familiares de las víctimas y 
las organizaciones de defensores de 
derechos humanos que las acompa-
ñan promovieron la colaboración 
del equipo de antropólogos foren-
ses argentinos en la investigación de 
lo sucedido. Asimismo, promovie-
ron la emisión de medidas cautela-
res inmediatas de parte de la Corte 
Interamericana de Derechos huma-
nos e incidieron en la gestión, junto 
con el Estado mexicano, del meca-
nismo extraordinario de colabora-
ción en la investigación: el giei.

La indignación nacional e in-
ternacional frente a lo sucedido se 
expresó a través de movilizaciones 
multitudinarias en las principales 
ciudades del país y de varias par-
tes del mundo. Recomendaciones 
internacionales sobre el caso fue-
ron pronunciadas. En marzo de 
2018, el Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos emitió el informe Doble 
Injusticia: informe sobre violaciones de 
derechos humanos en la investigación del 
caso Ayotzinapa. Previamente, el giei 
había presentado dos informes so-
bre el caso. En ambos, se docu-
mentaron las falencias, pérdida 
o fabricación de evidencias y las 

violaciones a las garantías judiciales  
llevadas a cabo por la pgr en la in-
vestigación del caso. Además, se 
patentizó que autoridades de los 
tres niveles de gobierno tuvieron 
conocimiento, en tiempo real, de 
lo que estaba ocurriendo con los 
jóvenes desaparecidos (Amnistía 
Internacional, 2016). 

La pgr sostuvo una versión de los 
hechos que no fue capaz de corro-
borar con evidencias válidas y ha 
sido acusada de obtener declaracio-
nes bajo tortura.

En este contexto, atendien-
do a la revisión de amparos pre-
sentados por quejas de tortura, 
el Primer Tribunal Colegiado del 
Decimonoveno Circuito, con sede 
en Tamaulipas, concedió dicho 
amparo, emitiendo una sentencia 
innovadora bajo los siguientes tér-
minos: se reconoció una serie am-
plia de violaciones a los derechos de 
los imputados cometidas por la pgr 
(incluyendo detenciones arbitrarias, 
lesiones, demora de la puesta a dis-
posición, incorrecta valoración de 
declaraciones, flagrancia no ana-
lizada en el acto reclamado, defi-
ciente motivación del cuerpo del 
delito, conflictos de interés con de-
fensores públicos, inconsistencias 
en las narraciones, narración de he-
chos desvirtuados); se registró la au-
sencia de investigación inmediata, 
imparcial, independiente y minu-
ciosa del Ministerio Público sobre 
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posible tortura a 13 declarantes y se 
valoraron los aportes del giei y del 
Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos 
en la materia (Sentencia de amparo 
en revisión 203/2017).

A través de esta sentencia, se or-
denó la reposición del procedimien-
to de investigación de desaparición 
forzada y ejecuciones extrajudicia-
les de manera oficiosa, imparcial y 
efectiva, mediante el establecimien-
to de la Comisión de Investigación 
para la Verdad y la Justicia (caso 
Iguala), en la que deberán partici-
par familiares de las víctimas y sus 
representantes legales, la Comisión 
Nacional de Derechos Humanos y 
la pgr (Sentencia de amparo en re-
visión 203/2017).

En este marco, puede considerar-
se que la decisión judicial, además 
de ser innovadora en sus interpre-
taciones, es estratégica; debido a 
que atiende a las recomendaciones 
de los organismos internacionales y 
hace eco a las demandas de la so-
ciedad civil. Sin el respaldo de los 
organismos internacionales, la or-
ganización de los familiares y la 
movilización ciudadana masiva, 
la decisión de los tribunales difícil-
mente hubiese podido lograrse y 
sostenerse frente a un Poder Ejecu- 
tivo que tiene pocos o ningún in-
centivo para promover la rendición 
de cuentas de agentes estatales de-
pendientes del mismo Ejecutivo 

(militares, Policía Federal, agentes 
ministeriales), los cuales han sido 
acusados de graves violaciones a de-
rechos humanos y que, además, tie-
nen control sobre las investigaciones 
de la pgr.

Por ello, la creación de una comi-
sión de la verdad, donde los repre-
sentantes de las víctimas y la cndh 
pueden operar como controles de 
las líneas de investigación seguidas 
por la pgr y donde la participación 
de expertos internacionales tenga 
lugar, es de gran relevancia para lle-
gar a la verdad en el caso.

Además, los costos de haber to-
mado esta decisión solo podían ha-
berse asumido sabiendo que las 
instituciones de seguridad federales 
se encontraban altamente cuestio-
nadas a nivel internacional, auna-
do a que las preferencias electorales 
para la designación del nuevo pre-
sidente de la República calificaban 
negativamente al partido en el go-
bierno y se inclinaban hacia el can-
didato de la oposición, del partido 
morena. Más aún, el candidato pre-
sidencial de este partido ya se había 
manifestado a favor de la imple-
mentación de medidas de justicia 
transicional para la atención del 
caso Ayotzinapa.

En este caso, la movilización le-
gal de organizaciones de expertos 
nacionales e internacionales —jun-
to con las manifestaciones públi-
cas de ciudadanos en el país y en el 
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extranjero a favor del esclarecimien-
to, la localización y la justicia para 
el caso— confluyó con la cultura le-
gal neoconstitucionalista de los jue-
ces que emitieron la sentencia. 

IV. CONCLUSIONES

Las decisiones de los jueces en las 
cortes siempre son decisiones lega-
les y políticas que tienen lugar debi-
do a contextos específicos en los que 
inciden. Los fallos judiciales, basa-
dos en una cultura legal innovado-
ra, son posibles solo en confluencia 
con un entorno político favorable 
que le otorga legitimidad y poder 
frente a las resistencias de los acto-
res políticos.

Por lo tanto, consideramos que 
las coordenadas analíticas emplea-
das en este ensayo para analizar 
casos de decisiones judiciales inno-
vadoras pueden utilizarse para estu-
diar el comportamiento judicial de 
manera más amplia, debido a que 
permiten registrar los términos de 
la relación entre los elementos de la 
agencia de los jueces y las posturas 
de los actores del entorno político de 
manera relacional, lo cual puede 
conducir a la formulación de expli-
caciones de casos empíricos más in-
tegrales y con mayor alcance.

En los casos analizados, ambas 
decisiones judiciales representan 
cambios innovadores neoconstitu 

cionalistas con respecto al patrón de 
decisiones judiciales formalistas que 
perpetúan la impunidad en graves 
violaciones a derechos humanos. De 
esta manera, operan como formas 
de accountability o mecanismos de 
rendición de cuentas y control hacia 
las violaciones perpetradas por los 
agentes de seguridad y los agentes 
de procuración de justicia; estas fue-
ron posibles gracias a su confluencia 
con las demandas de la sociedad ci-
vil y las recomendaciones de los or-
ganismos internacionales.

La construcción de un Estado 
de derecho democrático en un ré-
gimen que continúa reproducien-
do prácticas autoritarias, como el 
mexicano, implicaría que el tipo de 
decisiones innovadoras descritas en 
este ensayo se convirtieran en la ten-
dencia prevaleciente al interior del 
Poder Judicial y, con ello, que sea 
posible la accountability de las viola-
ciones graves a derechos humanos, 
para lograr, así, redistribuir el poder 
de los gobernantes a favor de los de-
rechos de la ciudadanía.
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Legitimate use of force

Politics

Legality

Legitimacy

Abstract. The discussion of  the 
legitimate use of  force is intermin-
gled with other discussions of  social 
and political hue that seeks to legi-
timize state violence in the face of  
a serious problem of  insecurity. It is  
politics what defines the decision ma- 
king in the claims of  society in the 
phenomenon of  delinquency. But, it 
would seem that the current high le-
vels of  violence are the result of  po-
verty and social inequality, lack of  
education, corruption and impuni-
ty. So why is it intended to use sta-
te violence to achieve peace? This 
article discusses the legitimate use 
of  force in correlation with the po-
litical and legal decisions that seek 
to justify it, questioning the terms 
of  legality and legitimacy, as well 
as the partisan ideological positions 
that have made use of  it as a combat 
mechanism towards crime.

Uso legítimo de la fuerza

Política

Legalidad

Legitimidad

Resumen. La discusión del uso le-
gítimo de la fuerza se entremezcla 
con otras discusiones de tinte social 
y político que pretenden legitimar 
la violencia del Estado en aras de 
una grave problemática de insegu-
ridad. Es la política la que define 
la toma de decisiones frente a los 
reclamos de la sociedad en el fe-
nómeno de la delincuencia. Pero 
parecería ser que los altos índices 
de violencia actuales son resulta-
do de la pobreza y la desigualdad 
social, la falta de educación, la co-
rrupción y la impunidad. Entonces, 
¿por qué se pretende utilizar la vio-
lencia de Estado para lograr una 
paz? En el presente artículo se dis-
cute el uso legítimo de la fuerza en 
correlación con las decisiones polí-
ticas y legales que pretenden justifi-
carla, cuestionando los términos de 
legalidad y legitimidad, así como 
las posturas ideológicas partidis-
tas que han hecho uso de la misma 
como mecanismo de combate a la 
delincuencia.
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La discusión del ejercicio del poder 
siempre resulta un tema de actua-
lidad, independientemente del tipo 
de Estado de que se trate. Incluso en 
el Estado de derecho más democrá-
tico y social que podamos contem-
plar, el análisis respecto al uso de la 
fuerza se convierte en un tema de 
enorme polémica.

Debemos partir del hecho de que 
la ciencia del derecho no ha desa-
rrollado aún un concepto amplio 
del término violencia, mientras que 
en las ramas sociales se ha entendi-
do de diversas maneras (Ontiveros, 
2013), por lo que la última palabra 
aún no ha sido escrita. Por el con-
trario, hay mucho por explorar. 
Una de las características más cla-
ras en el uso del poder —por par-
te del Estado— es, precisamente, el 
monopolio en el uso de la fuerza. 

La gran mayoría de las políti-
cas públicas no generan una dis-
cusión tan ríspida, dado que estas 
tienden, generalmente, hacia un  
bienestar social; es decir, a deter-
minar la manera en que el Estado 
generará las mejores condiciones 
a favor del desarrollo de la vida de 
cada uno de sus integrantes. Sin 
embargo, cuando hablamos del uso 
legítimo de la fuerza, implica clara-
mente que se discuta la manera en 
que el Estado podrá limitar nuestros 
derechos, perseguirnos e, incluso, 
lastimarnos y hacernos daño. Aquí, 
la actuación del Estado se convierte 

en un tema sumamente sensible, 
porque el análisis del monopolio en 
el uso de la fuerza y la discusión del 
uso legítimo de la misma no siem-
pre transitan en el mismo sentido.  

Lo que resulta claro es que el 
concepto del uso legítimo de la fuer-
za guarda una estrecha simetría con 
el concepto dogmático de la políti-
ca criminal. Lo anterior, debido a 
que, si nuestras políticas sociales de  
bienestar realmente fueran ade-
cuadamente aplicadas en nuestro 
país, la discusión y análisis del uso 
legítimo de la fuerza por parte del 
Estado sería en verdad una cuestión 
de excepción, y no como lamenta-
blemente ocurre en estos momentos 
dramáticos en México. 

La política criminal no fue crea-
da para subsanar las deficiencias de 
la política social (Tanús, 2018). Por 
lo que, lejos de recurrir indiscrimi-
nadamente a la política criminal 
para resolver la mayoría de los con-
flictos sociales, haciendo un mejor 
uso de las políticas sociales podría-
mos prevenir que dichos conflictos 
se agudicen y, así, haríamos mucho 
menor uso de la política criminal; 
con lo cual se evitan, además, los al-
tísimos costos sociales y económicos 
de su intervención. Ocurre exacta-
mente lo mismo con el uso legítimo 
de la fuerza, en tanto que debe ser 
entendida como parte del conjunto 
de políticas públicas propias de la 
política criminal.
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Mientras mayor es el conflic-
to e inseguridad social, parecie-
ra que aumenta la necesidad y la 
justificación en el uso de la fuerza. 
Eso es, precisamente, lo que en es-
tos momentos ocurre en nuestro 
país. Por desgracia, la discusión de 
los últimos meses sobre la llamada 
Guardia Nacional se ha limitado a 
establecer el “marco legal” en su ac-
tuación, pretendiendo justificar que 
la legitimidad en el uso de la fuer-
za deviene de la legalidad. Es ver-
dad que, si el uso de la fuerza por 
parte del Estado no se encuentra 
correctamente regulado dentro de 
un marco de legalidad, le resta le-
gitimidad. Sin embargo, una de las 
principales premisas de este ensayo 
es dejar en total claridad que la le-
gitimidad va mucho más allá de un 
simple marco legal. La creencia y la 
defensa de que legalidad por sí sola 
crea legitimidad es completamente 
falsa.

Actualmente, en nuestro entorno 
aún existen Estados autoritarios, y 
éstos, al igual que los democráticos, 
se basan en un marco propio de le-
galidad e, incluso, su actuación re-
sulta constitucional, al ceñirse bajo 
la redacción y andamiaje de sus 
propias cartas magnas. El que una 
situación de facto esté contemplada 
en una ley o, incluso, en la norma 
suprema, ¿implica que, entonces, 
sea legítima? Por supuesto que no. 
Debemos ser enfáticos en precisar 

que legalidad no es sinónimo de le-
gitimidad. Incluso, podemos afir-
mar que el Estado está legitimado 
para hacer uso de la fuerza y de 
diversos medios de control social 
(Moreno, 1999), pero requiere que 
estos, a su vez, sean legítimos.

La esclavitud estuvo, durante 
mucho tiempo, contemplada y re-
gulada en la ley en diversos países. 
¿Ello significa que era legítima? Lo 
mismo pasa —incluso, en la actua-
lidad— con temas como la pena de 
muerte, la cadena perpetua, y más 
recientemente en nuestro propio 
país, la muy lamentable aprobación 
de mayores delitos en el catálogo 
del artículo 19 constitucional para 
aumentar el listado de la prisión 
oficiosa. Todos los sectores de la 
academia y doctrina de nuestro país 
nos hemos pronunciado en contra, 
concluyendo enfáticamente que la 
creación de un marco legal no tiene 
nada que ver con que dicha actua-
ción resulte legítima.

La legitimidad implica, intrínse-
camente, la existencia de muchos 
otros conceptos de una gran pro-
fundidad filosófica, como son los de 
justicia, igualdad, equidad, respeto, que, 
en el caso del uso de la fuerza, se 
traducen necesariamente en el con-
cepto de racionalidad. Un marco le-
gal, por sí solo, no brinda ni justicia, 
ni igualdad, ni respeto. Brinda, es-
trictamente, legalidad. Estos con-
ceptos son sus metas y objetivos; 
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pero, al mismo tiempo, deben ser 
sus pilares y su justificación.

Lo anterior se traduce en que la 
discusión política del uso de la fuer-
za realmente implica el análisis del 
uso de la violencia estatal para re-
primir la violencia particular. Entra, 
por tanto, en debate una muy in-
teresante y polémica discusión res-
pecto a dos valores primordiales en 
el desarrollo del individuo dentro 
de su actuación en el marco de un 
Estado de derecho: libertad vs. segu-
ridad. Uno de los objetivos primor-
diales del Estado es generar a sus 
ciudadanos la seguridad necesaria 
para garantizar que estos desarro-
llen su libertad dentro de dicho en-
torno seguro.

Por tanto, en la justificación 
del uso de la fuerza por parte del 
Estado, se entremezclan muy diver-
sos aspectos, no solo jurídicos, sino 
sociales e, incluso, políticos. Estos 
últimos son los que infortunada-
mente logran determinar, al final, 
un mayor peso dentro de la balanza 
de toma de decisiones; en especial, 
ante el fuerte reclamo y presión de 
distintos sectores de la sociedad de 
que, frente al desencadenado fenó-
meno de violencia y criminalidad 
en nuestro país, se genera una au-
téntica alarma social.

El tema actual de la discusión 
y análisis de la llamada Guardia 
Nacional es un reflejo de ello. Más 
allá de denominarla en los términos 

de que pueda regirse bajo un corte 
de mando militar o uno de mando civil, 
en el fondo, lo que precisamente se 
está analizando, a todas luces, es el 
uso del monopolio de la fuerza por 
parte del Estado. Como es de espe-
rarse, aquí confluyen distintas ideo-
logías en el manejo de la violencia.

Lo que debemos preguntarnos 
es si dentro del análisis y discusión 
que se ha desarrollado en los últi-
mos años en nuestro país —respecto 
a su militarización, como aparente 
vía para recuperar la paz—, ¿se está 
atendiendo a las verdaderas causas 
de la violencia? Asumiendo, inclu-
so, que realmente se conozcan, me 
atrevería a señalar que desgracia-
damente no es así. Resulta por de-
más evidente que la violencia que 
hoy tenemos en nuestro país de-
viene como consecuencia directa e 
inmediata de la pobreza, desigual-
dad social, falta de educación, fal-
ta de oportunidades, corrupción e 
impunidad. Luego, entonces, es in-
dudable que no será a través de la 
violencia del Estado como se logra-
rá la paz.

Desde el gobierno del enton-
ces presidente Felipe Calderón, en 
2006, se ha intentado una y otra 
vez que, a través de la militariza-
ción, lograremos recuperar la tran-
quilidad y la paz a nuestras familias. 
Hoy, bajo una etiqueta de nombre 
distinto, se sigue apostando a que 
será el uso de la fuerza lo que nos 
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hará recuperar nuestras libertades. 
Como decía acertadamente Albert 
Einstein: “Si buscas resultados dis-
tintos, no hagas siempre lo mismo”. 

Resulta lógico que la presión so-
cial y mediática, en la mayoría de 
los casos, concluye por convertirse 
en una alarma social, generando tal 
presión a los actores políticos que es-
tos desvían su actuación del camino 
idóneo para, en su lugar, dar prio-
ridad a crear una aparente respues-
ta de solución que se genera en un 
muy breve periodo. Con esto, el go-
bierno manda un mensaje a la po-
blación de ser un gobierno atento, 
preocupado, sensible, que reaccio-
na de manera inmediata y, en espe-
cial, de manera enérgica. Como es 
de esperarse, este tipo de soluciones 
ad hoc —generalmente improvisa-
das— no atienden a la problemática 
de fondo, sino tan solo de manera 
superficial, atendiendo prioritaria-
mente a la sensación subjetiva de 
inseguridad ciudadana, y no a la in-
seguridad real y objetiva. 

Si a la diversidad de causas socia-
les mencionadas anteriormente (que 
originan los altos índices delictivos 
en nuestro país), le agregamos que, 
cuando debemos tener la obliga-
ción y responsabilidad social y polí-
tica de actuar de la manera correcta 
para tratar de atender el problema 
de fondo, no lo hacemos, y más bien 
pareciera que únicamente jugamos 
con las sensaciones subjetivas de la 

población, podremos entender que 
el problema se incrementa sustan-
cialmente. Lo anterior provoca que 
las soluciones reales que hoy po-
drían ser implementadas, difícil-
mente puedan ser llevadas a cabo 
en la práctica porque, cada vez más, 
nos alejamos de la posibilidad real 
de alcanzar la meta pretendida.

A partir de 2006 se tomó la deci-
sión de que las fuerzas militares de 
nuestro país salieran de sus cuarte-
les para apoyar la labor de seguri-
dad, demandada por la sociedad 
en general, y en especial por gober-
nadores y presidentes municipales, 
quienes veían cómo su territorio se 
convertía cada vez más en una tie-
rra sin ley, y en donde la única ley 
que imperaba era la de los grupos 
de la delincuencia organizada. 

Lo anterior trajo como conse-
cuencia que la seguridad pública se 
transformara en un tema de suma 
prioridad y se constituyera como 
un tema más bien de seguridad na-
cional. Se decidió que la seguridad 
pública, tanto de estados como de 
municipios, recayera en las fuerzas 
militares, generando, así, la amplia-
ción del concepto de uso legítimo de 
la fuerza en su máximo esplendor. 
Con ello, se pretendía transmitir a 
la población un mensaje de tener 
un gobierno firme y decidido en el 
combate (especialmente) al narco-
tráfico. Dicha medida se justificó en 
la constante crítica a los gobiernos 
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anteriores, de no haber enfren-
tado el problema del crecimien-
to exponencial de la delincuencia 
organizada, ocasionando con ello 
prácticamente una situación de 
emergencia nacional.

Todo lo anterior abrió, aparen-
temente, las puertas de la legitimi-
dad para que el presidente Felipe 
Calderón tuviera la posibilidad de 
emplear la estrategia más drástica 
y radical con la que cuenta nuestro 
país. Esto es, el uso legítimo de la 
fuerza institucional, a través de sus 
fuerzas militares en contacto directo 
con la población civil.

Mucho se criticó, y no sin razón, 
que los cuerpos policiacos —tan-
to municipales como estatales— se 
encontraban ya muy corrompidos 
por la delincuencia organizada; 
al grado de que ya no solo no la 
combatían, sino que en muchos de 
los casos formaban parte de ella. 
Recordemos las causas sociales aquí 
mencionadas que originaron e in-
crementaron bastante esta situa-
ción: pobreza, falta de educación, 
falta de oportunidades, corrupción 
e impunidad. Dichas causas provo-
can un triple efecto. Por una par-
te, están quienes se ven obligados 
a incorporarse a las filas de la de-
lincuencia porque en su entorno no 
destacan mayores oportunidades 
económicas lícitas. En segundo lu-
gar, las autoridades que deben com-
batirlo y no lo hacen, dado que se 

encuentran frecuentemente con la 
posibilidad de recibir fuertes canti-
dades de dinero como corrupción; o 
bien, porque se encuentran bajo la 
clara amenaza en su vida y la de sus 
familiares. De ahí la terrible frase de 
“plata o plomo”. Como consecuen-
cia de lo anterior, se genera el tercer 
efecto (y quizá el más grave), que es 
la impunidad.

Derivado de ese estado de gue-
rra en que nos colocamos de 2006 a 
2012 (denominada como “estrategia 
de seguridad”), se generaron —bajo 
la premisa de estadísticas oficiales— 
121 613 homicidios. Cuando Felipe 
Calderón asumió la presidencia de 
México, teníamos una tasa de ho-
micidios del orden de 9.64 homi-
cidios por cada 100 mil habitantes. 
En el sexenio de Vicente Fox hubo 
60 162 homicidios, por lo que en la 
gestión de Felipe Calderón se dupli-
caron. Habrá posiciones encontra-
das respecto a si seis años no fueron 
suficientes, o bien, que la manera en 
que se enfrentó el problema no era 
la adecuada. Lo anterior dio la po-
sibilidad a quienes en ese momen-
to eran oposición para construir la 
mayor crítica al gobierno del presi-
dente Felipe Calderón; finalmente, 
fue el aspecto logístico y mediático 
de su propia guerra contra la delin-
cuencia lo que precisamente le costó 
a su partido político (Partido Acción 
Nacional), perder la presidencia de 
la República, para cederla en 2012, 
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de nuevo al Partido Revolucionario 
Institucional.

Así las cosas, en 2012, la pobla-
ción, perturbada por el número de 
muertes y por su sensación de in-
seguridad, decidió por un cambio 
de rumbo en el uso legítimo de la 
fuerza y el combate a la delincuen-
cia organizada. En 2012, mucho se 
criticó, mas nunca se precisó con 
claridad, cuál sería el rumbo de la 
nueva política pública en materia de 
seguridad. Pareciera que en el fondo 
se mantuvo igual, ya que las fuerzas 
militares continuaron en las calles. 
Donde hubo un cambio importan-
te fue en la difusión mediática del 
problema. 

Curiosamente, a pesar de que 
la mayor crítica del entonces go-
bierno entrante de Enrique Peña 
Nieto a su antecesor fue su núme-
ro de muertes durante el sexenio de 
2006 a 2012. Las cifras oficiales in-
dican que tuvimos aún más homi-
cidios dolosos; incluso, para 2017, 
se alcanzó la cifra récord como el 
año más violento de la historia de 
nuestro país, con 31 174 muertes. 
Derivado de la militarización y 
estrategia fallida del combate a la 
delincuencia, esta cifra se triplicó: 
alcanzó, en 2017, la cifra histórica 
de 25.23 casos de homicidios por 
cada 100 mil habitantes. Es decir, 
la situación de facto continuó igual. 

El descontento de la pobla-
ción fue evidente; al grado de que, 

finalmente, provocó para dicho par- 
tido político la pérdida de la pre-
sidencia de la República en 2018. 
Entre el número de muertos y la 
sensación de inseguridad ciudada-
na, sumado a los escándalos de co-
rrupción en los distintos niveles de 
gobierno, crearon la mejor de las 
condiciones para que, por prime-
ra vez en la historia de México, ga-
nara la presidencia un partido de 
izquierda.

Así, en las pasadas elecciones 
presidenciales de 2018, ganó el 
partido político morena, bajo el li-
derazgo de Andrés Manuel López 
Obrador. Ganando, además, con 
números aplastantes que le han ge-
nerado un porcentaje de aproba-
ción impresionante. Ahora, bajo 
la temática de un nuevo gobierno,  
con, claramente, una nueva mane-
ra de gobernar y hacer política, se 
ha dicho que se pretende lograr una 
gran transformación de la vida na-
cional. Respecto al uso legítimo de 
la fuerza, se ha dicho que, como re-
sultado de la situación alarmante 
en que se encuentra gran parte del 
país, las fuerzas militares se man-
tendrán temporalmente, destacan-
do que ahora no será su prioridad 
el combate a la delincuencia orga-
nizada y el narcotráfico, sino, más 
bien, el apoyo a la ciudadanía en las 
labores de seguridad pública.

Lo cuestionable de dicho dis-
curso es que, si en los dos sexenios 
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anteriores nos decían repetida-
mente que el país estaba inmer-
so en una situación prácticamente 
de ingobernabilidad como conse-
cuencia del incremento de la delin-
cuencia organizada, no resultaría 
lógico que hoy se decida restarle 
prioridad por parte del gobierno 
mexicano. Hasta el momento no 
resulta claro cuál será la política 
adoptada respecto al uso legítimo 
de la fuerza frente a dicho fenóme-
no delictivo. 

Como puede observarse, la ma-
nera en que se ha justificado y le-
gitimado el uso de la fuerza ha sido 
a tal grado sensible y trascendental 
en nuestra sociedad que es lo que en 
los últimos sexenios ha creado polí-
ticamente la aceptación o el recha-
zo de las distintas fuerzas políticas, 
para determinar cuál será el que 
tome las riendas de las políticas pú-
blicas de México. Quizá por ello el 
gobierno entrante ha sido más cau-
to en pronunciarse y explicar su po-
lítica para enfrentar a los grupos 
delincuenciales.

Sin embargo, es evidente que, 
mientras no se fortalezca el resto de 
las políticas sociales que inciden di-
rectamente en incrementar el bien-
estar social y en la prevención de 
índices delictivos, el polémico tema 
del uso legítimo de la fuerza no po-
drá por sí solo ofrecer los resultados 
esperados. Y seguirá siendo un bo-
tín político-electoral.

Las decisiones en política, por 
lo general, no son sencillas y en es-
tos rubros de seguridad son espe-
cialmente complejas y sensibles. La 
solución de incrementar la presen-
cia militar y, por tanto, el uso legí-
timo de la fuerza, genera consigo 
un incremento en la demanda de 
actuación por parte de todos los 
actores de la política criminal. Es 
decir, a mayor militarización y reac-
ción violenta por parte del Estado, 
se produce una mayor exigencia 
de actuación por parte de los ór-
ganos de procuración de justicia; 
esto repercute directamente en los  
tribunales encargados de la imparti-
ción de justicia y, finalmente, en los 
centros penitenciarios a lo largo y 
ancho de nuestro país. 

La opinión de este autor es que 
uno de los problemas que abonaron 
a esta crisis de seguridad en nues-
tro país ha sido el hecho de que, a 
partir del año 2000 (cuando dejó de 
existir un partido político con pre-
sencia mayoritaria a nivel nacio-
nal), el nuevo partido político en el 
gobierno federal (Partido Acción 
Nacional) —que además goberna-
ba por primera vez en México— 
no supo cómo estar al frente en la 
implementación de las políticas pú-
blicas. De igual manera, el Partido 
Revolucionario Institucional por 
primera vez derrotado y, por lo 
tanto, por primera vez en su pa-
pel de ser oposición, tampoco supo 
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sobreponer el interés nacional, y se 
dedicó a obstaculizar, a efecto de 
que políticamente el partido en el 
gobierno no lograra sus metas.  

Ello generó una falta de acuerdos 
y diseños institucionales que permi-
tieran transitar de manera ordenada 
con políticas compartidas. En el pri-
mer gobierno de oposición que exis-
tió en nuestro país con Vicente Fox, 
por el Partido Acción Nacional, la 
población votó por él para el cargo 
de presidente de la República, pero 
dividió su voto para generar contra-
pesos; por lo que la mayoría de las 
entidades federativas y municipios y 
el Congreso aún eran gobernados 
por el resto de las fuerzas políticas. 

En las recientes contiendas elec-
torales de 2018, los mexicanos op-
taron por entregarle prácticamente 
la totalidad del control de las deci-
siones del país a una sola persona 
y a un solo partido político. Dentro 
de lo criticable o riesgoso que esto 
puede ser, para efectos de unificar 
las políticas públicas en materia de 
seguridad y permear de manera ho-
mogénea en todo el territorio nacio-
nal un mismo criterio respecto del 
uso legítimo de la fuerza, quizá po-
dría tener efectos positivos. Es decir, 
en la manera apabullante en que en 
las recientes elecciones ganó Andrés 
Manuel López Obrador —a tra-
vés de morena— uno de los aspec-
tos positivos es que no puede existir 
pretexto alguno para no lograr una 

mejora sustancial en las condiciones 
de vida de la población y disminuir, 
así, los altos índices de inseguridad, 
mientras se genera una policía con 
mucho mayor entrenamiento y ca-
pacitación, evitando así la corrup-
ción y la impunidad.

Debe existir claridad absoluta 
para el nuevo gobierno en que la 
definición de las estrategias en po-
líticas públicas para la obtención de 
la paz y tranquilidad de la ciuda-
danía únicamente podrán ser el re-
sultado de una política integral, en 
donde se aborden una diversidad de 
factores sociales: que disminuyamos 
la pobreza, mejoremos el acceso a 
niveles competentes de educación, 
mejoremos la oferta laboral debi-
damente remunerada, reduciendo 
los índices de corrupción y de im-
punidad. Como hemos referido an-
teriormente, no importa qué tipo de 
política pública en materia de se-
guridad decida implementar el go-
bierno. Mientras no se atiendan las 
causas reales que originan la insegu-
ridad y delincuencia, la única dife-
rencia entre una y otra política será 
el dato estadístico de gente falleci-
da y la intensidad con que se trate 
en los medios de comunicación ma-
siva; pero el problema de fondo se-
guirá intacto.

Los países donde existe una ma-
yor desigualdad y marginación so-
cial son aquellos en los que existen 
los mayores índices de criminalidad 
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y violencia (García, 2017). Por tal 
razón, son también los países don-
de sus gobiernos han empleado la 
mayor cantidad de violencia insti-
tucional. La solución a largo plazo 
es evidente, y todos pretenden me-
jorar los niveles de vida y bienestar 
social. El problema y el verdadero 
reto lo constituye el presente, ante la 
violencia desbordada en todo el te-
rritorio nacional, y con una enorme 
presión social y mediática —tanto 
nacional como internacional— en 
donde las políticas públicas de largo 
plazo no generan confianza. Ante la 
alarma social, comenzamos con un 
uso desmedido de la fuerza por par-
te del Estado.

Lamentablemente, nuestra cul-
tura política nunca ha permitido 
poner por encima el interés na-
cional sobre el partidista. Por ello, 
hoy el partido político del presiden-
te López Obrador, al tener prácti-
camente el control total de la vida 
institucional en nuestro país —au-
nado a que en las elecciones inter-
medias de 2021 todo parece indicar 
que ampliará aún más su presencia 
en la mayoría de los estados de la 
República (por más criticable que 
esto pueda ser, desde la óptica de la 
pluralidad política)— se nos presen-
ta, como país, una oportunidad his-
tórica de atender homogéneamente 
las causas reales de la delincuencia 

y del uso legítimo de la fuerza por 
parte del Estado. La historia nos ha 
demostrado que en las últimas dé-
cadas el fenómeno de la inseguridad 
se ha convertido en el tema de ma-
yor preocupación para la sociedad 
mexicana. Para efectos de lograr 
una mejora sustancial, las condicio-
nes son actualmente inmejorables. 
Debemos realmente aprovechar 
esta oportunidad. México no puede 
esperar más. Hoy, no existen pretex-
tos para no lograrlo: únicamente re-
querimos el valor de una auténtica y 
verdadera voluntad política. 
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Enforced disappearance

Human rights

Authority

Abstract. This article is an excerpt 
from an investigation of  greater 
scope in which the behavior of  the 
authority was analyzed in the fra-
mework of  arbitrary detentions and 
its relation to forced disappearance, 
extrajudicial execution, torture, and 
cruel or degrading treatment. This 
article focuses mainly on the results 
obtained in the matter of  forced di-
sappearance, as well as some of  the 
conclusions noted in terms of  the be-
havior of  the authority.

Desaparición forzada

Derechos humanos

Autoridad

Resumen. El presente artículo es 
un extracto de una investigación 
de mayores alcances en la que se 
analizó el comportamiento de la 
autoridad en el marco de las deten-
ciones arbitrarias y su relación con la  
desaparición forzada, la ejecución 
extrajudicial, la tortura, así como 
los tratos crueles o degradantes. 
Este artículo se centra fundamen-
talmente en los resultados obtenidos 
en materia de desaparición forzada, 
así como algunas de las conclusio-
nes advertidas en materia del com-
portamiento de la autoridad. 
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SUMARIO:

I. Introducción. II. Esquizofrenia 
del Estado: entre la protección y 
la violación de derechos. III. Las 
desapariciones en México: ¿acto 
de autoridad o acción delictiva? 
IV. La desaparición forzada: una 
aproximación estadística de ca-
sos documentados. V. Conclusio-
nes. VI. Fuentes de consulta.

I. INTRODUCCIÓN

En México, se pueden detectar 
tres grandes momentos en los que 
se registran actos de desaparición 
forzada: el primero fue durante el 
periodo de la Guerra Sucia; el se-
gundo tuvo lugar en la década de 
1990, con el levantamiento zapa-
tista en Chiapas, y el último inició 
durante la llamada guerra contra 
el crimen organizado. Cada uno de 
estos episodios de la historia recien-
te de México ha funcionado bajo 
distintas lógicas de Estado y respon-
de a fenómenos distintos. En este 
artículo me centraré únicamente en 
la última etapa, la cual alude al fe-
nómeno de la escala de desaparicio-
nes que inició hacia 2006 y que aún 
continúa en aumento. Esto es por-
que en la situación de las desapari-
ciones se pueden detectar distintos 
fenómenos multifactoriales que han 

dado como resultado alrededor de 
40 mil personas no localizadas. 

De la situación de violencia y 
desaparición que actualmente ex-
perimentamos, me interesa resal-
tar la desaparición forzada; es decir, 
aquella que se le atribuye a agentes 
del Estado y se realiza en el marco 
de un acto de autoridad. Pero este 
análisis, más que centrarse en un 
estudio teórico sobre el fenómeno, 
busca exponer cómo es que, a raíz 
de la guerra contra el narcotráfico, 
se ha conformado una suerte de es-
quizofrenia en el Estado; donde, 
por un lado, se fortalecen los proce-
sos y mecanismos de protección de 
los derechos humanos, y al mismo 
tiempo, en aras de una supuesta se-
guridad, se endurecen los procesos 
de detención; esto ha generado una 
confrontación cuyas víctimas cons-
tantemente desaparecen a manos 
del propio Estado. 

Es importante apuntar que, a 
lo largo del texto, incido en algu-
nas de las prácticas utilizadas por la 
autoridad en este delito continua-
do, las cuales fueron observadas a 
través de distintas recomendacio-
nes de la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos (cndh); estas 
documentan una detención arbi-
traria, donde la víctima finalmente 
desapareció.
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II. ESQUIZOFRENIA 
DEL ESTADO: ENTRE 
LA PROTECCIÓN Y LA 
VIOLACIÓN DE DERECHOS 

Cuando hacemos referencia al ga-
rantismo, invariablemente aludimos 
a la teoría de Luigi Ferrajoli (2006), 
la cual se fundamenta en el princi-
pio de la limitación del derecho a 
través del propio derecho. Para el 
teórico italiano, el Estado se enfren-
ta a una crisis de legalidad derivada 
de un caos normativo y una viola-
ción sistémica de las leyes, el poder 
público somete a las personas y de 
ahí que resulte fundamental cons-
truir mecanismos que garanticen el 
efectivo respeto y protección de los 
derechos de las personas. Esto signi-
fica que los derechos humanos pue-
den ser reconocidos en una norma 
fundamental, pero no necesaria-
mente respetados. El Estado, como 
titular del monopolio de la violen-
cia, es capaz de someter y subyugar 
a los ciudadanos; por ello, resulta 
fundamental generar contrapesos 
y crear candados que controlen el 
ejercicio del poder. Para hacer valer 
los derechos se requiere fortalecer 
el sistema judicial a través de lo que 
el neoconstitucionalismo denomina 
como “judicialización de la políti-
ca”. Esto es el fundamento de la re-
forma constitucional de 2011. 

Desde 2005, con la reforma al 
artículo 18 en materia de sistema 

de justicia para jóvenes infractores y 
la posterior reforma de 2008 al sis-
tema de procuración y administra-
ción de justicia, se fue estructurando 
un naciente paradigma en materia 
de derechos humanos. Poco a poco, 
la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación (scjn) comenzó a emitir sen-
tencias más protectoras. De hecho, 
un mes después de la publicación 
de las reformas de 2011 sobre am-
paro y derechos humanos, la scjn 
comenzó a reinterpretar el texto 
constitucional a la luz del artículo 
1o y su principio de convenciona-
lidad. Así, reinterpretó los alcances 
de las obligaciones que el Estado 
debía cumplir, de acuerdo con las 
sentencias y recomendaciones emi-
tidas por la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos (coidh) 
(Servicio Profesional en Derechos 
Humanos, 2013). 

Concretamente, la scjn reinter-
pretó la sentencia del caso Radilla 
Pacheco por desaparición forzada 
y determinó que las medidas im-
puestas por la coidh eran obligato-
rias. A la par, ordenó implementar 
la convencionalidad dentro del con-
trol difuso de constitucionalidad, 
misma que debería realizarse en-
tre las normas del derecho interno 
y la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos (cadh). Ello no 
solo significa tomar en cuenta los 
instrumentos internacionales firma-
dos y ratificados por México, sino 
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que implica juzgar desde el marco 
de protección más amplia. 

De todo ello se conformaron los 
siguientes criterios:

• Las sentencias de la coidh son 
obligatorias en sus términos, no 
solo los resolutivos, sino tam-
bién las partes considerativas.

• Todos los jueces deben realizar 
un control de convencionalidad 
ex officio.

• El control de convencionalidad ex 
officio funciona en un modelo de 
control difuso de constitucionali-
dad, por lo que nació una nueva 
interpretación del artículo 133 de 
la Constitución que advierte lo si-
guiente:

Si bien los jueces no pueden hacer una 
declaración general sobre la invalidez o 
expulsar del orden jurídico las normas 
que consideren contrarias a los derechos 
humanos contenidos en la Constitución y 
en los tratados (como sí sucede en las vías 
de control directas establecidas expresa-
mente en los artículos 103, 107 y 105 de 
la Constitución), sí están obligados a dejar 
de aplicar estas normas inferiores dando 
preferencia a los contenidos de la Consti-
tución y de los tratados en esta materia. 
(scjn, 2010).

Todo lo anterior implicó la con-
formación de un naciente sistema, 
en el cual, las autoridades —y tam-
bién particulares que ejercen alguna 
función de Estado— se encuentran 
obligados a observar y proteger 

derechos. También, estableció la 
obligación de proveer la máxima 
protección, reparar el daño por vio-
laciones e implementar la garantía 
de no repetición. 

Pero a la par con la consoli-
dación de un sistema garantista,  
además se fue conformando un 
nuevo mecanismo represor de los 
derechos ciudadanos. A partir del 
año 2000, el control político que 
se ejercía sobre los grupos delicti-
vos organizados se deterioró. En ese 
entonces, nacieron nuevas estruc-
turas delincuenciales, como fueron 
los Zetas y la Familia Michoacana, 
quienes además de dedicarse al tra-
siego de droga, recurrieron a ac-
tividades de secuestro y extorsión 
(García, 2018). Las instituciones 
de seguridad se debilitaron y una 
nueva ola de violencia se transfor-
mó en un verdadero problema para 
México (Rosen, 2015). Desde 2005, 
se declaró la necesidad de iniciar un 
ataque frontal contra los grupos de-
lictivos dedicados al narcotráfico. 

Si bien no es mi intención hacer 
una relatoría histórica del pasado 
reciente de México, es importante 
apuntar cómo fue que se estructu-
raron dos posturas antitéticas del 
Estado: por un lado, se establecieron 
los derechos humanos y las garan-
tías como eje rector del país a través 
de la judicialización de la política, y, 
al mismo tiempo, se fue conforman-
do una visión represora que justificó 
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la violación de derechos en aras de 
una necesaria seguridad. 

Esta confrontación, entre repre-
sión y protección de derechos, se 
conformó durante el gobierno de 
Felipe Calderón (2006-2012); a la 
vez que se promovieron las reformas 
legislativas antes descritas, también 
se consolidó una política de comba-
te al crimen organizado a través de 
una estrategia militarizada. 

Así, por un lado, se promulgó la 
reforma constitucional en materia 
de procuración y administración de 
justicia de 2008, la cual estructuró 
un sistema penal de corte acusato-
rio y adversarial que, además de ser 
oral, se distinguió por constitucio-
nalizar el principio de la presunción 
de inocencia. Adicionalmente, plan-
teó la creación del juez de control 
como una figura jurisdiccional que 
se encarga de velar por el respeto 
de los derechos humanos en todas 
las etapas del procedimiento: desde 
el inicio de la investigación, hasta el 
auto de apertura de juicio oral. Ante 
todo, el juez de control debe revisar 
que todas las diligencias y acciones 
realizadas por la autoridad procura-
dora se apeguen a los procesos pre-
vistos en la norma penal adjetiva. 
Pero, al mismo tiempo, también se 
constitucionalizó el arraigo en ca-
sos de delincuencia organizada; de 
hecho, en julio de 2008, el entonces 
comisionado de la cndh, José Luis 
Soberanes, dio a conocer que, tan 

solo en Chihuahua, se habían re-
portado 199 quejas contra las au-
toridades castrenses por ingresar a 
domicilios sin orden judicial corres-
pondiente (Ballinas, 2008).

A pesar del endurecimiento de 
las medidas de seguridad en con-
tra del crimen organizado (el cual 
es contrario a las posturas del de-
recho penal mínimo, instaurado en 
2008 y fortalecido con la reforma de 
2011, también de Calderón), la gue-
rra fue fallida. El Estado buscó pro-
fesionalizar a la policía, sin lograrlo; 
por el contrario, a nivel municipal, 
se comenzó a observar una colusión 
entre los cuerpos de seguridad pú-
blica y las organizaciones delictivas. 
Además, los grupos criminales se 
diseminaron por el país (anterior-
mente localizados en algunas regio-
nes) y se multiplicaron, a la vez que 
diversificaron sus operaciones, in-
crementando aún más los actos de 
violencia.

Ante esta situación, el Estado, 
en lugar de transformar la estra-
tegia de seguridad, endureció aún 
más los métodos, lo cual dio como 
resultado un incremento en las des-
apariciones, tanto forzadas como 
cometidas por particulares. 
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III. LAS DESAPARICIONES 
EN MÉXICO: ¿ACTO DE 
AUTORIDAD O ACCIONES 
DELICTIVAS?

De acuerdo con la última actuali-
zación oficial del Registro Nacional 
de Datos de Personas Extraviadas o 
Desaparecidas (rndped), actualiza-
do 30 de abril de 2018, se registraba 
un total de 36 mil 265 personas des-
aparecidas en las entidades federati-
vas,1 información que se desagrega 
de la Figura 1).

De estos datos se desprende que 
en el país se presentan casi tres des-
apariciones por cada 10 mil habi-
tantes; dato que coloca a México 
entre los lugares con mayor regis-
tro de desapariciones en el mundo, 
tan solo por debajo de Siria (que se 
encuentra en conflicto armado). Es 
importante destacar que existe un 
incremento exponencial del número 
de desapariciones a partir del 2007. 
Para poner en perspectiva, según la 
base de datos del referido registro, 
entre 1968 y 2006, se contabilizaron 
280 desapariciones en el marco del 
fuero común. Sin embargo, tan solo 
en 2007, se contabilizaron 620 per-
sonas no localizadas (rndped, 1968-
2018). Es decir, en un año se duplicó 

1 Actualmente, el gobierno de la República refiere que la 
cifra de desaparecidos se ha incrementado a 40 mil; no 
obstante, la información de consulta pública se encuen-
tra actualizada al 30 de abril de 2018. Se utilizan es tas 
cifras porque son las que cuentan con bases de datos es-
pecíficos que permiten medir el fenómeno delictivo. 

el número total de desapariciones 
que se tenía registrado en 38 años. 

Es evidente que durante los go-
biernos presidencialistas el control 
de información política impide afir-
mar que los datos de los años 60 a 
2000 sean objetivos; sin embargo, 
sí constituye un indicador que per-
mite entender la correlación que 
existió entre el despliegue de la le-
gítima violencia de Estado en aras 
de la seguridad y la desaparición de 
personas. 

Con relación a los datos ac-
tuales, se puede observar que la 
tasa de incidencia del fenómeno 
se concentra en la franja fronte-
riza del norte. En los estados de 
Sonora, Chihuahua, Nuevo León, 
Coahuila, Tamaulipas, así como 
también en dos estados del occiden-
te —Sinaloa y Colima—, se registra 
una tasa de cinco o más desapari-
ciones por cada diez mil habitantes. 
Los estados de Zacatecas, Jalisco, 
Guerrero y Puebla tienen una tasa 
de tres a cuatro desapariciones por 
cada 10 mil habitantes; Durango, 
Nayarit, Zacatecas, Michoacán, 
Guanajuato, Estado de México y 
Morelos, de una a dos desaparicio-
nes por cada 10 mil habitantes.

El discurso del Estado en cuan-
to al incremento exponencial del 
fenómeno fue culpar a las orga-
nizaciones crimina les; se manejó 
(y se sigue manejando) que la des-
aparición de personas se debió a 
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Figura 1. Datos de personas desaparecidas por entidad federativa, relacionado con deli-

tos o carpetas de investigación del fuero común.

Entidad federativa Número de
desaparecidos

Número de 
habitantes

Tasa
de incidencia por 
10 mil habitantes

Aguascalientes 223 1 321 453 1.68753637

Baja California 1 024 3 584 605 2.85666064

Baja California Sur 39 809 833 0.48158077

Campeche 35 935 047 0.37431274

Chiapas 108 5 382 083 0.2006658

Chihuahua 2 186 3 782 018 5.77998307

Ciudad de México 744 8 811 266 0.84437356

Coahuila 1 753 3 029 740 5.78597503

Colima 593 747 801 7.92991718

Durango 420 1 799 320 2.33421515

Guanajuato 615 5 908 845 1.04081254

Guerrero 1 482 3 607 210 4.10843838

Hidalgo 173 2 947 206 0.58699663

Jalisco 3 362 8 110 943 4.14501742

Estado de México 3 890 17 363 387 2.24034631

Michoacán 1,215 4 658 159 2.60832659

Morelos 241 1 965 487 1.22615922

Nayarit 145 1 268 460 1.14311843

Nuevo León 2,895 5 229 492 5.53591056

Oaxaca 191 4 061 497 0.47026995

Puebla 2 069 6 313 789 3.27695461

Querétaro 284 2 063 148 1.37653721

Quintana Roo 61 1 664 667 0.36643965

San Luis Potosí 97 2 801 839 0.34620119

Sinaloa 3 027 3 034 942 9.97383146

Sonora 2 150 3 011 810 7.13856452

Tabasco 67 2 431 339 0.27556832

Tamaulipas 5 990 3 622 605 16.5350625
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acciones delincuenciales y a un 
ajuste de cuentas entre grupos de-
lictivos. Ante todo, se negó cual-
quier acto de autoridad, lo cual es 
congruente con la misma dinámica 
del delito de desaparición forzada. 
El Estado no puede reconocer el 
ejercicio de la violencia contra la so-
ciedad, porque este constituye una 
autoridad que debería proteger a la 
misma sociedad, no violentarla. En 
este sentido, cualquier acto violato-
rio de derechos humanos es negado, 
encubierto y no reconocido. Pero no 
significa que no existan. Si bien no 
es posible conocer a ciencia cierta 
el número exacto de desapariciones 
atribuibles a las autoridades, a través 
de las recomendaciones de la cndh 
se advierten algunos casos acre-
ditados al hacer un análisis siste-
mático de 22 recomendaciones 
emitidas por la cndh sobre deten-
ción arbitraria. 

IV. LA DESAPARICIÓN 
FORZADA: UNA 
APROXIMACIÓN 
ESTADÍSTICA DE CASOS 
DOCUMENTADOS

Como referimos en el apartado 
anterior, la gran mayoría de las  
desapariciones forzadas que se han 
logrado registrar en los últimos años 
se han dado en el contexto de una 
detención arbitraria, desde dos fren-
tes distintos: 1) por un lado, ha esta-
do a cargo de la autoridad militar, 
en aras de legitimar actos en con-
tra de una supuesta inseguridad y 2) 
se han detectado responsabilidades 
importantes de autoridades muni-
cipales que se encuentran, aparen-
temente, coludidas con el crimen 
organizado. 

Si bien es cierto que, al tratar-
se de un acto de autoridad, existen 
pocos registros sobre la existen-
cia de este delito (pues los actos de 

Entidad federativa Número de
desaparecidos

Número de 
habitantes

Tasa
de incidencia por 
10 mil habitantes

Tlaxcala 24 1 313 067 0.18277818

Veracruz 524 8 163 963 0.64184514

Yucatán 99 2 172 839 0.45562511

Zacatecas 510 1 600 412 3.18667943

No especificado 29 0

Media nacional 
desapariciones

2.9
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autoridad suelen ser negados). De 
un análisis de 18 recomendaciones 
de la cndh emitidas entre 2006 y 
2019, se lograron detectar 139 víc-
timas de desaparición forzada. A 
través de un análisis sistémico de las 
recomendaciones emitidas por la 
autoridad defensora de los derechos 
humanos, se observó el tipo de auto-
ridad que incurre en tales prácticas, 
así como los mecanismos que sue-
le utilizar. Cabe destacar que no se 
tomaron como base para el análisis 
las recomendaciones en las cuales 
se descubrió el cuerpo de las vícti-
mas, por tratarse de una ejecución 
extrajudicial. Tampoco se atendie-
ron aquellas recomendaciones en 
donde la desaparición no es un acto 
de autoridad, sino que proviene de 
actividades delictivas. Así, para co-
nocer cómo opera la autoridad en 

el marco de la desaparición, se ob-
servaron aquellas en las que hay re-
gistros de una detención arbitraria 
cometida por la autoridad y la pos-
terior desaparición de las personas. 

De esta forma, lo primero que 
se logró observar es que existen re-
gistros de este tipo de prácticas en 
los estados de Michoacán, Morelos, 
Chihuahua, Jalisco, Tamaulipas, 
Zacatecas, San Luis Potosí, Nuevo 
León, Chiapas, Guerrero, Veracruz 
y Coahuila (como se observa en la 
Figura 1).

De las 18 recomendaciones ana-
lizadas como desapariciones forza-
das, se observan cinco en las que la 
Secretaría de la Defensa Nacional 
(sedena) ha sido señalada como 
responsable; cuatro, atribuibles a 
la Secretaría de Marina o semar 
(cabe referir que, en una de estas, 

Figura 2. Estados en los que se registran prácticas de desaparición forzada

Fuente: Elaboración propia con base en los datos analizados.
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se señaló un operativo conjunto con 
la Policía Federal); asimismo, una 
imputada a la Policía Federal (pf); 
una más para la Comisión Nacional 
de Migración, y siete en donde la 
Policía Municipal es la principal 
responsable.

De las recomendaciones analiza-
das, se observó un patrón de con-
ducta distinto entre las acciones de 
desaparición cometidas por las au-
toridades federales y aquellas impu-
tadas a las municipales. Pero antes 
de hacer alusión a ello, referiré que 
la recomendación imputada a la 
Comisión Nacional de Migración, 
aunque se trata de un fenómeno in-
dependiente (no registrado en otras 
recomendaciones), es un indicador 
de los fenómenos de desaparición 
de mujeres y jóvenes. Según obran 
en los datos de la recomendación 
denominada 31/2017, la autori-
dad migratoria detuvo a una niña 

chiapaneca de 17 años de edad, al 
confundirla como migrante. Ante 
la situación, el hermano de la dete-
nida fue a conseguir los documen-
tos para acreditar su nacionalidad 
mexicana; sin embargo, cuando lle-
gó ante la autoridad, se le dijo que 
había sido liberada porque ya se 
había acreditado su nacionalidad. 
Desde entonces se desconoce el pa-
radero de la víctima. Este caso es un 
indicador del fenómeno de la trata 
de personas y el alto grado de vul-
nerabilidad en que se encuentran 
las mujeres en este país. 

No obstante, al no ser ese el ob-
jetivo de este artículo, me abocaré a 
las demás recomendaciones que re-
fieren el proceso de actuación de las 
autoridades de seguridad. Así, en lo 
que se refiere a la autoridad fede-
ral (semar, sedena y pf), se advier-
te que estas se realizan en el marco 
de operativos contra el crimen 

Figura 2. Autoridad responsable de desapariciones forzadas

0

sedena semar Policía 
Federal

Policía 
Municipal

Migración

10
20
30
40
50
60

Fuente: Elaboración propia con base en los datos analizados.
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organizado, inspecciones de vehícu-
los y supuestas denuncias delictivas. 
Si bien en muchas recomendacio-
nes la autoridad manifiesta no tener 
conocimiento de las detenciones y 
desapariciones imputadas por los 
testigos, en otras sí refiere haber 
realizado una detención con moti-
vo de la denuncia, pero menciona  
haber liberado a la persona y desco-
nocer su paradero. 

El hecho de que las detenciones 
y posterior desaparición de las víc-
timas estén directamente relaciona-
das con la supuesta comisión de un 
ilícito (que en ningún caso se con-
firma), advierte la necesidad de las 
autoridades federales para legitimar 
actos de seguridad pública con rela-
ción al incremento sostenido de la 
violencia. Más que investigar y de-
tener a una persona para que sea 
procesada conforme a los procedi-
mientos penales establecidos en la 
ley de la materia, lo que se busca es 
generar un acto de autoridad cen-
trado en la erradicación del fenó-
meno. El problema con ello es que, 
ante la falta de un proceso, no hay 
certeza sobre la condición de la víc-
tima. Es decir, poco importa si una 
persona es inocente o culpable de 
un acto delictivo, lo importante es 
actuar para erradicar un fenóme-
no dentro de un contexto de guerra. 
Así, volviendo a la denominada es-
quizofrenia del Estado, resulta pa-
radójico que la principal autoridad 

obligada a seguir las normas y ga-
rantías penales previstas en el ar-
tículo 16 de la Constitución sea la 
primera en violarlas impunemen-
te, pues del total de casos registra-
dos, solo unos cuantos han logrado 
acreditarse ante los tribunales. Más 
paradójico resulta ser que, cuando 
esta autoridad se enfrenta a los tri-
bunales, hace uso de las garantías 
procesales, alega violación al pro-
cedimiento y busca alcanzar su li-
bertad porque, al momento de su 
detención, se violaron los mismos 
derechos de cuya violación ellos 
fueron responsables. 

En este sentido, cabe citar el am-
paro en materia de la desaparición 
de los 43 normalistas de Ayotzinapa. 
Independientemente de la creación 
de una Comisión de la Verdad, en 
favor de los derechos de las víctimas 
indirectas, lo que me resalta es que 
con dicha sentencia la gran mayoría 
de las personas detenidas por come-
ter la desaparición forzada contra 
los 43 estudiantes tendrán una re-
posición del procedimiento: algu-
nas saldrán impunes, precisamente 
porque su detención fue arbitraria, 
además de que se acreditaron actos 
de tortura. 

Con este ejemplo, lo que quiero 
recalcar es que la autoridad hace 
uso de un sistema represor para 
legitimar los actos de seguridad, 
violando los derechos de los ciuda-
danos bajo una visión de Estado 
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que se fundamenta en el derecho 
penal del enemigo (Jackobs, 2006); 
es decir, que el ciudadano es visto 
como un enemigo del Estado que 
debe ser erradicado. Pero cuando 
ellos se transforman en los enemi-
gos del Estado, tras la acreditación 
de un acto de autoridad del que se 
derivan violaciones graves —como 
la desaparición forzada—, estos se 
acogen a las garantías procesales 
que permiten proteger los derechos 
de los imputados. El resultado es 
la absoluta impunidad. Hay impu-
nidad cuando se detiene, tortura y 
desaparece a las personas, en aras 
de una supuesta seguridad; hay im-
punidad cuando los imputados por 
tales actos —o incluso otros victi-
marios (no desaparecidos)— se aco-
gen a las violaciones derivadas de la 
mala detención para solicitar reposi-
ción de los procedimientos. ¿Dónde 
quedan las víctimas? 

Por otro lado, y en lo que se re-
fiere a las autoridades municipales, 
se observa que estas, la mayoría de 
las veces, han actuado en favor o 
para el crimen organizado. En este 
respecto, se destaca la recomenda-
ción 42/2014, en la cual se narra 
que diez personas varones de en-
tre 15 y 45 años, provenientes de 
Guanajuato, se dirigieron a la sie-
rra de Zacatecas con el objetivo de 
practicar caza deportiva. Durante 
el viaje, fueron detenidos por la po-
licía preventiva del municipio El 

Plateado de Joaquín Amaro. Estos 
policías entregaron a las víctimas al 
crimen organizado; solo dejaron ir 
al menor de edad, y otra persona lo-
gró escapar. El conocimiento de la 
información que dio lugar a la reco-
mendación de la cndh se desprende 
de las narraciones de los dos sobre-
vivientes. No se volvió a conocer el 
paradero de las demás víctimas.

Otros hechos similares son 
los ocurridos en el municipio de 
Allende, Coahuila, en los días 8 y 11 
de marzo de 2011. La recomenda-
ción por violaciones graves número 
10/2018 refiere que en esas fechas 
se tuvo conocimiento de alrededor 
de 300 víctimas de desaparición, 
atribuibles al grupo delictivo de los 
Zetas. No obstante, de las investiga-
ciones se logró acreditar que, por lo 
menos, 36 víctimas hombres y tres 
mujeres fueron detenidas y desapa-
recidas con apoyo de la autoridad 
pública municipal.

V. CONCLUSIONES

Como defensora del sistema protec-
tor de los derechos humanos, creo 
firmemente en que la respuesta no 
se encuentra en el endurecimien-
to de las políticas represoras, por 
el contrario, si queremos atender el 
grave fenómeno de violencia, resul-
ta fundamental apegarse a los dere-
chos y garantías procesales, evitar 
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los errores y seguir la norma jurídi-
ca al pie de la letra. Todo acto viola-
torio por parte del Estado, como son 
las desapariciones forzadas, lejos de 
garantizar una paz, revela una debi-
lidad en el Estado de derecho. 

La conformación antiética de la 
construcción de una seguridad mi-
litarizada y represora, conviviendo 
con un sistema defensor de los de-
rechos, limita y menoscaba el pro-
ceso de impartición de justicia. Los 
jueces están obligados a velar por 
el absoluto respeto de los derechos 
de todas las personas, y cualquier 
acto arbitrario es causa de una re-
posición de procedimiento. En este 
respecto, no es que el sistema de jus-
ticia acusatorio sea ineficiente, sino, 
más bien, el fenómeno consiste en 
que la autoridad no actúa con base 
en las normas que está obligada a 
respetar. Esta situación se hace más 
palpable en la autoridad castren se, 
pues el entrenamiento militar tiene 
la finalidad de actuar ante una si-
tuación de crisis y, a diferencia de la 
autori dad de seguridad pública, su 
prio ridad no es la de proteger, sino 
la de erradicar. De ahí que los actos 
de desaparición forzada sean más 
comunes en la sedena y la semar 
que en la Policía Federal. De hecho, 
únicamente se detectó una desapa-
rición forzada imputada a la Policia 
Federal, contra las 56 de la sedena y 
21 de la semar. 

Así, es importante apuntar que la 
formación militar se da para actuar 
en un contexto de guerra, se estructu-
ra para emprender acciones tendien-
tes a resolver situaciones de crisis en 
contextos de alta tensión bajo un solo 
objetivo: eliminar al enemigo. En este 
sentido, la prioridad no es prevenir o 
contener un fenómeno de violencia, 
pues su obligación es exterminar la 
amenaza. Es por ello que los defen-
sores de derechos humanos se opo-
nen al uso de las fuerzas armadas 
en tareas de seguridad pública. La 
autoridad militar sí es disciplinada, 
ordenada y ha resuelto grandes pro-
blemas de crisis en México (como el 
último sismo); sin embargo, ha sido 
formada y entrenada para actuar en 
situaciones de peligro, no en fenó-
menos delictivos, donde la prioridad 
es detener (no desaparecer) garanti-
zando derechos. 

De esta forma, cuando se utilizan 
las fuerzas armadas para legitimar 
la seguridad, lejos de garantizar una 
paz ante el incremento sostenido de 
la violencia, genera mayor impu-
nidad, porque el Estado —con la  
reforma constitucional de 2011— 
ha generado suficientes mecanismos 
para castigar cualquier violación de 
derechos humanos. 

Por lo que se refiere a las policías 
municipales, de las recomendacio-
nes de la cndh se puede observar un 
alto grado de corrupción en la poli-
cía municipal y una grave debilidad 



IN
A

C
IP

E 
 • 

 2
01

9 
• R

EV
IS

TA
 M

ex
ic

an
a 

de
 C

ie
nc

ia
s 

Pe
na

le
s 

• N
úm

. 8

175

De la detención arbitraria a la desaparición forzada • Alejandra Silva Carreras

en los cuerpos de seguridad pública. 
Esto es porque, al menos en cuatro 
de las siete recomendaciones anali-
zadas contra estos cuerpos policia-
les, se detectó que la detención y 
posterior desaparición de una o más 
personas estuvo relacionada con la 
subordinación de la autoridad hacia 
grupos delictivos. 

Tanto la situación de los cuer-
pos castrenses como la actuación 
de algunas policías municipales pre-
sentan síntomas de una grave crisis 
institucional en materia de seguri-
dad, así como una estrategia fallida; 
misma que se traduce en un incre-
mento sistémico de las violaciones a 
los derechos de los ciudadanos. 

A pesar de la necesidad de re-
plantear la estructura y organiza-
ción de la procuración de justicia a 
través de los cuerpos de seguridad, 
la respuesta actual del gobierno ha 
sido crear la Guardia Nacional y 
desaparecer la Policía Federal. Si 
bien se advierte que este cuerpo 
será civil, su formación, estructura, 
organización y formación es inmi-
nentemente militar, lo cual —me 
atrevo a vaticinar—, en lugar de 
fomentar una nueva estructura del 
Estado basada en la protección de 
los derechos humanos, terminará 
por institucionalizar los fenómenos 
observados desde 2007.
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